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PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 
161 DE 2015 CÁMARA

por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

TÍTULO PRIMERO
PILARES Y PRINCIPIOS RECTORES  

DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
CAPÍTULO I

De los pilares y principios propiamente dichos
Artículo 1°. Administración de justicia. La admi-

nistración de justicia es la esfera de la función pública 
que cumple el Estado, encargada por la Constitución 
Política y la ley, de hacer efectivos los derechos, obli-
gaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, 

en la sociedad.
Artículo 2°. Pilares fundamentales de la adminis-

tración de justicia. La administración de justicia, como 
función pública, está fundamentada y orientada hacia 
el acceso efectivo de todas las personas a la justicia, 
la articulación de los diferentes órganos de la Rama 
Judicial entre sí, al igual que con los demás entes del 

de los procedimientos y las decisiones y el bienestar 
general de quienes componen la Rama Judicial.

Artículo 3°. Acceso a la justicia. El acceso a la jus-
ticia es un derecho fundamental de todas las personas. 
El Estado garantiza el acceso de todas ellas a la admi-
nistración de justicia. Será de su cargo el amparo de 
pobreza y el servicio de defensoría pública. 

En cada municipio habrá como mínimo un juez y un 
defensor público.

Artículo 4°. Articulación. El servicio de justicia es 

Rama Judicial velará porque en la prestación del ser-

el Sector Jurisdiccional como el Sector de Gobierno 
y Administración Judicial en las decisiones, procedi-
mientos y políticas públicas que hubieren de adoptarse 
para garantizar el efectivo funcionamiento de la Rama, 
manteniendo siempre un enfoque hacia el usuario de la 
justicia. Así mismo, todos los órganos que la compo-
nen velarán por un funcionamiento articulado con los 
demás entes del Estado, cuando a ello hubiere lugar. 

Lo anterior, sin perjuicio de la independencia y au-
tonomía que le es inherente a los jueces y magistrados 
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales.

Artículo 5°. Transparencia. Todas las actuaciones 
que se tramiten al interior de la Rama Judicial se surti-
rán de forma transparente y de cara al público, sin per-
juicio de los actos que por su propia naturaleza gozan 
de reserva especial. 

En todo caso, el presupuesto, el plan sectorial de 

los actos administrativos emitidos por los órganos ad-
ministrativos y jurisdiccionales de la Rama Judicial, 
el rendimiento de cada despacho, así como todos los 
demás actos jurisdiccionales o administrativos que no 
estén expresamente excluidos, podrán ser consultados 
por cualquier persona, sin otras restricciones que las 
consagradas en la ley. 

De igual forma, todos los actos jurisdiccionales y 
administrativos estarán sometidos al control, en las for-
mas que establece la presente ley estatutaria. 

Artículo 6°. cacia. Las autoridades judiciales 
buscarán que las decisiones que adopten en ejercicio 

ejecutoriadas, removiendo los obstáculos puramente 
formales, y evitando las decisiones inhibitorias, las di-

Artículo 7°. Bienestar de la Rama Judicial. Las dis-
posiciones contenidas en esta ley, además de servir al 
propósito superior de la Justicia, deben materializarse 
en políticas públicas implementadas por el Gobierno y 



Página 2 Jueves, 12 de noviembre de 2015 GACETA DEL CONGRESO  922

en todos los aspectos a los servidores de la Rama Ju-
dicial, incluyendo lo atinente a la salud ocupacional, el 
bienestar laboral y la formación profesional.

Artículo 8°. Principios de la administración de jus-
ticia. Sin perjuicio de los pilares fundamentales sobre 
los que se sustenta la Administración de Justicia, todas 
las autoridades judiciales deberán interpretar y aplicar 
las normas sustantivas y procesales atendiendo a los 
siguientes principios, en armonía con la Constitución 
y las leyes:

1. Función Pública: La justicia es una función pú-
blica orientada a satisfacer las necesidades de toda la 
sociedad en materia de derechos, libertades, garantías 
y obligaciones. 

2. Igualdad: Las autoridades judiciales darán el 
mismo trato y protección a todas las personas que se 
encuentren en igualdad de condiciones. No obstante, 
velarán por la especial protección de las personas que 
por su condición económica, cultural, sexual, de géne-
ro, étnica, física o mental se encuentran en circunstan-

3. Pluralidad: La justicia es un servicio plural en 
que concurren múltiples cosmogonías. Las autoridades 
judiciales deberán velar por la integración de dichas 
perspectivas sociales y culturales, sin perjuicio de la 
aplicación equitativa de la ley. 

4. Secularidad: La justicia es un servicio sin vín-
culos de cultos o creencias y, por tanto, quienes la ad-
ministren no pueden fundar sus decisiones en credo 
religioso alguno, o cualquier otro tipo de creencias, así 
como respetar las de las partes y sujetos procesales.

5. Prevalencia de lo sustancial sobre lo procesal: 
La justicia debe atender a la realidad social. En ningún 
caso podrá negarse el reconocimiento de un derecho o 
pretermitirse el cumplimiento de una obligación argu-
yendo razones meramente adjetivas y carentes de tras-
cendencia para cada caso concreto. 

6. Imparcialidad: La justicia se administrará de for-
ma imparcial. En tal sentido, las autoridades judiciales 
decidirán sin incurrir en discriminación alguna, al igual 
que omitiendo cualquier motivación subjetiva. 

7. Moralidad: Es deber de todos los servidores judi-
ciales obrar con rectitud, probidad, lealtad y honestidad 
en cada una de las labores que en razón del servicio les 
han sido encomendadas.

8. Celeridad: La administración de justicia debe ser 

los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los tér-
minos procesales serán perentorios y de estricto cum-
plimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su 

-
ducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya 
lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de 
la función disciplinaria.

9. Oralidad y uso de la tecnología: Las actuaciones 
que se realicen en los procesos judiciales deberán ser 
orales, con las excepciones que establezca la ley. Debe-
rán implementarse, en todos los despachos y dependen-
cias de la Rama Judicial, los avances tecnológicos que 

actuaciones lo cual será de obligatorio cumplimiento 
por parte de los servidores judiciales.

10. Autonomía territorial: Las regiones del país 
tendrán autonomía en la gestión, mejoramiento y vigi-

lancia de los despachos judiciales, siguiendo los linea-
mientos que para ello establezca el Consejo de Gobier-
no Judicial.

11. Independencia funcional: El ejercicio de la fun-
ción judicial es independiente. Ningún superior jerár-
quico, en el orden administrativo o jurisdiccional, po-
drá insinuar, exigir, determinar o aconsejar a un funcio-
nario judicial para imponerle las decisiones o criterios 
que deba adoptar en sus providencias.

12. Gratuidad: La administración de justicia será 
gratuita y su funcionamiento estará a cargo del Estado, 
sin perjuicio de las agencias en derecho, costas y demás 
expensas que se surtan en el trámite de los procesos o 
con ocasión de los mismos.

13. ciencia: La administración de justicia debe 

deben ser diligentes en la sustanciación de los asuntos 
a su cargo, sin perjuicio de la calidad de los fallos que 

la ley.
14. Educación continuada: Todos los servidores de 

la Rama Judicial deberán participar en los procesos de 
educación y actualización en materia jurídica, y todos 

les sean asignadas en razón de su competencia, brinda-
dos por la Escuela Judicial.

Artículo 9°. Mecanismos alternativos. La ley podrá 
establecer mecanismos alternativos al proceso judicial 

asociados, y señalará los casos en los cuales habrá lu-
gar al cobro de honorarios por estos servicios.

Excepcionalmente, la ley podrá atribuir funciones 
jurisdiccionales a ciertas y determinadas autoridades ad-
ministrativas para que conozcan de asuntos que por su 
naturaleza o cuantía puedan ser resueltos por aquellas de 

competencias, las garantías al debido proceso y las de-
más condiciones necesarias para proteger en forma apro-
piada los derechos de las partes. Contra las sentencias o 

las autoridades administrativas excepcionalmente facul-
tadas para ello, procederán recursos ante los órganos de 
la Rama Jurisdiccional del Estado, en los términos y con 
las condiciones que determine la ley.

Los particulares pueden ser investidos transitoria-
mente de la función de administrar justicia en la condi-
ción de conciliadores o en la de árbitros debidamente 
habilitados por las partes para proferir fallos en dere-
cho o en equidad.

El Consejo de Gobierno Judicial, en coordinación 
con el Ministerio de Justicia y del Derecho, realizará el 
seguimiento y evaluación de las medidas que se adop-
ten en desarrollo de lo dispuesto por este artículo y cada 
dos años rendirán informe al Congreso de la República.

CAPÍTULO II
De los usuarios del servicio de justicia

Artículo 10. Misión de la administración de justi-
cia. La Administración de Justicia está al servicio de 
todas las personas sin distinción alguna, sin importar la 
calidad en la que comparecen.

Artículo 11. Derechos de los usuarios frente a la ad-
ministración de justicia. Son derechos de los usuarios 
frente a la Administración de Justicia los siguientes: 
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1. Acceso a la justicia: Todas las personas tiene 
derecho a reclamar, ante los órganos jurisdiccionales, 
la apertura de un proceso conforme lo establezcan las 
leyes especiales sobre la materia, obteniendo una sen-
tencia de fondo motivada, proferida en un tiempo razo-
nable y con garantía de la ejecutoriedad del fallo. 

2. Derecho de defensa: En toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas se garantiza, sin excepción 
alguna, el derecho de defensa, de acuerdo con la Cons-
titución Política, los Tratados Internacionales vigentes 

3. Derecho a una asistencia legal gratuita: Todas 
las personas tienen derecho a contar con asistencia le-
gal gratuita cuando por sus condiciones socioeconómi-
cas no puedan sufragar por su propia cuenta los hono-
rarios de un abogado. En tal sentido podrán recurrir al 
recurso de amparo de pobreza, o a la Defensoría del 
Pueblo cuando a ello haya lugar. Los estudiantes de de-
recho pertenecientes a los consultorios jurídicos de las 
universidades debidamente reconocidas por el Estado 
podrán ejercer la asistencia técnica gratuita con las li-
mitaciones que señale la ley y cuando la universidad 

4. Derecho a un trato digno e igualitario: Todas las 
personas tienen derecho a ser tratadas con la plena ob-
servancia de su dignidad humana, al igual que a no ser 
objeto de discriminación negativa alguna por parte de 
las autoridades judiciales.

5. Derecho a una justicia sustancial: Todas las per-
sonas tienen derecho a que sus solicitudes de justicia se 
resuelvan de fondo, evitando las sentencias inhibitorias 
y los requisitos o trámites innecesarios y estrictamente 
procedimentales.

6. Derecho a la información: Todas las personas tie-
nen derecho a recibir información general y actualizada 
sobre el funcionamiento de los juzgados, tribunales y 
altas corporaciones, y sobre las características y requi-
sitos genéricos de los distintos procedimientos judicia-
les. Así mismo, tienen derecho a conocer el contenido y 
el estado de los procesos en los que tengan interés legí-
timo de acuerdo con las leyes procesales, sin perjuicio 
de los documentos sometidos a reserva.

7. Derecho a un lenguaje comprensible: Todas las 
personas tienen derecho a que las sentencias y demás 
providencias judiciales se dicten de tal forma que sean 
comprensibles por sus destinatarios, empleando una 
sintaxis y estructura sencillas, atendiendo a las condi-
ciones socio-culturales y sin perjuicio de su rigor técni-
co. Este derecho deberá garantizarse, especialmente, en 
aquellos asuntos que no sea necesaria la intervención 
de un abogado. 

8. Celeridad judicial: Todas las personas tienen 
derecho al trámite ágil de los asuntos que le afecten 
y peticiones, por parte de los despachos judiciales, las 
cuales deberán resolverse dentro del plazo legal y, a 
conocer, en su caso, el motivo concreto de los retardos 

9. Control Social Ciudadano: Todas las personas 
tienen derecho a solicitar vigilancia judicial adminis-
trativa cuando consideren que sus derechos han sido 
vulnerados por cuanto existe un evidente atraso en el 
trámite procesal por parte de las actuaciones de los ser-
vidores judiciales. 

10. Derechos de las víctimas: Las víctimas tienen 
derecho a la verdad, la justicia, la reparación y la no 

repetición. En tal sentido, tendrán derecho a una asis-
tencia legal gratuita, a intervenir directamente o por in-
termedio de su apoderado en las actuaciones judiciales, 
a controvertir las pruebas y apelar las decisiones que 
les sean contrarias; todo ello sin perjuicio de la obser-
vancia de los derechos y garantías de los sindicados, 
imputados o acusados. 

Artículo 12. Rendición de cuentas. Tanto el Sector 
Jurisdiccional como el Sector de Gobierno y Adminis-
tración Judicial deberán rendir cuentas a la ciudadanía 
de su gestión en audiencia pública que deberá tener lu-
gar dentro de los 3 primeros meses de cada año. Igual-
mente, cada 2 años deberán presentar ante el Congreso 
de la República un informe detallado de dicha gestión, 
señalando los aspectos perfectibles en la prestación del 
servicio público de la justicia. 

Artículo 13. O cinas de atención al usuario. En 
cada distrito judicial, de acuerdo al censo poblacional 
y a las necesidades del servicio, existirá por lo menos 

orientar a las personas en torno a los derechos y garan-
tías que como ciudadanos y usuarios les corresponde 
en virtud de la Constitución Política y de la presente 
ley, así como todos los demás aspectos que sean perti-
nentes para el ejercicio de dichos derechos. 

Así mismo, en los lugares en que sea posible, los Con-
sultorios Jurídicos de las Universidades y Centros de Con-
ciliación deberán prestar asesoría jurídica gratuita y con-

judicial dentro de la órbita de su competencia. 
Parágrafo. Los estudiantes de derecho que hayan 

culminado su plan de estudio podrán cumplir con el 

al Usuario.
Artículo 14. Acceso a documentación informática. 

La Rama Judicial implementará y mantendrá un servi-
cio web que permita a toda la ciudadanía consultar el 
contenido y el estado de los procesos en los que se tenga 
un interés legítimo, de acuerdo con las leyes procesales, 
y sin perjuicio de los documentos sometidos a reserva. 
Además, las sedes de los despachos judiciales contarán 
con vías de acceso idóneas, al igual que instructivos para 
su adecuada utilización por parte de los usuarios. 

De la misma manera, se dispondrá de un sistema 
-

pósitos judiciales, el cual será administrado por la enti-
dad bancaria, de acuerdo con los parámetros y requeri-
mientos que disponga la Gerencia de la Rama Judicial. 

Artículo 15. Pedagogía ciudadana. 
acercar la justicia al ciudadano, el sistema de Gobierno, 
Administración y Gerencia Nacional y Regional de la 
Rama Judicial, adoptarán y pondrán en marcha meca-
nismos tendientes a orientar e ilustrar a los ciudadanos 
sobre los servicios que ofrece la administración de jus-
ticia, la estructura, organización y funcionamiento de la 
misma, al igual que en materias jurídicas relevantes y 
en el ejercicio de los derechos y garantías de que gozan 
por mandato de la Constitución y los Tratados Interna-
cionales sobre Derechos Humanos. 

En tal sentido, gestionará los espacios y el personal 
preparado e idóneo para cumplir con dicha labor pe-
dagógica a nivel territorial, a través de las Comisiones 
Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 
Judicial, que podrán materializarse en los medios ma-
sivos de comunicación y en cualquier otro canal apro-
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TÍTULO SEGUNDO
ESTRUCTURA GENERAL  

DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
CAPÍTULO I

De la integración y competencia  
de la Rama Judicial

Artículo 16. Órganos que integran la Rama Judicial. 
La Rama Judicial del Poder Público está constituida 
por los órganos que integran las distintas jurisdiccio-
nes, así:

I. De la Jurisdicción Ordinaria
a) Corte Suprema de Justicia;
b) Tribunales Superiores de Distrito Judicial;
c) Juzgados civiles, laborales, penales, penales para 

adolescentes, de familia, de ejecución de penas y de 
medidas de seguridad, de pequeñas causas y de com-
petencia múltiple y los demás especializados y mixtos 
que se creen.

II. De la Jurisdicción de lo Contencioso Admi-
nistrativo

a) Consejo de Estado;
b) Tribunales Administrativos;
c) Juzgados Administrativos.
III. De la Jurisdicción Constitucional
a) Corte Constitucional;
b) Tribunales Constitucionales de Distrito;
c) Juzgados Constitucionales.
IV. De la Jurisdicción Disciplinaria
a) Comisión Nacional de Disciplina Judicial;
b) Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial;
c) Juzgados de Disciplina Judicial.
V. De la Jurisdicción de Paz 
a) Jueces de Paz.
VI. De la Jurisdicción Indígena
Parágrafo 1°. La Corte Suprema de Justicia, la Corte 

Constitucional, el Consejo de Estado la Comisión Na-
cional de Disciplina Judicial y la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial tienen competencia en todo el terri-
torio nacional. Los Tribunales Superiores, los Tribuna-
les Administrativos, los Tribunales Constitucionales y 
las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial tie-
nen competencia en el correspondiente distrito judicial 
o administrativo.

Los jueces del circuito tienen competencia en el res-
pectivo circuito y los jueces municipales en el respec-
tivo municipio; los jueces de pequeñas causas a nivel 
municipal y local. 

Cuando existan, los jueces de descongestión ten-

se les señale en el acto de su creación.
Parágrafo transitorio. Los juzgados de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad, y los Juzgados de Eje-
cución de Sentencias continuarán ejerciendo sus fun-
ciones hasta tanto se expida la reglamentación sobre 
la materia.

Artículo 17. Entes de investigación y acusación. 
Hacen parte de la Rama Judicial los siguientes órganos 
de investigación y acusación:

1. Fiscalía General de la Nación.
2. Comisión de Aforados.
Dichos órganos no tendrán ejercicio de función 

jurisdiccional, y sus actos estarán sometidos al con-
trol previo y posterior de las autoridades judiciales 
correspondientes, de acuerdo con el ámbito de su 
competencia. 

Artículo 18. Órganos de gobierno, administración, 
apoyo y mejoramiento de la Rama Judicial. Integran 
la Rama Judicial, como entes de gobierno, administra-
ción, apoyo y mejoramiento, de acuerdo con el ámbito 
de su competencia, los siguientes órganos:

1. El Consejo de Gobierno Judicial.
2. La Gerencia de la Rama Judicial.
3. La Comisión de Carrera Judicial.
4. La Escuela Judicial.
5. Las Comisiones Regionales de Carrera y Mejora-

miento de la Gestión Judicial.
6. Las Gerencias de Distrito Judicial.
7. Los Consejos Distritales de asesoría y apoyo a la 

gestión judicial.
CAPÍTULO II

Del ejercicio de la Función Jurisdiccional
Artículo 19. Del ejercicio de la función jurisdiccio-

nal por la Rama Judicial. La función jurisdiccional se 
ejerce como propia y habitual y de manera permanente 
por las corporaciones y personas miembros de la Rama 
Judicial, dotadas de investidura legal para hacerlo, se-
gún se precisa en la Constitución Política y en la pre-
sente ley estatutaria.

Dicha función se ejerce por la Jurisdicción Cons-
titucional, la Jurisdicción de lo Contencioso Adminis-
trativo, la Jurisdicción Disciplinaria, las jurisdicciones 
especiales tales como: la Penal Militar, la Indígena y 
la Jurisdicción de Paz; y por la Jurisdicción Ordinaria, 
que conocerá de todos los asuntos que no estén atribui-
dos por la Constitución o la ley a otra jurisdicción.

Artículo 20. Del ejercicio de la función jurisdiccio-
nal por otras autoridades y por particulares. También 
ejercen función jurisdiccional, de acuerdo con lo esta-
blecido en la Constitución Política:

1. El Senado de la República, con motivo de las acu-
saciones que le formule la Cámara de Representantes 
contra el Presidente de la República o quien haga sus 
veces y contra los miembros de la Comisión de Afo-
rados, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus 
funciones por hechos u omisiones ocurridos en el des-
empeño de las mismas. 

2. Las autoridades administrativas respecto de 
-

mas sobre competencia y procedimiento previstas en 
la ley. Tales autoridades no podrán, en ningún caso, 
realizar funciones de instrucción o juzgamiento de ca-
rácter penal.

3. Los particulares actuando como conciliadores o 
árbitros habilitados por las partes, en los términos que 
señale la ley. Tratándose de arbitraje, en el que no sea 
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parte el Estado o alguna de sus entidades, los particu-
lares podrán acordar las reglas de procedimiento a se-
guir, directamente o por referencia a la de un Centro 
de Arbitraje, respetando, en todo caso, los principios 
Constitucionales que integran el debido proceso.

TÍTULO TERCERO
DE LAS CORPORACIONES  

Y DESPACHOS JUDICIALES
CAPÍTULO I

De los Órganos de la Jurisdicción Ordinaria
1. De la Corte Suprema de Justicia
Artículo 21. Integración. La Corte Suprema de Jus-

ticia es el máximo Tribunal de la Jurisdicción Ordi-
naria y está integrada por veintitrés (23) magistrados, 
elegidos por la misma Corporación para períodos indi-
viduales de ocho años, de listas superiores a cinco (5) 
candidatos que reúnan los requisitos constitucionales, 
por cada vacante que se presente, enviadas por la Sala 
Plena del Consejo de Gobierno Judicial, para lo cual 
estará inhabilitado el Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia. En todo caso se atenderá el criterio de equi-
librio de procedencia entre el ejercicio profesional, la 
Rama Judicial y la academia.

El Presidente de la Corte Suprema, elegido por la 
corporación, la representará, y tendrá las funciones que 
le señalen la ley y el reglamento.

Artículo 22. Salas. La Corte Suprema de Justicia 
cumplirá sus funciones por medio de cinco salas, inte-
gradas así: La Sala Plena, por todos los Magistrados de 
la Corporación; la Sala de Gobierno, integrada por el 
Presidente, el Vicepresidente y los Presidentes de cada 
una de las Salas especializadas; la Sala de Casación Ci-
vil y Agraria, integrada por siete Magistrados; la Sala 
de Casación Laboral, integrada por siete Magistrados 
y la Sala de Casación Penal, integrada por nueve Ma-
gistrados.

Las Salas de Casación Civil y Agraria, Laboral y 
Penal, actuarán según su especialidad como Tribunal 
de Casación, pudiendo seleccionar las sentencias obje-

de la jurisprudencia, protección de los derechos consti-
tucionales y control de legalidad de los fallos. 

-
cia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten 
entre las Salas de un mismo tribunal, o entre tribunales, 
o entre estos y juzgados de otro distrito, o entre juzga-
dos de diferentes distritos.

Artículo 23. De la Sala Plena. La Sala Plena cum-
plirá las siguientes funciones:

1. Elegir al Secretario General y designar a los de-
más empleados de la Corporación, con excepción de 
los de las Salas y Despachos, los cuales serán desig-
nados por cada una de aquellas o por los respectivos 
Magistrados.

2. Resolver los asuntos administrativos y jurisdic-
cionales que correspondan a la Corporación.

-
risdicción Ordinaria, que no correspondan a alguna de 
sus Salas o a otra autoridad judicial.

4. Darse su propio reglamento.
5. Hacer, previo el estudio en cada Sala de Casación, 

servicios de los Magistrados de los Tribunales Supe-
riores del Distrito Judicial, que servirá de base para la 

6. Las demás que le prescriban la Constitución, la 
ley o el reglamento.

Artículo 24. Con ictos de competencia. Los con-
-

des de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta es-
pecialidad jurisdiccional, y que pertenezcan a distintos 
distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de Jus-
ticia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo 
con la ley tenga el carácter de superior funcional de las 

la Sala Plena de la Corporación.
-

senten entre autoridades de igual o diferente categoría 
y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por 
el mismo Tribunal Superior por conducto de las Salas 
Mixtas integradas del modo que señale el reglamento 
interno de la Corporación.

2. De los Tribunales Superiores de Distrito Ju-
dicial

Artículo 25. Creación y composición. Los Tribuna-
les Superiores son creados por el Consejo de Gobierno 
Judicial para el cumplimiento de las funciones que de-
termine la ley procesal en cada distrito judicial. Tienen 
el número de Magistrados que determine el Consejo de 
Gobierno Judicial que, en todo caso no será menor de 
tres. 

Los Tribunales Superiores ejercerán sus funciones 
por conducto de la Sala Plena, integrada por la totali-
dad de los Magistrados, por la Sala de Gobierno, por 
las Salas especializadas y por las demás Salas de De-
cisión plurales e impares de acuerdo con la Ley y los 
actos de su creación. 

Parágrafo transitorio. Los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial creados con anterioridad a la presente 
ley, continuarán cumpliendo las funciones previstas en 
el ordenamiento jurídico.

Artículo 26. De la Sala Plena. Corresponde a la 
Sala Plena de los Tribunales Superiores de Distrito Ju-
dicial ejercer las siguientes funciones administrativas:

1. Elegir al Presidente y Vicepresidente de la Corpo-
ración, y a los empleados le corresponda conforme a la 
ley o al reglamento, respetando en todo caso las listas 
de elegibles y las normas de carrera o, en su defecto, 
mediante convocatoria pública. 

2. Realizar la evaluación del factor cualitativo de 

-
ción integral.

del mismo Tribunal y aquellos que se susciten entre dos 
jueces de la jurisdicción ordinaria que se encuentren 
adscritos al respectivo Distrito Judicial. 

4. Las demás que le asigne la ley.
3. De los Juzgados
Artículo 27. Integración. El juzgado es la entidad 

básica de la organización judicial, cualquiera que sea 
su categoría y especialidad, el cual estará integrado por 

-
dos a la asistencia jurídica, el manejo de la tecnología 
y la oralidad.
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Artículo 28. Régimen de los juzgados. Los juzgados 
civiles, penales, de familia, laborales, de ejecución de 
penas, de ejecución de sentencias y de pequeñas causas 
y los demás que de conformidad con las necesidades 
de la Administración de Justicia, determine el Consejo 
de Gobierno Judicial, para el cumplimiento de las fun-
ciones que prevea la ley procesal en cada cabecera de 
distrito, circuito o municipio, integran la Jurisdicción 
Ordinaria. Sus características, denominación y núme-
ro serán los establecidos por dicha Corporación, aten-
diendo a los estudios que para el efecto presentarán las 
Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de 
la Gestión Judicial. 

juzgados podrán ser promiscuos para el conocimiento 
de procesos civiles, penales, laborales o de familia.

De conformidad con las necesidades de cada ciu-
dad y de cada municipio habrá jueces municipales de 
pequeñas causas y competencia múltiple sobre asuntos 

descentralizada en aquellos sectores de ciudades y mu-

de justicia. Su actuación será oral, sumaria y en lo po-
sible de única audiencia.

Los despachos judiciales podrán tener carácter iti-
nerante, de manera permanente o transitoria, para aten-
der la demanda de justicia y solucionar los problemas 
de congestión que se presenten, de acuerdo con lo que 
dispongan las Comisiones Regionales de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial de carácter territorial, 
en sus respectivas sedes.

CAPÍTULO II
De los Órganos que componen la Jurisdicción  

Contencioso Administrativa
1. Del Consejo de Estado
Artículo 29. Integración y composición. El Consejo 

de Estado es el máximo Tribunal de la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo y estará integrado por 
treinta y un (31) magistrados, elegidos por la misma 
Corporación para los períodos individuales que de-
termina la Constitución Política, de listas de diez (10) 
candidatos que reúnan los requisitos constitucionales, 
por cada vacante que se presente, enviadas por la Sala 
Plena del Consejo de Gobierno Judicial con base en 
una convocatoria pública reglada de conformidad con 
la ley y adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial, 
para lo cual estará inhabilitado el Presidente del Con-
sejo de Estado. En todo caso se atenderá el criterio de 
equilibrio de procedencia entre el ejercicio profesional, 
la Rama Judicial y la academia. 

El Consejo de Estado ejercerá sus funciones por 
medio de tres (3) Salas, integradas así: la Plena, por 
todos sus miembros; la de lo Contencioso Adminis-
trativo, por veintisiete (27) consejeros y la de Con-
sulta y Servicio Civil, por los cuatro (4) consejeros 
restantes.

Artículo 30. Atribuciones de la Sala Plena. La Sala 
Plena del Consejo de Estado tendrá las siguientes atri-
buciones administrativas:

1. Elegir los Consejeros para proveer los nuevos 
cargos que se creen, llenar las vacantes de conformidad 
con la Constitución y la ley.

2. Elegir al Secretario General, y demás empleados 
de la Corporación, con excepción de los de las Salas, 
Secciones y Despachos, los cuales serán designados 
por cada una de aquéllas o por los respectivos Con-
sejeros.

3. Elegir, conforme a la ley, a los miembros del 
Consejo Nacional Electoral.

4. Distribuir, mediante Acuerdo, las funciones de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo que no deban 
ser ejercidas en pleno, entre las Secciones que la cons-
tituyen, con base en un criterio de especialización y de 
volumen de trabajo.

5. Integrar las comisiones que deba designar, de 
conformidad con la ley o el reglamento.

6. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la 
-

bunales Administrativos, que servirá de base para la 

7. Reglamentar la fórmula de votación y el término 
en el cual deberán elegir a los Magistrados que confor-
men la respectiva corporación. 

8. Darse su propio reglamento.
9. Elegir, de terna enviada por la Corte Suprema de 

Justicia, para períodos de dos años, al Auditor ante la 
Contraloría General de la República o a quien deba re-
emplazarlo en sus faltas temporales o absolutas, sin que 
en ningún caso pueda reelegirlo; y

10. Ejercer las demás funciones que le prescriban la 
Constitución, la ley y el reglamento.

Artículo 31. De la Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo. La Sala de lo Contencioso Administrativo se 
dividirá en cinco (5) Secciones, cada una de las cuales 
ejercerá separadamente las funciones que de conformi-
dad con su especialidad y cantidad de trabajo le asigne 
la Sala Plena del Consejo de Estado, de acuerdo con la 
ley y el reglamento interno de la Corporación y estarán 
integradas de la siguiente manera:

La Sección Primera, por cuatro (4) magistrados.
La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsec-

ciones, cada una de las cuales estará integrada por tres 
(3) Magistrados.

La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsec-
ciones, cada una de las cuales estará integrada por tres 
(3) magistrados.

La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados, y
La Sección Quinta, por cuatro (4) magistrados.

atribuya la ley, el reglamento de la Corporación de-
terminará y asignará los asuntos y las materias cuyo 
conocimiento corresponda a cada Sección y a las res-
pectivas Subsecciones.

En todo caso, la acción de pérdida de investidura de 
congresistas será de competencia de la sala plena de lo 
contencioso administrativo.

Artículo 32. De la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo. La Sala Plena de lo Contencioso Ad-
ministrativo tendrá las siguientes funciones especiales:

Secciones del Consejo de Estado.
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2. Conocer de todos los procesos contenciosos ad-
ministrativos cuyo juzgamiento atribuya la ley al Con-

-
nado a las Secciones.

3. Elaborar, cada dos años, las listas de auxiliares 
de la justicia.

4. Resolver los recursos extraordinarios que sean de 
su competencia.

5. Resolver los asuntos que le remitan las secciones 
por su importancia jurídica o trascendencia social si, 
por estimar fundado el motivo, resuelve asumir com-
petencia.

6. Conocer de los procesos que le remitan las sec-
ciones para cambiar o reformar la jurisprudencia de la 
Corporación.

7. Conocer de los casos de la pérdida de investidura 
de los Congresistas, de conformidad con la Constitu-
ción y la ley. Las sentencias que ordenen la pérdida de 
la investidura deberán ser aprobadas por los miembros 
de la Sala Plena y por las causales establecidas taxati-
vamente en la Constitución.

8. Conocer de los Recursos contra las sentencias 
dictadas por la Sección de Asuntos Electorales, en los 
casos en que determine la ley.

9. Conocer de las acciones de nulidad por inconsti-
tucionalidad de los decretos expedidos por el Gobierno 
nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte 
Constitucional; y

10. Ejercer las demás funciones que le prescriban la 
Constitución y la ley.

Tribunales Administrativos, entre Secciones de distin-
tos Tribunales Administrativos, entre los Tribunales y 
Jueces de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
pertenecientes a distintos distritos judiciales adminis-
trativos y entre Jueces Administrativos de los diferen-
tes distritos judiciales administrativos, serán resueltos 
por las respectivas Secciones o Subsecciones del Con-
sejo de Estado, de acuerdo con su especialidad. Los 

circuito o entre secciones de un mismo Tribunal Admi-
nistrativo serán decididos por el correspondiente Tri-
bunal en pleno.

Artículo 33. De la Sala de Consulta y Servicio Civil. 
La Sala de Consulta y Servicio Civil estará integrada 
por tres (3) Magistrados y tendrá las siguientes atribu-
ciones:

1. Absolver las consultas jurídicas generales o parti-
culares, que le formule el Gobierno nacional.

2. Preparar los proyectos de ley y de códigos que le 
encomiende el Gobierno nacional. El proyecto se en-
tregará al Gobierno por conducto del Ministro o Direc-
tor de Departamento Administrativo correspondiente, 
para su presentación a la consideración del Congreso.

3. Revisar los contratos y conceptuar sobre las cues-
tiones jurídicas relativas al Servicio Civil, en los casos 
previstos por la ley.

4. Conceptuar sobre los contratos que se proyecte 
celebrar con empresas privadas colombianas, escogi-
das por concurso público de méritos, en los casos es-
peciales autorizados por la ley, para efectuar el control 

-
ral, si cada candidato a la Presidencia de la República 
reúne o no los requisitos constitucionales y expedir la 

6. Ejercer las demás funciones que le prescriban la 
Constitución y la ley.

Artículo 34. Conformación de quórum en la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo en casos espe-
ciales. De las providencias dictadas por las Secciones 
del Consejo de Estado, cuando a ello hubiere lugar de 
acuerdo con la ley, conocerá la Sala Plena de lo Con-
tencioso Administrativo, con exclusión de los Conseje-

de que éstos puedan ser llamados a explicarlas.
2. De los Tribunales Administrativos
Artículo 35. Jurisdicción. Los Tribunales Adminis-

trativos son creados por la Sala Plena del Consejo de 
Gobierno Judicial para el cumplimiento de las funcio-
nes que determine la ley procesal en cada distrito judi-
cial administrativo. Tienen el número de Magistrados 
que determine dicha Corporación que, en todo caso, no 
será menor de tres.

Los Tribunales Administrativos ejercerán sus fun-
ciones por conducto de la Sala Plena, integrada por la 
totalidad de los Magistrados; por la Sala de Gobierno, 
por las Salas especializadas y por las demás salas de 
decisión plurales e impares, de acuerdo con la ley.

Parágrafo transitorio 1°. Las salas de decisión dua-
les que existan al momento de la expedición de esta ley 
deberán transformarse en salas plurales e impares en un 
plazo no mayor a seis (6) meses. 

Parágrafo transitorio 2°. Los Tribunales Admi-
nistrativos creados con anterioridad a la presente ley, 
continuarán cumpliendo las funciones previstas en el 
ordenamiento jurídico.

Artículo 36. Sala Plena. La Sala Plena de los Tribu-
nales administrativos, conformada por la totalidad de 
los Magistrados que integran la Corporación ejercerá 
las siguientes funciones:

1. Elegir al Presidente y al Vicepresidente de la Cor-
poración, y a los empleados que le corresponda confor-
me a la ley o al reglamento, respetando en todo caso 
las listas de elegibles y las normas de carrera o en su 
defecto, mediante convocatoria pública.

2. Realizar la evaluación del factor cualitativo de 
-

vos del respectivo Distrito Judicial, que servirá de base 

de un mismo Tribunal y aquellos que se susciten entre 
dos jueces administrativos del mismo distrito.

4. Las demás que le asigne la ley.
3. De los Juzgados Administrativos
Artículo 37. Régimen. Los Juzgados Administra-

tivos que de conformidad con las necesidades de la 
administración de justicia determine la Sala Plena del 
Consejo de Gobierno Judicial para el cumplimiento 
de las funciones que prevea la ley procesal en cada 
distrito, circuito o municipio, integran la jurisdicción 
contencioso administrativa. Sus características, deno-
minación y número serán establecidos por esa misma 
Corporación, de conformidad con lo establecido en la 
presente ley.
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CAPÍTULO III
De los Órganos que componen la Jurisdicción 

Constitucional
1. De la Corte Constitucional
Artículo 38. Estructura y funciones de la jurisdic-

ción constitucional. La Corte Constitucional ejerce la 
guarda de la integridad y supremacía de la Constitu-
ción en los estrictos y precisos términos de los artículos 
241 al 244 de la Constitución Política. El Consejo de 
Estado conoce de las acciones de nulidad por incons-
titucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte 
Constitucional.

Conforme lo disponga el reglamento interno, la 
Corte Constitucional conocerá en única instancia, de 

distintos Tribunales Constitucionales de Distrito Judi-
cial, Tribunales Superiores de Distrito Judicial y demás 
corporaciones judiciales. 

Artículo 39. Integración de la Corte Constitucional. 
La Corte Constitucional estará integrada por nueve (9) 
Magistrados, elegidos por el Senado de la República 
para períodos individuales de ocho años, de ternas que 
presentan: tres (3) el Presidente de la República, tres 
(3) la Corte Suprema de Justicia y tres (3) el Consejo 
de Estado.

Las ternas deberán conformarse con abogados de 
distintas especialidades del derecho y el Senado elegirá 
un Magistrado por cada terna, procurando que la com-

criterio de diversidad en la especialidad de los Magis-
trados, y atendiendo al criterio de equilibrio de proce-
dencia entre el ejercicio profesional, la Rama Judicial 
y la academia.

Cuando se presente una falta absoluta entre los Ma-
gistrados de la Corte Constitucional, corresponde al 
órgano que presentó la terna de la cual fue elegido el 
titular, presentar una nueva para que el Senado de la 
República haga la elección correspondiente.

-
cional la comunicará de inmediato al órgano que debe 
hacer la postulación para que, en un lapso de quince 
días, presente la terna ante el Senado de la República. 
La elección deberá producirse dentro de los treinta días 
siguientes a la fecha de presentación de la terna o de 
la iniciación del periodo ordinario de sesiones en caso 
de que a la presentación de la misma el Congreso se 
encontrare en receso.

Mientras se provee el cargo por falta absoluta o por 
falta temporal de uno de sus miembros la Corte Consti-
tucional llenará directamente la vacante.

Artículo 40. Efectos del control de constituciona-
lidad. 
Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su con-
trol en los términos del artículo 241 de la Constitución 
Política, tienen efectos hacia el futuro. No obstante, 
cuando la Corte lo estime pertinente, podrá dotar sus 
sentencias de efectos retroactivos, sin perjuicio de los 
derechos adquiridos y las situaciones consolidadas que 
tengan como fundamento el acto objeto de estudio. 

Artículo 41. Control integral. En desarrollo del artí-
culo 241 de la Constitución Política, la Corte Constitu-
cional deberá confrontar las disposiciones sometidas a 

su control con la totalidad de los preceptos de la Cons-
titución.

Artículo 42. Gaceta de la Corte Constitucional. 
-

tucional serán publicadas en la “Gaceta de la Corte 
Constitucional”, la cual deberá publicarse por medios 
electrónicos en la página web de la Corte Constitucio-
nal. La Gaceta será distribuida ampliamente entre to-
das las Corporaciones y entes que conforman la Rama 
Judicial.

La Corte Constitucional dispondrá de un sistema 
de consulta sistematizada de la jurisprudencia a la cual 
tendrán acceso todas las personas.

Artículo 43. Alcance de las sentencias en el ejerci-
cio del control constitucional. Las sentencias proferi-
das en cumplimiento del control constitucional tienen 
el siguiente efecto:

1. Las de la Corte Constitucional dictadas como re-
sultado del examen de las normas legales, ya sea por 
vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejer-
cicio del control automático de constitucionalidad, sólo 
serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga 
omnes en su parte resolutiva. La parte motiva consti-
tuirá criterio auxiliar para la actividad judicial y para 
la aplicación de las normas de derecho en general. La 
interpretación que por vía de autoridad hace, tiene ca-
rácter obligatorio general.

2. Las decisiones judiciales adoptadas en ejercicio 
de la acción de tutela tienen carácter obligatorio úni-
camente para las partes. Su motivación sólo constituye 
criterio auxiliar para la actividad de los jueces.

Artículo 44. Control de constitucionalidad por parte 
del Consejo de Estado. El Consejo de Estado decidirá 
sobre las acciones de nulidad por inconstitucionalidad 
de los decretos dictados por el Gobierno nacional, cuya 
competencia no corresponda a la Corte Constitucional 
ni al propio Consejo de Estado como Tribunal Supremo 
de lo Contencioso Administrativo.

La decisión será adoptada por la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado.

2. De los Tribunales Constitucionales de Distrito
Artículo 45. Integración. Los Tribunales Consti-

tucionales serán creados por el Consejo de Gobierno 
Judicial para el cumplimiento de las funciones que de-
termine la ley procesal, cuya jurisdicción podrá abarcar 
uno o varios distritos judiciales. Tienen el número de 
Magistrados que determine el Consejo de Gobierno Ju-
dicial que, en todo caso, no será menor de tres.

Los Tribunales Constitucionales ejercerán sus fun-
ciones por conducto de la Sala Plena, integrada por la 
totalidad de los Magistrados y por las salas de decisión 
plurales e impares, de acuerdo con la ley.

Artículo 46. Sala Plena. La Sala Plena de los Tribu-
nales Constitucionales está conformada por la totalidad 
de los Magistrados que integran la Corporación y ejer-
cerá las siguientes funciones:

1. Elegir al Presidente y Vicepresidente de la Corpo-
ración, y a los empleados le corresponda conforme a la 
ley o al reglamento, respetando en todo caso las listas 
de elegibles y las normas de carrera o en su defecto, 
mediante convocatoria pública. 

2. Realizar la evaluación del factor cualitativo de 
-
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les del respectivo Distrito Judicial, que servirá de base 

susciten entre dos jueces constitucionales del mismo 
distrito.

4. Nombrar, a partir de las listas de carrera, los Jue-
ces Constitucionales en su respectivo Distrito.

5. Las demás que le asigne la ley.
Artículo 47. Competencia. Los Tribunales Constitu-

cionales conocerán en segunda instancia de los proce-
sos y acciones que se surtan ante los Jueces Constitu-

se susciten en el ámbito de su jurisdicción. 
3. De los Juzgados Constitucionales
Artículo 48. Régimen. Los Juzgados Constituciona-

les tendrán categoría de circuito y conocerán, en prime-
ra instancia, de las acciones constitucionales conforme 
lo determine la ley. Su jurisdicción podrá abarcar uno 
o varios circuitos, dentro un mismo Distrito Judicial, 
según lo determine el Consejo de Gobierno Judicial.

Los jueces de la República y las corporaciones judi-
ciales seguirán conociendo de acciones constituciona-
les en la proporción que determine el Consejo de Go-
bierno Judicial teniendo en cuenta la carga efectiva del 
Tribunal y de los Juzgados Constitucionales en cada 
distrito judicial. 

Parágrafo transitorio. Mientras se establecen los tri-
bunales y jueces constitucionales de distrito judicial, 
sus competencias constitucionales serán ejercidas por 
los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Tribu-
nales Administrativos, demás corporaciones judiciales 
y jueces, conforme lo determine la ley. En lo relativo a 

-
rá la Corte Constitucional.

CAPÍTULO IV
De los Órganos que componen la Jurisdicción  

Disciplinaria
1. De la Comisión Nacional de Disciplina Judicial
Artículo 49. Competencia. Mediante el ejercicio de 

la función jurisdiccional disciplinaria se resuelven los 
procesos que por infracción a sus regímenes disciplina-
rios, se adelanten contra los funcionarios y empleados 
de la Rama Judicial, salvo sobre aquellos que gocen de 
fuero especial según la Constitución Política. También 
comprende los procesos que se adelanten contra aboga-
dos por faltas cometidas en el ejercicio de la función, 
contra las autoridades administrativas a las cuales se 
les haya atribuido función jurisdiccional y contra los 
particulares investidos transitoria o permanentemente 
de la función de administrar justicia. 

La acción disciplinaria contra los Conjueces será 
ejercida por la Comisión Nacional de Disciplina Ju-
dicial.

La función jurisdiccional la ejercen la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial, las Comisiones Sec-
cionales de Disciplina Judicial y los Juzgados de Disci-
plina Judicial, en la instancia que señale la ley.

Las providencias que en materia disciplinaria dicten 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, las Co-
misiones Seccionales de Disciplina Judicial y los Jue-
ces Disciplinarios son providencias jurisdiccionales no 
susceptibles de acción contencioso administrativa.

Toda decisión disciplinaria de mérito, contra la cual 
no proceda ningún recurso, adquiere la fuerza de cosa 
juzgada.

La Procuraduría General de la Nación no podrá 
ejercer su poder disciplinario preferente en los asuntos 
de competencia de la jurisdicción disciplinaria.

Parágrafo 1°. Para efectos de la jurisdicción disci-
plinaria se entienden como empleados de la rama Judi-
cial aquellos que hacen parte del sector jurisdiccional 
de la misma, excluyendo a los empleados de la Fiscalía 
General de la Nación y del Instituto Nacional de Me-
dicina legal.

Parágrafo 2°. Los procesos disciplinarios contra los 
empleados de la Rama Judicial por hechos ocurridos 
hasta antes de la entrada en vigencia de la presente ley, 
seguirán siendo de conocimiento del órgano de control 
interno disciplinario, del superior jerárquico o de la 
Procuraduría General de la Nación, los demás serán re-
mitidos a los juzgados de disciplina judicial, las comi-
siones seccionales de disciplina judicial o la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial, según la competencia 
que se determine en la presente ley. 

Artículo 50. Funciones. Corresponde a la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial:

1. Resolver los impedimentos y recusaciones que se 
presenten con ocasión de las actuaciones de los miem-
bros de la Corporación.

-
rran entre las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial.

3. Conocer de los procesos disciplinarios que se 
adelanten contra el Gerente de la Rama Judicial , los 
empleados del nivel directivo nacional ,los subgerentes 
de la rama judicial, el Director de la Escuela Judicial 
y los demás directores del órgano de administración 
judicial, los expertos que formen parte del consejo de 
gobierno judicial y el auditor de la rama judicial, los 
Magistrados de las comisiones seccionales de Discipli-
na Judicial, de los Tribunales superiores de Distrito y 
de los tribunales de lo Contencioso-Administrativo y 
a los conjueces que actúen ante estas Corporaciones, 

-
prema de Justicia y ante los tribunales. Tratándose de 
servidores públicos o personas que por ministerio de 
la ley impartan justicia en sentido formal o material, o 
ejerzan función jurisdiccional de manera permanente, 
transitoria u ocasional, la Comisión Nacional de Dis-
ciplina Judicial ejercerá la acción disciplinaria, cuando 
el disciplinable tenga la categoría de director, gerente o 
secretario general de entidades del sistema de gobierno 
judicial del orden nacional. 

4. En todo caso se deberá garantizar el principio de 
la doble instancia.

5. Conocer de los recursos de apelación y de queja, 
así como de la consulta, en los procesos disciplinarios 
de que conocen en primera instancia las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial.

6. Conocer del recurso extraordinario de revisión, 
conforme lo determine la ley.

7. Designar a los magistrados de las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial, de las listas de as-
pirantes que hayan aprobado el concurso previamente 
convocado por la Gerencia de la Rama Judicial.
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8. Designar a los empleados de la Corporación, con 
excepción de los empleados de los Despachos, los cua-
les serán designados por los respectivos Magistrados.

9. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la 
-

misiones Seccionales de Disciplina Judicial, que servi-

métodos y criterios establecidos.
10. Resolver los asuntos administrativos y demás 

atribuciones jurisdiccionales que correspondan a la 
Corporación.

11. Conforme lo previsto en el artículo 178A de la 
Constitución Política , adicionado por el artículo 8° de 
Acto Legislativo 002 de 2015, corresponde a la Sala 
Plena de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, 
solicitar a la Comisión de Aforados la suspensión de 
uno de sus miembros mientras se decide la acusación 
por faltas disciplinarias. 

12. Darse su propio reglamento.
13. Las demás que le prescriban la Constitución, la 

ley o el reglamento.
Parágrafo 1º. Las sentencias u otras providencias 

-
ciplinarios de que conocen en primera instancia las Co-
misiones Seccionales de Disciplina Judicial y no fueren 
apeladas, serán consultadas cuando fueren desfavora-
bles a los disciplinados. Las que emitan los jueces dis-
ciplinarios, lo serán ante las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial.

Parágrafo 2º. Los magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte Consti-
tucional, de la Comisión Nacional de Disciplina Judi-
cial y el Fiscal General de la Nación en materia disci-
plinaria, están sujetos al régimen previsto por los artí-
culos 174, 175, 178 y 178 A de la Constitución Política.

Parágrafo 3º. La Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial tendrá una Secretaría Judicial integrada con-
forme lo determine el Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 51. Integración. La Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial es el máximo Tribunal de la Juris-
dicción Disciplinaria y está integrada por siete (7) ma-
gistrados, cuatro (4) de los cuales serán elegidos por el 
Congreso en Pleno de ternas enviadas por el Consejo 
de Gobierno Judicial previa convocatoria pública re-
glada adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial 
y, tres (3) elegidos por el Congreso en Pleno de ternas 
enviadas por el Presidente de la República, previa con-
vocatoria pública reglada, elegidos para períodos indi-
viduales de ocho años. Sus miembros deberán cumplir 
los mismos requisitos que la Constitución exige para 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y no 
podrán ser reelegidos.

El Presidente elegido por la corporación, la repre-
sentará y tendrá las funciones que le señalen la ley y el 
reglamento.

La Comisión Nacional de Disciplina Judicial tendrá 
una Secretaría Judicial integrada conforme lo determi-
ne el Consejo de Gobierno Judicial

Artículo 52. Salas. La Comisión Nacional de Disci-
plina Judicial cumplirá sus funciones por medio de dos 
salas, integradas así: La Sala Plena, conformada por 
todos los Magistrados de la Corporación y las Salas de 
Decisión de primera y segunda instancia que determine 
el reglamento, las cuales deberán estar integradas por 

un número impar, uno de los magistrados será designa-
do como instructor o ponente.

La Sala plena conocerá de la segunda instancia de 
las decisiones en primera instancia por las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial, además, conocerá 

su especialidad se susciten entre las Salas Jurisdiccio-
nales Disciplinarias de las Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial.

Ante la Sala Plena se podrá invocar el recurso ex-
traordinario de revisión de sentencias ejecutoriadas, 
conforme lo establezca la ley.

La Comisión Nacional de Disciplina Judicial tendrá 
una Secretaría Judicial integrada conforme lo determi-
ne el Consejo de Gobierno Judicial.

2. De las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial 

Artículo 53. Integración y composición. Las Comi-
siones Seccionales de Disciplina Judicial son creadas 
por el Consejo de Gobierno Judicial para el cumpli-
miento de las funciones que determine la ley procesal 
en cada distrito judicial. Tendrán el número de Magis-
trados que determine el Consejo de Gobierno Judicial 
que, en todo caso, deberá propenderse para que sea im-
par y que no sea menor de tres.

Habrá comisiones seccionales de disciplina judicial 
en las ciudades cabecera de Distrito Judicial. 

Las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial 
conocerán de la primera instancia de los procesos dis-
ciplinarios que se adelanten por faltas cometidas en el 
territorio de su jurisdicción contra conciliadores, jueces 

-
cos y personas naturales o jurídicas que ejerzan juris-
dicción en forma permanente, transitoria u ocasional. 

También conocerán de los procesos disciplinarios 
que se sigan contra los miembros permanentes de los 
consejos seccionales de Gobierno, el secretario admi-

-
rencia de la Rama Judicial y los gerentes regionales y 
demás directivos del nivel regional o distrital.

Las comisiones seccionales de disciplina judicial 
ejercerán sus funciones por conducto de la Sala Plena, 
integrada por la totalidad de los Magistrados, salvo que 
exista disposición legal particular.

Las Comisiones Seccionales de disciplina judicial 
ejercerán la segunda instancia en los procesos de com-
petencia de los jueces disciplinarios.

Las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial 
tendrán una Secretaría Judicial integrada conforme lo 
determine el Consejo de Gobierno Judicial.

Parágrafo transitorio. Las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial continuarán conociendo, sin so-
lución de continuidad, de los procesos a cargo de las 
Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura, conforme a las competen-
cias que determine la constitución y la ley.

Los Magistrados y empleados de los Consejos Sec-
cionales de la Judicatura que se encuentren inscritos en 
carrera judicial quedarán incorporados a la respectiva 
Comisión Seccional de disciplina judicial en el respec-
tivo Distrito Judicial.

Mientras entran a operar los Jueces Disciplinarios, 
las Comisiones Seccionales de Disciplina asumirán el 
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conocimiento de los procesos disciplinarios a su cargo 
y la segunda instancia la hará la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial.

Artículo 54. Funciones. Corresponde a las Comisio-
nes Seccionales de Disciplina Judicial:

1. Conocer, en primera instancia, de los procesos 
disciplinarios que se adelanten contra Conciliadores, 
Jueces y Fiscales, delegados ante los Juzgados y de 
funcionarios públicos y personas naturales o jurídicas 
que ejerzan jurisdicción en forma permanente, transito-
ria u ocasional, salvo las excepciones que establezcan 
la Constitución o la ley. También conocerán en prime-
ra instancia de los procesos de división de la Gerencia 
de la Rama Judicial y los gerentes regionales. Tratán-
dose de servidores públicos que administran justicia 
o ejercen jurisdicción, cuando el disciplinable tenga 
categoría de director o gerente de entidades del orden 
departamental, la primera instancia estará a cargo de 
las Comisiones seccionales. 

2. Resolver los impedimentos y recusaciones que se 
presenten con ocasión de las actuaciones de los magis-
trados de la Comisión Seccional de Disciplina Judicial, 
los cuales serán resueltos por la Sala Plena.

3. Elegir a los jueces disciplinarios del respectivo 
Distrito Judicial, de listas elaboradas por la Gerencia de 
la Rama Judicial, en la calidad que corresponda, según 
el régimen de la Carrera Judicial.

4. Conforme lo disponga la ley, conocer de los pro-
cesos disciplinarios que se adelanten contra los aboga-
dos por faltas cometidas en el ejercicio de la profesión 
en el territorio de su jurisdicción.

5. Conocer de la solicitud de rehabilitación de los 
abogados conforme lo determine la ley y el reglamento.

6. Designar a los empleados de la Corporación, con 
excepción de los empleados de los Despachos, los cua-
les serán designados por los respectivos Magistrados.

7. Elegir al Presidente y al Vicepresidente de la Cor-
poración, conforme a la ley o al reglamento.

8. Hacer la evaluación del factor cualitativo de la 

respectivo Distrito Judicial, que servirá de base para la 

entre los jueces disciplinarios del mismo distrito.
10. Ejercer la segunda instancia de los procesos y 

acciones de que conocen los Jueces Disciplinarios.
11. Darse su propio reglamento.
12. Las demás que le atribuya la ley o el reglamento 

que expida el Consejo de Gobierno Judicial.
Parágrafo. Las Comisiones Seccionales de Disciplina 

Judicial tendrán una Secretaría Judicial integrada con-
forme lo determine el Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 55. Elección de magistrados. Los Magis-
trados de las Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial se designarán por la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial, de acuerdo con las normas sobre 
carrera judicial.

Artículo 56. Requisitos. Los magistrados de las Co-
misiones Seccionales de Disciplina Judicial deberán 
tener título de abogado y deberán acreditar los mismos 
requisitos exigidos para ser Magistrado del Tribunal 
Superior, tendrán su mismo régimen salarial y presta-

cional y sus mismas prerrogativas, responsabilidades 
e inhabilidades. En todo caso los candidatos a ocupar 
el cargo de Magistrado no podrán tener antecedentes 
disciplinarios.

3. De los Juzgados de Disciplina Judicial
Artículo 57. Régimen. Los Juzgados de Disciplina 

Judicial que de conformidad con las necesidades de la 
administración de justicia determine la Sala Plena del 
Consejo de Gobierno Judicial para el cumplimiento de 
las funciones que prevea la ley procesal en cada circui-
to o municipio, integran la jurisdicción disciplinaria. 
Sus características, requisitos, denominación y número 
serán establecidos por esa misma Corporación, de con-
formidad con lo establecido en la presente ley.

Los juzgados disciplinarios tendrán categoría de cir-
cuito y tendrán jurisdicción sobre uno o varios circuitos 
judiciales o sobre un Distrito Judicial. Conocerán, en 
primera instancia, de los procesos disciplinarios que se 
adelanten contra los empleados de la Rama Judicial, los 
jueces de paz, los auxiliares de la justicia.

Artículo 58. Informes especiales. Las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial, en el ámbito de su 
jurisdicción, deben rendir ante la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial y ante el Consejo de Gobierno 
Judicial, informes anuales sobre su gestión en los cua-
les se resuma, entre otros, los hechos y circunstancias 

-
nes esenciales del Estado y los principios que gobier-
nan la administración de justicia.

Estos informes serán públicos y deben ser objeto 
por parte del Consejo de Gobierno Judicial, de acciones 
concretas de estímulo o corrección.

Artículo 59. Posesión. Los Magistrados de la Co-
misión Nacional de Disciplina Judicial tomarán pose-
sión de sus cargos ante el Presidente de la República 
y permanecerán en el ejercicio de aquellos por todo el 
tiempo para el cual fueron elegidos, mientras observen 
buena conducta y no hayan llegado a la edad de retiro 
forzoso. Los empleados de la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial y los funcionarios y empleados de 
las Comisiones Seccionales, y de los Juzgados de Dis-
ciplina Judicial, tomarán posesión de su cargo ante el 
respectivo nominador.

CAPÍTULO V 
Disposiciones Comunes

Artículo 60. Elección de magistrados y consejeros. 
Corresponde a la Corte Suprema de Justicia y al Conse-
jo de Estado proveer las vacantes que se presenten en la 
respectiva Corporación, de listas de diez (10) candida-
tos, enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial pre-
via convocatoria pública reglada de conformidad con 
la ley, adelantada por la Gerencia de la Rama Judicial. 
Estos Magistrados no son reelegibles y tomarán pose-
sión ante el Presidente de la República.

este artículo, se hará convocatoria pública a la que po-
drán concurrir todos aquellos profesionales del Dere-
cho que cumplan con los requisitos establecidos en la 
Constitución y la ley.

El Magistrado que deba ser reemplazado por desti-
tución estará inhabilitado para participar en la elección 
de su sucesor y en la de cualquier otro integrante de la 
Corporación que por el mismo tiempo se encuentre en 
la misma situación.
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Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, de 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, de los Tri-
bunales, los Jueces y los Fiscales, no podrán en ejer-
cicio de sus funciones, nombrar, postular, ni contratar 
con personas con las cuales tengan parentesco hasta el 

primero civil, o con quien estén ligados por matrimo-
nio o unión permanente. Tampoco podrán nombrar ni 
postular como servidores públicos ni celebrar contratos 
estatales, con quienes hubieren intervenido en su pos-
tulación o designación, ni con personas que tengan con 
estas los mismos vínculos indicados anteriormente, con 
excepción de los nombramientos que se hagan en apli-
cación de las normas vigentes sobre ingreso o ascenso 
por méritos en cargos de carrera. La inobservancia de 
esta disposición constituirá causal de mala conducta 
para cualquiera de los funcionarios de la Rama Judicial.

Artículo 61. Quórum deliberatorio y decisorio. To-
das las decisiones que las corporaciones judiciales en 
pleno o cualquiera de sus salas o secciones deban to-
mar, requerirán para su deliberación y decisión, de la 
asistencia y voto de la mayoría de los miembros de la 
Corporación, sala o sección.

Es obligación de todos los magistrados participar en 
la deliberación de los asuntos que deban ser fallados 
por la Corporación en pleno y, en su caso, por la sala o 
la sección a que pertenezcan, salvo cuando medie cau-
sa legal de impedimento aceptada por la corporación, 
enfermedad o calamidad doméstica debidamente com-
probadas, u otra razón legal que imponga separación 
temporal del cargo. La violación de este deber es causal 
de mala conducta.

El reglamento interno de cada corporación señalará 
los días y horas de cada semana en que ella, sus salas y 
sus secciones celebrarán reuniones para la deliberación 
de los asuntos jurisdiccionales de su competencia.

Cuando quiera que el número de los magistrados 
que deban separarse del conocimiento de un asunto ju-
risdiccional por impedimento o recusación o por causal 
legal de separación del cargo, disminuya el de quienes 
deban decidirlo a menos de la pluralidad mínima pre-
vista en el primer inciso, para completar esta se acudirá 
a la designación de conjueces.

Artículo 62. Elaboración de las providencias judi-
ciales. Las sentencias judiciales deberán referirse a to-
dos los hechos y asuntos planteados en el proceso por 
los sujetos procesales.

La parte resolutiva de las sentencias estará precedi-
da de las siguientes palabras:

“Administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la Constitución y la ley”.

La pulcritud del lenguaje, la claridad, la precisión 
y la concreción de los hechos materia de los debates y 
de las pruebas que los respaldan, que los magistrados y 
jueces hagan en las providencias judiciales, se tendrán 
en cuenta como factores esenciales en la evaluación del 

Artículo 63. Firma y fecha de providencias y con-
ceptos. El reglamento interno de la Corte Suprema de 
Justicia, de la Corte Constitucional, de la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial y del Consejo de Es-
tado, respectivamente, determinará, entre otras, la for-

conceptos o dictámenes adoptados. En dicho reglamen-

to se deberá además incluir un término perentorio para 
consignar en el salvamento o la aclaración del voto los 
motivos de los magistrados que disientan de la decisión 
jurisdiccional mayoritaria, sin perjuicio de la publici-
dad de la sentencia. La sentencia tendrá la fecha en que 
se adopte.

Artículo 64. Publicidad y reserva de las actas. Son 
de acceso público las actas de las sesiones del Conse-
jo de Gobierno Judicial, de las Comisiones Regionales 
de Carrera y Control de la Gestión Judicial y de las 
corporaciones citadas en el artículo anterior, y los do-
cumentos otorgados por los funcionarios de la Rama 
Judicial en los cuales consten actuaciones y decisiones 
de carácter administrativo.

También son de acceso público las actas de las se-
siones de la Sala Plena de la Corte Constitucional, de la 
Sala Plena de la Comisión Nacional de Disciplina Judi-
cial y de las Salas Plenas de las Comisiones Secciona-
les de Disciplina Judicial, de las Salas y Secciones del 
Consejo de Estado y de los Tribunales Administrativos 
y de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y de los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial en las cuales 
consten los debates, actuaciones y decisiones judiciales 
adoptadas para propugnar por la integridad del orden 
jurídico, para hacer efectivo el cumplimiento de una 
ley o un acto administrativo de carácter general y para 
la protección de los derechos e intereses colectivos 
frente a la omisión o acción de las autoridades públicas.

Las actas de las sesiones de las Salas y Secciones de 
la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, 
del Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de Dis-
ciplina Judicial, de la Comisión de Investigación y Acu-
saciones de la Cámara de Representantes, del Tribunal 
de Aforados, de las Comisiones Seccionales de Discipli-
na Judicial y de los Tribunales de Distrito en las cuales 
consten actuaciones y decisiones judiciales o disciplina-
rias de carácter individual, de grupo o colectivos, son 
reservadas excepto para los sujetos procesales, sin per-
juicio de las atribuciones de las autoridades competen-
tes. Son de acceso público las decisiones que se adopten.

Artículo 65. Medidas correccionales. Los magistra-
dos y los jueces tienen una facultad correccional, en 
virtud de la cual pueden sancionar a los particulares, en 
los siguientes casos:

1. Cuando el particular les falte al respeto con oca-

desobedezca órdenes impartidas por ellos en ejercicio 
de sus atribuciones legales.

2. Cuando cualquier persona asuma comportamien-
tos contrarios a la solemnidad que deben revestir los 
actos jurisdiccionales, o al decoro que debe imperar en 
los recintos donde estos se cumplen.

Parágrafo. Las medidas correccionales a que se re-
-

miento e imposición de sanciones penales y disciplina-
rias a que los mismos hechos pudieren dar origen.

Artículo 66. Procedimiento. El magistrado o juez 
hará saber al infractor que su conducta acarrea la co-
rrespondiente sanción y de inmediato oirá las expli-
caciones que este quiera suministrar en su defensa. Si 
estas no fueren satisfactorias, procederá a señalar la 
sanción en resolución motivada contra la cual solamen-
te procede el recurso de reposición interpuesto en el 

veinticuatro horas para sustentar y el funcionario de un 
tiempo igual para resolverlo.



GACETA DEL CONGRESO  922  Jueves, 12 de noviembre de 2015 Página 13

Artículo 67. Sanciones. Cuando se trate de un par-
ticular, la sanción correccional consistirá, según la 
gravedad de la falta, en multa hasta de veinte salarios 
mínimos mensuales. Cuando se trate de un abogado, 
la sanción correccional consistirá en multa de diez a 
quince salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de las 
sanciones disciplinarias que llegara a imponer la res-
pectiva Comisión Seccional de Disciplina Judicial. 

Contra las sanciones correccionales solo procede el 
recurso de reposición, que se resolverá de plano.

Artículo 68. Poderes del juez o magistrado. Ade-
más de los casos previstos en los artículos anteriores, 
el juez o el magistrado podrán sancionar con multa de 
cinco a veinte salarios mínimos mensuales, a las partes 
del proceso, o a sus representantes o abogados, en los 
siguientes eventos:

1. Cuando siendo conscientes de ello, aleguen he-

2. Cuando se utilice el proceso, incidente, trámite 

claramente ilegales.
3. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la 

-
tren oportunamente la información o los documentos 
que estén en su poder y les fueren requeridos en inspec-

-
laboración en la práctica de las pruebas y diligencias

5. Cuando adopten una conducta procesal tendiente 
a dilatar el proceso o por cualquier medio se entorpezca 
el desarrollo normal del proceso.

Artículo 69. Impulso procesal. Los jueces deberán 

ello no sea indispensable la conducta procesal de las 
partes. 

Artículo 70. De los conjueces. Serán designados 
conjueces, de acuerdo con las leyes procesales y los re-
glamentos de las corporaciones judiciales, los homólo-
gos de distintas salas de decisión o en su defecto, aque-
llos magistrados que pertenezcan a otras jurisdicciones, 
conforme a los reglamentos que expida el Consejo de 
Gobierno Judicial.

Los conjueces tienen los mismos deberes que los 
magistrados y estarán sujetos a las mismas responsabi-
lidades de estos, al igual que a las mismas condiciones 
y requisitos de experiencia e idoneidad para su inscrip-
ción y nombramiento.

El régimen de honorarios de los conjueces será de-

Artículo 71. Del orden y prelación de turnos para 
decidir. Los jueces y los magistrados asignarán turnos 
de decisión a los procesos que se encuentran a despa-
cho para sentencia, los cuales serán publicados en un 
lugar visible y de fácil acceso al público, y serán de 
obligatorio cumplimiento para el respectivo juzgado 
o corporación. La inobservancia de esta disposición 
constituirá causal de mala conducta para cualquiera de 
los funcionarios de la Rama Judicial.

Con todo, cuando existan razones de seguridad na-
cional o para prevenir la afectación grave del patrimo-
nio nacional, o en el caso de graves violaciones de los 
derechos humanos, o de crímenes de lesa humanidad, 
o de asuntos de especial trascendencia social, las salas 

especializadas de la corte suprema de justicia, las sa-
las, secciones o subsecciones del Consejo de Estado, 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial o la Corte 
Constitucional, señalarán la clase de procesos que de-
berán ser tramitados y fallados preferentemente. Dicha 
actuación también podrá ser solicitada por el Procura-
dor General de la Nación o el Defensor del Pueblo.

Igualmente, las salas o secciones de la Corte Supre-
ma de Justicia, del Consejo de Estado y de la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial podrán determinar mo-
tivadamente los asuntos que por carecer de anteceden-
tes jurisprudenciales, su solución sea de interés públi-
co o pueda tener connotación o repercusión colectiva, 
para que los respectivos procesos sean tramitados de 
manera preferente.

Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de 
Justicia, el Consejo de Estado o la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial, cuya resolución íntegra entrañe 
solo la reiteración de jurisprudencia, podrán ser decidi-
dos anticipadamente sin sujeción al orden cronológico 
de turnos.

Sin perjuicio de los términos legales, las salas es-
pecializadas de la Corte Suprema de Justicia, las sa-
las o las secciones del Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional y las salas de la Comisión Nacional de 
Disciplina Judicial; las salas de los Tribunales Superio-
res, de las Comisiones Seccionales de Disciplina Judi-
cial y de los Tribunales Contencioso-Administrativos 
de Distrito podrán determinar un orden de carácter te-
mático para la elaboración y estudio preferente de los 
proyectos de sentencia; para el efecto, mediante acuer-

agruparán los procesos y señalarán, mediante aviso, las 
fechas de las sesiones de la Sala en las que se asumirá 
el respectivo estudio.

Parágrafo 1°. Lo dispuesto en el presente artículo en 
relación con la Jurisdicción de lo Contencioso-Admi-
nistrativo se entenderá sin perjuicio de lo previsto por 
el artículo 18 de la Ley 446 de 1998.

Parágrafo 2°. El reglamento interno de cada corpo-
ración judicial señalará los días y horas de cada semana 
en que ella, sus salas y sus secciones, celebrarán reu-
niones para la deliberación de los asuntos jurisdiccio-
nales de su competencia, que en todo caso no podrá 
ser inferior a dos (2) veces por semana, sin perjuicio 
de que cada Sala decida sesionar con mayor frecuencia 

Parágrafo 3°. El Consejo de Gobierno Judicial re-
glamentará los turnos, jornadas y horarios para garanti-
zar el ejercicio permanente de la función de control de 
garantías. En este sentido no podrá alterar el régimen 
salarial y prestacional vigente en la Rama Judicial. Será 
función de las Comisiones Regionales de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial programar los turnos 
de control de garantías y de habeas corpus conforme a 
los lineamientos del Consejo de Gobierno Judicial.

Parágrafo 4º. Lo dispuesto en los incisos anteriores 
se aplicará sin perjuicio de la preferencia de que gozan 
los procesos de carácter constitucional. 

CAPÍTULO VI 
De la responsabilidad del Estado  

y de sus funcionarios y empleados judiciales
Artículo 72. De la responsabilidad del Estado. El 

Estado responderá patrimonialmente por los daños an-
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tijurídicos que le sean imputables, causados por la ac-
ción o la omisión de sus agentes judiciales.

En los términos del inciso anterior el Estado respon-
derá por el defectuoso funcionamiento de la adminis-
tración de justicia, por el error jurisdiccional y por la 
privación injusta de la libertad.

Artículo 73. Error jurisdiccional. Es aquel come-
tido por una autoridad investida de facultad jurisdic-
cional, en su carácter de tal, en el curso de un proceso, 
materializado a través de una providencia contraria a 
la ley.

Artículo 74. Presupuestos del error jurisdiccional. 
El error jurisdiccional se sujetará a los siguientes pre-
supuestos:

1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos 
de ley, excepto en los casos de privación de la libertad 
del imputado cuando esta se produzca en virtud de una 
providencia judicial.

2. La providencia contentiva de error deberá estar 

Artículo 75. Privación injusta de la libertad. Quien 
mediante decisión judicial haya sido privado injusta-
mente de la libertad podrá demandar al Estado repara-
ción de perjuicios.

Artículo 76. Defectuoso funcionamiento de la ad-
ministración de justicia. Fuera de los casos previstos 
en los artículos 73 y 75 de esta ley, quien haya sufrido 
un daño antijurídico, a consecuencia de la función ju-
risdiccional, tendrá derecho a demandar al Estado la 
reparación sus perjuicios.

Artículo 77. Culpa exclusiva de la víctima. El daño 
se entenderá como debido a culpa exclusiva de la víc-
tima cuando esta haya actuado con culpa grave o dolo, 
cuando no haya interpuesto los recursos de ley, o cuan-
do habiéndolos interpuesto haya desistido de ellos de 
manera libre y voluntaria. En estos eventos se exonera-
rá de responsabilidad al Estado.

Artículo 78. De la responsabilidad del funcionario 
y del empleado judicial. En el evento de ser condenado 
el Estado a la reparación patrimonial por un daño an-
tijurídico que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquel 
deberá repetir contra éste.

Para los efectos señalados en este artículo, se presu-
me que constituye culpa grave o dolo cualquiera de las 
siguientes conductas:

1. La violación de normas de derecho sustancial o 
procesal, determinada por error inexcusable.

2. El pronunciamiento de una decisión cualquiera, 
restrictiva de la libertad física de las personas, por fuera 
de los casos expresamente previstos en la ley o sin la 
debida motivación.

3. La negativa arbitraria o el incumplimiento injus-

para el ejercicio de la función de administrar justicia o 

hubiere podido evitarse el perjuicio con el empleo de 
recurso que la parte dejó de interponer.

Artículo 79. Acción de repetición. La responsabi-
lidad de los funcionarios y empleados judiciales por 
cuya conducta dolosa o gravemente culposa haya sido 
condenado el Estado, será exigida mediante la acción 
civil de repetición de la que este es titular, excepto el 

ejercicio de la acción civil respecto de conductas que 

Dicha acción deberá ejercitarse por el representante 
legal de la entidad estatal condenada, o por los delega-
dos de la Agencia para la Defensa Jurídica del Estado, 
a partir de la fecha en que tal entidad haya realizado el 
pago de la obligación indemnizatoria a su cargo, sin 
perjuicio de las facultades que corresponden al Mi-
nisterio Público. Lo anterior no obsta para que en el 
proceso de responsabilidad contra la entidad estatal, el 
funcionario o empleado judicial pueda ser llamado en 
garantía. 

Será causal falta gravísima, conforme a la ley dis-
ciplinaria, la omisión dolosa o gravemente culposa del 
ejercicio de la acción de repetición. 

Artículo 80. Competencia. De las acciones de repa-
ración directa y de repetición de que tratan los artículos 
anteriores, conocerá de modo privativo la Jurisdicción 
Contencioso- Administrativa conforme al procedi-
miento ordinario y de acuerdo con las reglas comunes 
de distribución de competencia entre el Consejo de Es-
tado y los Tribunales Administrativos.

Artículo 81. Aplicación. Las disposiciones del pre-
sente capítulo se aplicarán a todos los agentes del Es-
tado pertenecientes a la Rama Judicial así como a los 
particulares que excepcional o transitoriamente ejerzan 
o participen del ejercicio de la función jurisdiccional 
o de administración de justicia de acuerdo con lo que 
sobre el particular dispone la presente Ley Estatutaria.

En consecuencia, en los preceptos que anteceden los 
términos “funcionario o empleado judicial” compren-
den a todas las personas señaladas en el inciso anterior.

TÍTULO CUARTO 
DE LOS ENTES DE INVESTIGACIÓN  

Y ACUSACIÓN 
CAPÍTULO I 

De la investigación y acusación de los delitos  
por parte de la Fiscalía General de la Nación
Artículo 82. Función básica. Corresponde a la Fis-

-
cia o querella, por petición del Procurador General de 
la Nación, del Defensor del Pueblo o por informe de 
funcionario público, investigar los delitos, declarar 

-
diante acusación o preclusión y sustentar en juicio oral 
y público la acusación de los presuntos infractores de 
la ley penal ante los juzgados y tribunales competen-
tes, excepto los delitos cometidos por miembros de la 
fuerza pública en servicio activo y en relación con el 
mismo servicio.

Las funciones previstas en el numeral 2° del artículo 
251 de la Constitución Política, podrá delegarlas en los 
Directores Nacionales y Seccionales de la Fiscalía.

Parágrafo 1º. La Fiscalía conocerá de los delitos co-
metidos por miembros de la fuerza pública cuando se 
trate de hechos posiblemente constitutivos de crímenes 
de lesa humanidad o que atenten contra el Derecho In-
ternacional Humanitario. 

Parágrafo 2º. El Fiscal General de la Nación tendrá 
competencia en todo el territorio nacional.

Artículo 83. Principios. La Fiscalía General de la 
Nación ejercerá las funciones de investigación y acu-
sación señaladas en la Constitución Política y en las 
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normas con fuerza de ley. En el cumplimiento de las 
funciones jurisdiccionales previstas en ella, son apli-
cables a la Fiscalía los principios de la administración 
de justicia de que trata la Constitución Política, los tra-

-
bia, la presente Ley Estatutaria y las demás normas con 
fuerza de ley.

Asimismo, estará obligada a observar los derechos 
y garantías de los indiciados, imputados y acusados 
durante todo el trámite de la investigación y del juzga-
miento, incluyendo lo referente a la recaudación de las 
pruebas.

Parágrafo transitorio. Mientras continúen procesos 
vigentes en el trámite de la Ley 600 del 2000 se garan-
tiza la doble instancia en las actuaciones jurisdicciona-
les que adelante la Fiscalía General de la Nación. En 
tal virtud, contra las providencias interlocutorias que 

proceden los recursos de apelación y de hecho.
Cuando esté pendiente el trámite y resolución de un 

recurso de reposición o de apelación, el Fiscal General 
de la Nación no podrá asumir directamente la investi-
gación mientras se resuelva el recurso, sin perjuicio de 

continúe la investigación.
Artículo 84. Autonomía administrativa y presupues-

tal. La Fiscalía General de la Nación hace parte de la 
Rama Judicial y tiene autonomía administrativa y pre-

Contralor General de la Nación.
Artículo 85. Elección. El Fiscal General de la Na-

ción será elegido para un período de cuatro años por 
la Corte Suprema de Justicia, de terna enviada por el 
Presidente de la República y no podrá ser reelegido.

El Fiscal General deberá reunir las mismas calida-
des exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema 
de Justicia.

Asimismo el Fiscal General de la Nación, el Vice-
-

drán ser elegidos en ningún cargo de elección popular 
o como miembros de corporaciones públicas dentro de 
los doce (12) meses siguientes al día de la cesación de 
sus funciones.

Artículo 86. Concurrencia al Consejo de Gobierno 
Judicial. El Fiscal General de la Nación deberá par-
ticipar, directamente, en las reuniones del Consejo de 
Gobierno Judicial para asesorarlo en materia penal y 
penitenciaria, sin que en ningún caso tenga posibilidad 
de votar las decisiones que allí se tomen.

Artículo 87. Plan Sectorial de Desarrollo de la Fis-
calía General de la Nación. El Fiscal General de la Na-
ción deberá presentar de forma anual el Plan Sectorial 
de Desarrollo de la Fiscalía General de la Nación ante 
la Gerencia de la Rama Judicial. 

Artículo 88. Estructura administrativa de la Fis-
calía General de la Nación. Corresponde a la ley de-
terminar la estructura y funcionamiento de la Fiscalía 
General de la Nación. El Fiscal General desarrollará 
dicha estructura con sujeción a los principios y reglas 

-
tad, asignará la planta de personal que corresponda a 
cada dependencia, podrá variarla cuando lo considere 
necesario y establecerá el manual de requisitos y fun-
ciones de cada uno de los empleos.

En ejercicio de estas atribuciones, el Fiscal General 
no podrá crear, con cargo al Tesoro, obligaciones que 

-
cio en la ley de apropiaciones iniciales.

Artículo 89. Instituto Nacional de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses. Adscrito a la Fiscalía General de 
la Nación funciona el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, como una entidad de dere-
cho público, dotada de personería jurídica, con autono-
mía administrativa y patrimonial, y organizada con el 
carácter de establecimiento público de orden nacional. 
El instituto está encargado de prestar auxilio y soporte 

todo el territorio nacional en lo concerniente a medici-
na legal y las ciencias forenses, de organizar y dirigir el 
Sistema Único de Medicina Legal y Ciencias Forenses 
y controlar su funcionamiento y de cumplir las demás 
funciones que le atribuya la ley.

Artículo 90. Dirección, coordinación y control de 
las funciones de Policía Judicial. El Fiscal General 
de la Nación o sus delegados tienen a su cargo dirigir, 
coordinar y controlar las funciones de policía judicial 
que en forma permanente cumplen la Policía Nacional, 
demás organismos previstos en la ley y los restantes 
entes públicos a los cuales de manera transitoria el Fis-
cal General les haya atribuido tales funciones, todas las 
cuales ejercerá con arreglo a la ley, de manera perma-
nente, especial o transitoria directamente o por conduc-
to de los organismos que esta señale.

La omisión en el cumplimiento de las órdenes, di-
rectrices, orientaciones y términos que imparta la Fis-
calía para el cumplimiento de las funciones de policía 
judicial, constituye causal de mala conducta, sin perjui-
cio de la responsabilidad administrativa, penal y civil 
del infractor.

El Fiscal General de la Nación, bajo su responsabi-
lidad, separará en forma inmediata de las funciones de 
policía judicial al servidor público que omita el cum-
plimiento de tales órdenes, directrices, orientaciones y 
términos. Si tal servidor no es funcionario o empleado 
de la Fiscalía, el Fiscal que dirija la investigación lo 
pondrá a disposición de su nominador quien iniciará el 
proceso disciplinario correspondiente, sin perjuicio de 
las demás investigaciones a que haya lugar.

Parágrafo. Se exceptúa de lo dispuesto en este artí-
culo la estructura y funciones de Policía Judicial de la 
Procuraduría General de la Nación, de acuerdo con lo 
señalado por el artículo 277 de la Constitución Política 
y las funciones de Policía Judicial necesarias para el 
funcionamiento de la Comisión de Aforados.

CAPÍTULO II 
De la investigación y acusación a cargo  

de la Comisión de Aforados
Artículo 91. Conformación e integración. La Co-

misión de Aforados es un ente con autonomía admi-
nistrativa y presupuestal conformada por cinco (5) Co-
misionados elegidos por el Congreso de la República 
en pleno para periodos personales de ocho (8) años, de 
listas enviadas por el Consejo de Gobierno Judicial y 
elaboradas mediante convocatoria pública adelantada 
por la Gerencia de la Rama Judicial.

La Comisión se dará su propio reglamento. En todo 
caso deberá tener un Presidente que la representará y 
una Sala Plena que se reunirá por lo menos una vez al 

-
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ción y de acusación. Asimismo, el reglamento señalará 
la composición de las comisiones internas y asignará 
las competencias según sea el caso. 

Artículo 92. Requisitos. Para ser magistrado de la 
Comisión de Aforados los aspirantes deberán cumplir 
con las mismas calidades exigidas para ser magistrado 
de la Corte Suprema de Justicia, y estarán sujetos al 
mismo régimen de inhabilidades e incompatibilidades.

Artículo 93. Planta de personal. La planta de perso-

el Consejo de Gobierno Judicial, conforme a las nece-
sidades del servicio, y sus empleados harán parte del 
sistema de carrera judicial.

Artículo 94. Competencia. La Comisión de Afora-
-

tición de parte, a los magistrados de la Corte Consti-
tucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo 
de Estado, de la Comisión Nacional de Disciplina Ju-
dicial y al Fiscal general de la Nación por acciones u 
omisiones que se encuadren en la descripción típica de 
un hecho punible o de una conducta disciplinable. La 
ley establecerá el procedimiento para determinar la res-

este artículo ejerzan funciones administrativas. 
Parágrafo. En ningún caso la Comisión de Afora-

dos podrá iniciar investigación alguna por los votos u 
opiniones emitidos en las providencias judiciales, ni 
por conceptos de carácter profesional proferidos en el 
ámbito de su competencia funcional, sin perjuicio de la 
investigación que pueda causarse en caso de un actuar 

-
bidamente intereses propios o ajenos. 

Artículo 95. Funciones en materia disciplinaria. En 
materia disciplinaria los miembros de la Comisión de 
Aforados tendrán las siguientes funciones:

1. Recibir quejas o denuncias disciplinarias, pre-
sentadas por cualquier persona, o mediante informe 
de servidor público, sobre las conductas posiblemente 
constitutivas de faltas disciplinarias.

2. Ordenar, conforme a la ley disciplinaria, el archi-
vo inmediato de las diligencias cuando se trate de que-

-
-

ble ocurrencia, o cuando los mismos sean presentados 
de manera absolutamente incorrecta o difusa y no fuere 

-
ción. Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

se seguirá el procedimiento sancionatorio previsto en la 
ley disciplinaria. 

3. Iniciar indagaciones preliminares o investigacio-
nes disciplinarias con base en las quejas presentadas, 

el caso.
4. Recaudar materiales probatorios y evidencias 

físicas que permitan establecer la responsabilidad 
disciplinaria del investigado, para lo cual contará con 
funciones de Policía Judicial. La práctica de pruebas 
se orientará conforme lo establecido en la ley disci-
plinaria. 

5. Ordenar el archivo de la investigación cuando no 
concurran los requisitos para formular acusación ante 
la Cámara de Representantes. Contra esta decisión solo 
procede el recurso de apelación ante la comisión en 
pleno.

6. Acusar, ante la Cámara de Representantes, a quie-
nes con base en el material probatorio recaudado pueda 
inferirse son autores o partícipes de faltas disciplina-
rias, dentro de los sesenta (60) días hábiles siguientes 
contados a partir de la apertura de la investigación. La 
acusación deberá reunir los mismos requisitos formales 
y sustanciales exigidos por la ley disciplinaria para la 
formulación de cargos.

7. Participar en el juzgamiento disciplinario, que en 
todo caso será oral y público, y sustentar la acusación 
conforme a las normas disciplinarias.

Representantes cuando lo estime pertinente. Para tal 
efecto la segunda instancia la constituirá el Senado de 
la República.

9. Solicitar nulidades cuando lo estime pertinente.
10. Resolver sobre las solicitudes de suspensión pro-

visional que eleven las Salas Plenas de la Corte cons-
titucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado y la Comisión de Disciplina Judicial respecto 
de alguno de sus miembros por faltas disciplinarias de 
indignidad por mala conducta.

11. Recibir y tramitar las investigaciones discipli-
narias que se encuentren en curso contra los Magistra-
dos del Consejo Superior de la Judicatura, siempre y 
cuando los hechos de la investigación hayan acaecido 
mientras ocupaban dicho cargo.

Parágrafo 1º. La Procuraduría General de la Nación 
no podrá ejercer su poder disciplinario preferente en los 
asuntos de competencia de la Comisión de Aforados.

Parágrafo 2º. En ningún caso existirá prejudiciali-
dad respecto de los procesos penales que por los mis-
mos hechos se sigan en contra de los sujetos posible-
mente disciplinables.

Parágrafo 3º. Las funciones consagradas en los nu-
merales 4, 5, 6 y 8 del presente artículo no podrán ser 
delegados por parte de los comisionados en ninguno de 
sus subalternos.

Parágrafo 4º. En todo lo no regulado por la presente 
ley, se consultará el Código Disciplinario Único o el 
que haga sus veces, siempre y cuando sus disposicio-
nes no controviertan la naturaleza de la Comisión de 
Aforados.

Artículo 96. Indagación preliminar. Si surgiere al-
guna duda sobre la procedencia de la apertura de la in-
vestigación, se ordenará abrir diligencias previas por el 
término máximo de seis treinta (30) días, con el objeto 
de establecer si hay lugar o no al ejercicio de la acción 
disciplinaria. 

Parágrafo. Una vez vencido el término anterior, el 
Comisionado dictará resolución inhibitoria o de aper-
tura de investigación, según sea el caso. Contra esta 
decisión procede el recurso de apelación ante la Comi-
sión en pleno. 

Artículo 97. Funciones en materia penal. En ma-
teria penal los miembros de la Comisión de Aforados 
tendrán las siguientes funciones:

1. Recibir denuncias o querellas, presentadas por 
cualquier persona, o mediante informe de servidor pú-
blico, sobre las conductas posiblemente constitutivas 
de delitos de acuerdo con el Código Penal.

2. Ordenar el archivo inmediato de las diligencias 
-
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irrelevantes o de imposible ocurrencia, o cuando los 
mismos sean presentados de manera absolutamente in-
correcta o difusa y no fuere posible su concreción me-

decisión no procede recurso alguno.
3. Iniciar investigaciones penales con base en las 

denuncias o querellas, en los informes de servidor pú-

caso se deberá designar un comisionado instructor.
4. Recaudar materiales probatorios y evidencias fí-

sicas que permitan establecer la responsabilidad penal 
del indiciado o investigado, para lo cual contará con 
funciones de Policía Judicial. Para la práctica proba-
toria se seguirán las reglas establecidas en el proceso 
penal ordinario, en todo lo que no controvierta la natu-
raleza de la Comisión de Aforados.

5. Velar por la protección de las víctimas, testigos y 
peritos que de una u otra forma concurran a la investi-
gación penal en curso.

6. Solicitar, a la Sala Penal del Tribunal Superior 
de Bogotá, la cual obrará con funciones de control de 
garantías, órdenes de captura, allanamiento, registro y 
demás medidas tendientes a recaudar materiales proba-
torios o evidencias físicas, o garantizar la comparecen-
cia del investigado al juicio, de acuerdo con las reglas 
establecidas para ello en el Código de Procedimiento 
Penal.

7. Ordenar, mediante decisión motivada, el archivo 
de la investigación cuando no concurran los requisitos 
para formular acusación ante la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. Contra esta decisión solo procede 
el recurso de apelación ante la comisión en pleno. 

8. Acusar, ante la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, a quienes con base en el material probato-
rio recaudado pueda inferirse son autores o partícipes 
de conductas punibles, dentro de los noventa (90) días 
hábiles siguientes contados a partir de la apertura de 
la investigación. El escrito de acusación deberá reunir 
los requisitos formales y sustanciales contenidos en el 
Código de Procedimiento Penal.

9. Participar en el debate probatorio del juicio, que 
en todo caso será oral y público, y sustentar la acusa-
ción conforme a las normas penales.

de la Corte Suprema de Justicia cuando lo estime perti-
nente. Para tal efecto la segunda instancia la constituirá 
la Sala Plena de dicha Corporación.

11. Solicitar nulidades cuando lo estime pertinente.
12. Recibir y tramitar las investigaciones penales 

que se encuentren en curso contra los Magistrados del 
Consejo Superior de la Judicatura, siempre y cuando 
los hechos de la investigación hayan acaecido mientras 
ocupaban dicho cargo.

Parágrafo 1º. Las funciones consagradas en los nu-
merales 5, 6, 7 y 8 del presente artículo no podrán ser 
delegadas por parte de los comisionados en ninguno de 
sus subalternos.

Parágrafo 2º. En todo lo que no sea contrario a su 
competencia, la comisión podrá hacer uso de las atri-
buciones con las que cuenta la Fiscalía General de la 
Nación en materia de investigación de delitos, a ex-
cepción de ordenar capturas, allanamientos, registros 

o cualquier otro acto urgente, sin la intervención de la 
Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá.

Parágrafo 3º. En todo lo no regulado por la presente 
ley, se consultará el Código Penal y el Código de Pro-
cedimiento Penal, o los que hagan sus veces, siempre y 
cuando sus disposiciones no controviertan la naturale-
za de la Comisión de Aforados.

Artículo 98. Informes públicos. Sin perjuicio de la 
debida reserva que deba guardarse respecto de las in-
vestigaciones, la Comisión de Aforados deberá rendir 
un informe público ante el Congreso en Pleno, cada 
año, sobre su gestión. 

Artículo 99. Funciones respecto a la responsabili-
dad scal. La Comisión podrá conocer de asuntos de 

Representantes cuando sea el caso. La ley reglamentará 
la materia.

Artículo 100. Requisitos de la denuncia, queja o 
querella. La denuncia, queja o querella se hará bajo la 
gravedad de juramento que se entenderá prestado con 
la sola presentación del escrito. Contendrá, por lo me-
nos, una relación de los posibles autores o partícipes 
de las faltas disciplinarias, de los hechos punibles o de 

de los hechos que conozca el denunciante, quejoso o 
querellante. Así como una relación de los elementos 
materiales probatorios con que cuente el denunciante, 
quejoso o querellante, al igual que la relación de los 
posibles testigos.

TÍTULO V
DE LA ADMINISTRACIÓN, GESTIÓN  
Y CONTROL DE LA RAMA JUDICIAL

CAPÍTULO I
De los Organismos de Administración  

y Mejoramiento
1. Del Consejo de Gobierno Judicial.
Artículo 101. Funciones administrativas. Corres-

ponde al Consejo de Gobierno Judicial:
-

do con la ley y postular las listas y ternas de candidatos 
que la Constitución le ordene.

2. Regular los trámites judiciales y administrativos 
que se adelanten en los despachos judiciales, en los as-
pectos no previstos por el legislador.

3. Expedir el reglamento del sistema de carrera judi-
cial y de la Comisión de Carrera Judicial, cuya función 
será la vigilancia y seguimiento de la carrera.

4. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Rama 
Judicial que deberá ser remitido al Gobierno.

5. Aprobar el mapa judicial.

Rama Judicial.
7. Supervisar la Gerencia de la Rama Judicial.
8. Rendir cuentas por su desempeño ante el Congre-

so de la República.
Parágrafo. El Consejo de Gobierno Judicial podrá 

delegar en las Comisiones Regionales de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial, las funciones que no 
sean del orden nacional. 
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Artículo 102. Integración. El Consejo de Gobierno 
Judicial estará integrado por nueve miembros: 

1. El Presidente de la Corte Constitucional

2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia

3. El Presidente del Consejo de Estado

4. El Gerente de la Rama Judicial, quien deberá ser 
profesional con veinte años de experiencia, de los cua-
les diez deberán ser en administración de empresas o en 
entidades públicas, y será nombrado por el Consejo de 
Gobierno Judicial para un período de cuatro años

5. Un (1) representante de los magistrados de los 
Tribunales y de los jueces, elegido por ellos para un 
período de cuatro años;

6. Un (1) representante de los empleados de la 
Rama Judicial elegido por estos para un período de 
cuatro años; 

7. Tres (3) miembros permanentes de dedicación 
exclusiva, nombrados por los demás miembros del 
Consejo de Gobierno Judicial, para un período de cua-
tro años. 

Ninguno de los miembros del Consejo de Gobierno 
Judicial podrá ser reelegido.

Los miembros permanentes de dedicación exclusi-
va mencionados en el inciso anterior estarán encarga-
dos de la planeación estratégica de la Rama Judicial y 
de proponer al Consejo de Gobierno Judicial, para su 
aprobación, las políticas públicas de la Rama Judicial. 
Deberán tener diez años de experiencia en diseño, eva-
luación o seguimiento de políticas públicas, modelos 
de gestión o administración pública.

En su elección se deberá asegurar la diversidad de 

Parágrafo. Los ministros de Justicia y del Derecho y 
el de Hacienda y Crédito Público participarán con voz, 
y sin voto, de las sesiones del Consejo de Gobierno Ju-
dicial en todos los temas atinentes a la naturaleza de 
las correspondientes políticas de sus carteras. El Fiscal 
General de la Nación participará con voz, y sin voto, en 
los temas relacionados con asuntos de la especialidad 
penal. El Director Administrativo de Planeación parti-

a la planeación del sector justicia. 

Los representantes de la academia y de los aboga-
dos litigantes podrán participar en las reuniones del 
Consejo de Gobierno Judicial cuando se trate temas de 
formación de abogados y del ejercicio profesional del 
derecho.

Artículo 103. Posesión y permanencia. Los miem-
bros del Consejo de Gobierno Judicial tomarán pose-
sión como tales ante el Presidente de la República y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos por todo el 
tiempo que les corresponda para cada caso, mientras 
observen buena conducta y no hayan llegado a la edad 
de retiro forzoso. 

Artículo 104. Sesiones. El Consejo de Gobierno Ju-
dicial deberá sesionar por lo menos cuatro (4) veces al 
año, sin perjuicio de que, por la decisión autónoma de 
sus miembros o por razones del servicio, deban hacerlo 
en otras ocasiones, de conformidad con su propio re-
glamento. 

Artículo 105. Funciones de los miembros de dedica-
ción exclusiva. Los miembros de dedicación exclusiva 
tendrán las siguientes funciones:

1. Elaborar el proyecto de planeación estratégica de 
la Rama Judicial y presentarlo a la Sala Plena del Con-
sejo de Gobierno Judicial para su evaluación y apro-
bación.

2. Diseñar e implementar, previa aprobación de la 
Sala Plena del Consejo de Gobierno Judicial, las políti-
cas públicas de la Rama Judicial.

3. Proponer proyectos de reforma a los reglamen-
tos de la Rama Judicial ante el Consejo de Gobierno 
Judicial. 

4. Las demás que señale la Ley o el reglamento del 
Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 106. De la rendición de cuentas. El Con-
sejo de Gobierno Judicial presentará el informe bianual 
ante el Congreso de la República, dentro de los prime-
ros diez (10) días del segundo período de cada legisla-
tura, sobre la gestión de administración y de gobierno, 
el cual versará sobre los siguientes aspectos:

1. Las políticas, objetivos y planes que desarro-
llará a mediano y largo plazo el Consejo de Gobierno 
Judicial;

2. Las políticas en materia de Administración de 
Justicia para el período anual correspondiente, junto 
con los programas y metas que conduzcan a reducir los 

de Desarrollo.
3. El Plan de Inversiones y los presupuestos de fun-

cionamiento para el año en curso.
4. Los resultados de las políticas, objetivos, planes y 

programas durante el período anterior.
5. La evaluación del funcionamiento de la adminis-

tración de justicia en la cual se incluyen niveles de pro-
ductividad e indicadores de desempeño para cada uno 
de los despachos judiciales.

6. El balance sobre la administración de la carrera 
judicial, en especial sobre el cumplimiento de los ob-
jetivos de igual en el acceso, profesionalidad, probidad 

7. El resumen de los problemas que estén afectan-
do a la administración de justicia y de las necesidades 
que a juicio del Consejo existan en materia de personal, 
instalaciones físicas y demás recursos para el correcto 
desempeño de la función judicial.

-
rrespondientes al año anterior, debidamente auditados, 
y

-
tor, la ejecución presupuestal durante el año anterior 

-
pondiente.

10. El resultado de la acceso a la justicia en relación 
con el control social ciudadano y atención al usuario.

Gerente de la Rama Judicial concurrirá a las Comisio-
nes Primeras de Senado y Cámara de Representantes 
en sesiones exclusivas convocadas para tal efecto.
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En todo caso, el Congreso de la República podrá 
invitar en cualquier momento al Presidente del Consejo 
de Gobierno Judicial, para conocer sobre el estado de la 
gestión y administración de la Rama Judicial.

1. De la Gerencia de la Rama Judicial
Artículo 107. De nición. La Gerencia de la Rama 

Judicial es el órgano técnico, ejecutor y administrati-
vo, responsable del apoyo a la gestión judicial para la 
buena marcha de la administración de justicia. Su es-

como regional, por el Consejo de Gobierno Judicial, 
garantizando la cobertura funcional de las siguientes 
áreas estratégicas:

1. Planeación
2. Administración de la carrera, a cargo de la Comi-

sión de la Carrera Judicial.
3. Formación Judicial
4. Mejoramiento y seguimiento de la gestión judi-

cial, que tendrá a su cargo el sistema de control interno, 
de gestión de calidad y de atención a usuarios.

5. Ejecutora, responsable de las demás áreas (Pla-
neación, Talento Humano, seguridad, Presupuesto, Ju-
rídica, Informática y Estadística, y las demás que pre-
vea el Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 108. Funciones de la gerencia de la Rama 
Judicial.

1. Ejecutar las decisiones del Consejo de Gobierno 
Judicial.

2. Proveer apoyo administrativo y logístico a este 
órgano, administrar la Rama Judicial.

3. Elaborar para aprobación del Consejo de Gobier-
no Judicial el proyecto de presupuesto que deberá ser 
remitido al Gobierno, y ejecutarlo de conformidad con 
la aprobación que haga el Congreso.

4. Elaborar planes y programas para aprobación del 
Consejo de Gobierno Judicial.

5. Formular modelos de gestión e implementar los 
modelos procesales en el territorio nacional.

6. Administrar la Carrera Judicial.
7. Organizar la Comisión de Carrera Judicial.
8. Realizar los concursos y vigilar el rendimiento de 

los funcionarios y los despachos.
9. Firmar las tarjetas profesionales de abogado.
10. Representará legalmente a la Rama Judicial.
11. Ejecutar el Plan Sectorial y las demás políticas 

12. Administrar los bienes y recursos destinados 
para el funcionamiento de la Rama Judicial y responder 
por su correcta aplicación o utilización.

13. Suscribir en nombre de la Nación-Consejo de 
Gobierno Judicial los actos y contratos que deban otor-
garse o celebrarse. Tratándose de contratos que superen 
la suma de cien salarios mínimos legales mensuales, se 
requerirá la autorización previa del Consejo de Gobier-
no Judicial.

14. Nombrar a los Gerentes regionales de ternas 
preparadas por las Comisiones Regionales de Carrera 
y Mejoramiento de la Gestión Judicial. 

15. Elaborar y presentar al Consejo de Gobierno 
-

pondan.
16. Actuar como ordenador del gasto para el cum-

plimiento de las obligaciones que correspondan.
17. Representar a la Nación-Rama Judicial en los 

procesos judiciales para lo cual podrá constituir apode-
rados especiales.

18. Las demás funciones previstas en la ley.
Parágrafo 1°. La Gerencia de la Rama Judicial ten-

drá a su cargo la administración de los Registros Nacio-
nales de Abogados, de Jueces de Paz, de Auxiliares de 
la Justicia y de los Conjueces.

Parágrafo 2°. El Gerente de la Rama Judicial suscri-
birá las tarjetas profesionales de abogados. 

Artículo 109. Sistema de Control Interno. Para ase-
gurar la realización de los pilares y principios que go-
biernan la administración de justicia, la Gerencia de la 
Rama Judicial, con el apoyo de las Comisiones Regio-
nales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, 
debe implantar, mantener y perfeccionar un adecuado 
mejoramiento interno, integrado por el esquema de or-
ganización y el conjunto de los planes, métodos, prin-
cipios, normas, procedimientos y mecanismos de veri-

riesgos y de aprovechamiento de oportunidades, pro-
cesos de información y comunicación, procedimientos 
de control y mecanismos de supervisión que operen en 

-
ponen la rama judicial.

Al informe anual que el Consejo de Gobierno Judi-
cial presenta al Congreso de la República se adjuntará 
un informe del resultado del Sistema de Control Inter-
no en la Rama Judicial para el período correspondiente, 
elaborado por la Gerencia de la Rama Judicial. 

Artículo 110. Distribución de la planta global. El 
Gerente de la Rama Judicial podrá distribuir los cargos 
de los niveles ejecutivo, profesional, administrativo y 
operativo, establecidos en la planta global, de acuerdo 

-

planes y programas de la administración judicial, me-
diante resolución motivada en donde se le determinen 
las funciones que deba cumplir y la dependencia donde 
las deba desempeñar.

Artículo 111. De la comisión de carrera judicial. 
La Comisión de Carrera Judicial es una dependencia 
adscrita a la Gerencia de la Rama Judicial responsable 
de la vigilancia, administración y seguimiento de la ca-
rrera judicial, la cual ejercerá las funciones que deter-
mine el Gerente de la Rama Judicial, relacionadas con 
la planeación, ejecución, seguimiento y control de los 
procesos de selección de personal de la rama judicial y 

La Comisión tendrá a su cargo la ejecución de las 
políticas y los programas destinados a la selección, in-
greso, permanencia y ascenso en la carrera judicial con 
base en el reglamento que para el efecto expida el Con-
sejo de Gobierno Judicial. 

Así mismo, tendrá a su cargo la consolidación y 
agotamiento de los recursos contra la administración 

servidores judiciales. 
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Esta Comisión contará con el apoyo, a nivel regio-
nal, de las Comisiones Regionales de Carrera y Mejo-
ramiento de la Gestión Judicial.

2. De las Comisiones Regionales de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial

Artículo 112. De nición. Las Comisiones Regiona-
les de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, 
adscritas a la Gerencia de la Rama Judicial, que tienen 

-
parencia y articulación de la administración de justicia 
a nivel territorial, para lo cual brindarán soporte en el 
ámbito territorial de su competencia al Consejo de Go-
bierno Judicial, a la Gerencia de la Rama Judicial, a la 
Escuela Judicial y a la Comisión de la Carrera Judicial.

Para el cumplimiento de sus funciones, tendrán a su 
cargo la articulación con las distintas entidades y orga-
nizaciones relacionadas con el sector justicia, del orden 
territorial, departamental y municipal para garantizar el 
adecuado funcionamiento de los sistemas jurídicos, su 
visibilidad y transparencia.

Igualmente, velarán por el acercamiento de la justi-
cia al ciudadano y por la prestación del servicio opor-

despachos y empleados judiciales.

distintos Distritos Judiciales.
Artículo 113. Cobertura regional de las comisiones 

regionales de carrera y mejoramiento de la gestión ju-
dicial. 

Habrá Comisiones Regionales de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial, así:

1. Región 1: Distritos de Bogotá y Cundinamarca, 
con sede en Bogotá. 

2. Región 2: Distritos de Antioquia, Medellín y 
Quibdó, con sede en Medellín.

3. Región 3: Distritos de Cali, Buga y Popayán, con 
sede en Cali.

4. Región 4: Distritos de Pasto y Mocoa, con sede 
en Pasto.

5. Región 5: Distritos de Villavicencio y Yopal, con 
sede en Villavicencio.

6. Región 6 – Eje Cafetero: Distritos de Manizales, 
Armenia y Pereira, con sede en Manizales.

7. Región 7: Distrito de Tunja y Santa Rosa de Vi-
terbo, con sede en Tunja.

8. Región 8 - Magdalena Grande: Distritos de Santa 
Marta, Riohacha y Valledupar, con sede en Santa Marta.

9. Región 9 – La Sabana: Distritos de Cartagena, 
Barranquilla, Sincelejo, Montería y San Andrés, con 
sede en Cartagena.

10. Región 10: Distritos de Bucaramanga, San Gil, 
Cúcuta, Pamplona y Arauca con sede en Bucaramanga.

11. Región 11: Distritos de Neiva y Florencia con 
sede en Neiva.

12. Región 12: Distrito de Ibagué y Circuito de Gi-
rardot, con sede en Ibagué.

Parágrafo 1°. La Gerencia de la Rama Judicial den-
tro de los dos (2) meses siguientes a la promulgación 

de esta ley, adoptará las decisiones que sean necesarias 
para poner en funcionamiento la estructura administra-

cargos requeridos para el ejercicio de las funciones.
Parágrafo transitorio. De conformidad con lo dis-

puesto en el parágrafo transitorio 1 del artículo 19 del 
Acto Legislativo número 2 de 2015, los actuales cargos 
de Magistrados de Carrera de las Salas Administrati-
vas de los Consejos Seccionales de la Judicatura se-
rán transformados sin solución de continuidad en las 
plazas de comisionados de las Comisiones Regionales 
de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial o en 
Magistrados de Tribunales Administrativos, Tribuna-
les Superiores o Comisiones Seccionales de Disciplina 
Judicial, para lo cual el Consejo de Gobierno Judicial 
atenderá también los siguiente criterios: antigüedad, 
arraigo familiar, sede de ubicación del respectivo Con-
sejo Seccional, interés del funcionario de hacer parte 
del sistema de Gobierno Judicial y/o de las corporacio-
nes judiciales antes mencionadas.

Una vez incorporados a los respectivos cargos, la 
Escuela Judicial diseñará e impartirá capacitación que 

-
caz y cabal desempeño de sus funciones.

Parágrafo transitorio. Los Magistrados que fueren 
de carrera podrán manifestar la voluntad expresa de re-
tiro acogiéndose a la indemnización dentro de los 90 
días siguientes al inicio de la vigencia de la presente 
ley de conformidad con lo consagrado en la Ley 909 
de 2004 y su decreto reglamentario en el artículo 44 
parágrafos 2° y 9° del Decreto número 1227 de 2005.

Artículo 114. De los comisionados de carrera y me-
joramiento de la gestión judicial. Los Comisionados 
de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial en 
adelante serán nombrados por la Gerencia de la Rama 
Judicial de listas de elegibles conformadas por la Co-
misión de Carrera Judicial o en su defecto, mediante 
convocatoria pública. 

Los Comisionados de Carrera y Mejoramiento de 
la Gestión Judicial deberán tener título profesional en 
ciencias jurídicas, con especialización en ciencias eco-

no inferior a doce (12) años en dichos campos. 
Sus responsabilidades, inhabilidades, prerrogativas 

y remuneración, serán las mismas de los funcionarios 
con categoría de Magistrados de Tribunal y no podrán 
tener antecedentes disciplinarios.

Artículo 115. Funciones de las comisiones regiona-
les de carrera y mejoramiento de la gestión judicial. Le 
corresponden las siguientes atribuciones:

1. Implementar y mantener el Sistema Integrado de 
Gestión y Mejoramiento de la Calidad y Medio Am-
biente en los procesos administrativos y judiciales al 
interior de su respectiva región. 

2. Administrar la Carrera Judicial en su región, con 
sujeción a las directrices de la Comisión de Carrera Ju-
dicial y la Gerencia de la Rama Judicial.

3. Desarrollar procesos de comunicación institucio-
nal para acercar la justicia al ciudadano y hacer posible 
la visibilidad y transparencia de la rama judicial.

4. Llevar el control del rendimiento y gestión de los 
despachos judiciales mediante los mecanismos e índi-
ces correspondientes. 
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5. Practicar visita general a todos los despachos ju-
diciales de su territorio por lo menos una vez al año, 

el despacho de los asuntos a su cargo y procurar las 
soluciones a los casos de congestión que se presenten.

6. Coordinar y apoyar en su respectiva región el 
plan de capacitación, desarrollo y bienestar social de la 
Rama Judicial conforme a las políticas del Consejo de 
Gobierno Judicial. 

7. Ejercer la vigilancia judicial para que la justicia 

desempeño de las labores de funcionarios y empleados 
conforme lo disponga la Gerencia de la Rama Judicial. 

8. Poner en conocimiento de las Comisiones Sec-
cionales y Juzgados de Disciplina las situaciones y 
conductas que puedan constituir faltas disciplinarias, 
así como a las autoridades penales, las que puedan con-

-
dos residencias temporales fuera de esta.

10. Fijar la programación anual de la cobertura del 
servicio de los sistemas judiciales y de las acciones 
constitucionales que lo requieran, durante la época de 

11. Efectuar la redistribución de los despachos y 
cargos judiciales, en los respectivos Distritos de su 
jurisdicción, de acuerdo al mapa judicial teniendo en 
cuenta la demanda de la justicia y la capacidad de res-
puesta del aparato de justicia.

12. Regular y hacer seguimiento el reparto y la re-
distribución de procesos en los Distritos de su juris-
dicción.

13. Formular propuestas de reordenamiento para la 
creación de cargos permanentes y de descongestión de 

metas conforme a las directrices y políticas del Consejo 
de Gobierno Judicial.

14. Elaborar el mapa judicial de su jurisdicción, 
conforme a las directrices que establezca en Consejo 
de Gobierno Judicial.

15. Conformar en su región el registro de forma-
dores que ejercen como facilitadores en la Escuela 
Judicial.

16. Otorgar comisión de servicios a los servidores 
judiciales para que asistan a las capacitaciones a las 
cuales sean convocados.

17. Fijar el horario de atención al público en los 
despachos y demás dependencias judiciales y admi-
nistrativas.

18. Articular y participar en los diferentes Comi-
tés intra e inter institucionales previstos por la ley o el 

transparencia, la calidad y el buen nombre de la admi-
nistración de justicia.

19. Establecer los servicios administrativos comu-
nes a los despachos judiciales, según las directrices 
impartidas por el Consejo de Gobierno Judicial y la 
Gerencia de la Rama Judicial.

20. Implementar y coordinar los modelos de gestión 

21. Velar por que se cumplan los objetivos misiona-
les en las dependencias mencionadas en el numeral an-
terior y elaborar conjuntamente con sus coordinadores 
los informes de gestión anuales. 

22. Estudiar y emitir concepto de las peticiones de 
traslado de jueces y empleados de su misma región 

Rama Judicial.
23. Trasladar transitoriamente por necesidades del 

servicio empleados de un despacho judicial a otro; de 
los centros de servicios a los despachos judiciales o vi-
ceversa.

24. Ejercer el control interno frente al funciona-
miento de la administración de justicia, para lo cual las 

-
critas a las Comisiones Regionales de Carrera y Mejo-
ramiento de la Gestión Judicial.

25. Velar por los derechos de los usuarios de la 
justicia.

26. Decidir sobre las solicitudes de permiso de estu-
dio que eleven los servidores de la Rama Judicial.

27. Decidir sobre las solicitudes de permiso de do-
cencia que eleven los servidores de la Rama Judicial 
conforme al parágrafo 2° del artículo 174 de la presente 
ley.

28. Servir de órgano de interlocución con las demás 
entidades que hacen parte de los distintos sistemas ju-
rídicos, para garantizar el buen funcionamiento de la 
administración de justicia en las respectivas regiones.

29. Designar y remover a los empleados a su cargo.
30. Decidir sobre la redistribución de procesos para 

fallo o bien sin trámite, que tengan los juzgados de las 
distintas especialidades, permanentes o de desconges-
tión, entre los despachos del mismo Distrito o Circuito 
de igual Categoría o Nivel o de diferente Sección debi-
do a que por circunstancias particulares y/o de deman-
da de justicia, o cambio de normatividad, no reciben la 

homólogos de otras Secciones.
31. Decidir sobre la suspensión o restricción del re-

parto a uno o varios despachos judiciales, permanentes 
o de descongestión, en los casos que así lo ameriten o 
como medida para nivelar cargas de los despachos del 
mismo Distrito o Circuito de igual Categoría o Nivel 
o diferente Sección, que por razones del servicio, por 
circunstancias particulares y/o de demanda de justicia, 

-
tidad de procesos en comparación con sus homólogos. 

33. Especializar los juzgados de su Distrito o Cir-
cuito en causas orales, en causas escritas o volverlos 

34. Efectuar nombramientos, permisos, traslados, 
declarar el abandono del cargo, iniciar acciones disci-
plinarias o penales y demás actuaciones administrati-
vas propias de los nominadores, cuando la autoridad 
competente que deba efectuarlas se encuentre en vaca-
ciones, licencias o permisos, mientras se provee o da 

aviso inmediato una vez retorne a sus funciones, por 
necesidades inaplazables del servicio. 

35. Corresponde al presidente de la comisión otor-
gar los permisos al personal que labore en estas comi-
siones.
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36. Las demás funciones inherentes a su naturaleza, 
las previstas en la ley, los reglamentos y los Acuerdos 
del Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la 
Rama Judicial.

Parágrafo transitorio. Las funciones asignadas a las 
Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de 
la Judicatura en las diversas disposiciones legales y re-
glamentarias no asignadas a los nuevos órganos, serán 
competencia de las Comisiones Regionales de Carrera 
y Mejoramiento de la Gestión Judicial.

Artículo 116. Vigilancia judicial administrativa. 
Como función de las Comisiones Regionales de Ca-
rrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, estará la 
de atender el procedimiento de la vigilancia judicial 

decisiones judiciales se adopten oportunamente con el 

si a ello hubiere lugar, en cuyo examen, deberá identi-
-

ciones de congestión o causas ajenas a la voluntad del 
funcionario.

-
tará a cargo de las Comisiones Regionales de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial, sin que les sea da-
ble examinar el contenido de las decisiones judiciales, 
amparadas por el fuero de autonomía e independencia. 
En caso de establecerse situaciones de congestión, di-
chas Comisiones gestionarán ante las instancias del 
caso, las soluciones pertinentes.

Los lineamientos serán regulados por la Gerencia 
de la Rama Judicial, teniendo en cuenta que se trata de 
una herramienta de acompañamiento y fortalecimiento 
de las competencias de los servidores judiciales para el 
mejoramiento de su función y del servicio a su cargo. 
Por tal razón, de la misma podrán derivarse planes de 
acción y de mejoramiento con los respectivos despa-
chos judiciales.

Artículo 117. Coordinación. Sin perjuicio de su au-
tonomía, las Comisiones Regionales de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial obrarán como entes 
de integración y coordinación entre las diferentes es-
pecialidades de la Rama Judicial, así como entre los 
órganos que la componen y las demás Ramas del Poder 
Público.

3. De los Consejos Distritales de Asesoría y Apoyo
Artículo 118. De nición. Los Consejos Distritales 

de Asesoría y Apoyo son órganos no permanentes, in-
tegrados por los Presidentes de los Tribunales y la Co-
misión Seccional de Disciplina Judicial, un represen-
tante de los jueces, un representante de los empleados 
de los despachos judiciales, y el Gerente del respectivo 
Distrito Judicial, que se reunirá de manera ordinaria y 
extraordinaria, conforme lo disponga el reglamento del 
Consejo de Gobierno Judicial.

Parágrafo. El Presidente de la Comisión Regional 
de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial podrá 
convocar a los Consejos Distritales de Asesoría y Apo-
yo que se encuentren en su ámbito de competencia te-

relacionados con el mejoramiento de la administración 
de justicia.

Artículo 119. Funciones de los consejos distritales. 
Los Consejos Distritales ejercerán las siguientes fun-
ciones:

1. Participar activamente en la formulación del plan 
sectorial de desarrollo de la rama judicial, dando a co-
nocer las necesidades y propuestas para atender la de-
manda oportuna de justicia. 

2. Dar insumos para la adopción de medidas de re-
ordenamiento territorial que propendan por el acceso, 

por parte de los órganos responsables del sistema de 
gobierno judicial.

3. Presentar propuestas de reglamentos y modelos 

órganos responsables del sistema de gobierno judicial.
4. Formular propuestas de bienestar de los servido-

res judiciales y salud ocupacional al Consejo de Go-
bierno Judicial y a la Gerencia de la Rama Judicial.

5. Presentar propuestas de formación judicial de los 
servidores judiciales ante la Escuela Judicial.

6. Servir de órgano de comunicación entre sus pares 
y entidades relacionadas con los distintos sistemas jurí-
dicos en procura de la solución de los inconvenientes y 
barreras que afecten el funcionamiento de los mismos.

7. Elaborar, previa convocatoria y audiencia públi-
ca, las ternas para Gerente Regional, y remitirlas a la 
Gerencia de la Rama Judicial para su nombramiento.

4. De las Gerencias del Distrito Judicial
Artículo 120. Gerencias de Distrito Judicial. El 

Consejo de Gobierno Judicial, dentro del mes siguien-
te a la expedición de esta ley, adoptará las decisiones 
que sean necesarias para poner en funcionamiento la 

cargo de un Gerente, para lo cual creará en cada ca-
becera de distrito judicial las dependencias y cargos 
necesarios para el ejercicio efectivo de las funciones 

principio de desconcentración.
Parágrafo. La designación del Gerente de Distrito 

Judicial estará a cargo del Gerente de la Rama Judicial, 
con base en las ternas conformadas por los Consejos 
Distritales de Asesoría y Apoyo, previa reglamentación 
expedida por el Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 121. Funciones de los gerentes de Distrito 
Judicial. Al Gerente de Distrito Judicial le correspon-
den las siguientes atribuciones: 

1. Administrar los bienes y recursos destinados para 
el funcionamiento de la Rama Judicial y responder por 
su correcta aplicación o utilización, en el respectivo 
Distrito Judicial.

2. Suscribir en nombre de la Nación-Consejo de 
Gobierno Judicial los actos y contratos que deban otor-
garse o celebrarse en su jurisdicción. Tratándose de 
contratos que superen la suma de mil (1000) salarios 
mínimos legales mensuales, se requerirá la autoriza-
ción previa de la Comisión Regional de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial.

3. Elaborar y presentar al Consejo de Gobierno Ju-
dicial y a la Comisión Regional de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial los balances y estados 

4. Representar a la Nación-Rama Judicial en los 
procesos judiciales para lo cual podrá constituir apode-
rados especiales; 
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5. Enviar al Consejo Gobierno Judicial a más tar-
dar en el mes de diciembre de cada año los informes, 
cómputos y cálculos necesarios para la elaboración del 
proyecto de presupuesto de la Rama Judicial del año 
siguiente. Así mismo emitir los informes que en cual-
quier tiempo requiera dicho Consejo. 

6. Actuar como ordenador del gasto para el cum-
plimiento de las obligaciones que correspondan, en la 
respectiva territorialidad.

7. Gestionar ante las autoridades competentes la 
adopción de las medidas necesarias para la protec-
ción y seguridad de los funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial.

8. Presentar al Consejo de Gobierno Judicial pro-
yectos de inversión para el desarrollo armónico de la 
infraestructura y adecuada gestión de los despachos 
judiciales. 

9. Responder por el manejo de archivo y correspon-
dencia en su respectivo Distrito Judicial.

10. Apoyar la implementación de la gestión tecno-
lógica.

11. Manejo del almacén y atender los requerimien-
tos de bienes y servicios.

12. Administrar títulos y depósitos judiciales.
13. Asistir a las convocatorias que le formulen las 

Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de 
la Gestión Judicial, así como los Consejos Distritales 
de Asesoría Apoyo, para el mejoramiento de la Admi-
nistración de Justicia en la respectiva región o distrito.

14. Las demás funciones previstas en la ley y en los 
reglamentos.

Parágrafo. Los Gerentes de Distrito Judicial debe-
-

inferior a ocho (8) años, cinco (5) de los cuales deberán 
ser en administración pública.  

Su categoría, prerrogativas y remuneración serán 
establecidas por el Consejo de Gobierno Judicial.

Artículo 122. Plan de desarrollo de la Rama Ju-
dicial. El Plan Sectorial de Desarrollo para la Rama 
Judicial debe comprender, entre otros, los siguientes 
aspectos:

estatal con el objeto de permitir el acceso real a la ad-
ministración de justicia.

2. La eliminación del atraso y la congestión de los 
despachos judiciales.

3. Los programas de formación, capacitación y 
adiestramiento de funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial.

4. Los programas de inversión para la moderniza-
ción de las estructuras físicas y su dotación, con la des-
cripción de los principales subprogramas.

-
logía para la elaboración del plan sectorial de desarro-
llo para la Rama Judicial y de los proyectos que deban 
ser sometidos a la consideración del Gobierno con el 
objeto de que sean incluidos en los proyectos del Plan 
Nacional de Desarrollo y Plan Nacional de Inversión.

Para tal efecto consultará las necesidades y propues-
tas que tengan las distintas jurisdicciones, previo dili-

genciamiento de los formularios correspondientes por 
parte de los presidentes de la Corte Constitucional, de 
la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado. 

Las Comisiones Regionales de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial reportarán para el mis-
mo propósito el resultado de sus visitas a los Despa-
chos Judiciales y presentarán los proyectos que con-
tengan las necesidades de sus regiones debidamente 
sustentadas.

El Plan de Desarrollo que adopte el Consejo de Go-
bierno Judicial se entregará al Gobierno en sesión es-
pecial.

El Consejo de Gobierno Judicial, por conducto de 
la Gerencia de la Rama Judicial, solicitará del Depar-
tamento Nacional de Planeación el registro de los pro-
yectos de inversión que hagan parte del Plan Sectorial 
de Desarrollo de la Rama Judicial en el Banco de Pro-
gramas y Proyectos de Inversión Nacional.

Artículo 123. Elaboración del proyecto de presu-
puesto para la Rama Judicial. El proyecto de presu-

Sectorial de Desarrollo, y se elaborará con sujeción a 
las siguientes reglas:

1. El Consejo de Gobierno Judicial consultará las 
necesidades y propuestas que tengan las distintas juris-
dicciones, para lo cual oirá a los Presidentes de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado y recibirá el reporte de las Comisio-
nes Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Ges-
tión Judicial en lo relativo a los Tribunales y Juzgados.

2. El proyecto que conforme a la metodología y a 
las directrices que señale el Consejo de Gobierno Ju-
dicial, elaboren sus correspondientes unidades operati-
vas, será sometido a la consideración de esta dentro de 
los diez primeros días del mes de marzo de cada año.

3. El Consejo de Gobierno Judicial discutirá y adop-
tará el proyecto dentro de los meses de marzo y abril y 
previo concepto de la Comisión Interinstitucional de la 
Rama Judicial, lo entregará al Gobierno Nacional, para 
efecto de la elaboración del proyecto de Presupuesto 
General de la Nación, en sesión especial.

Artículo 124. Del principio de legalidad en los 
trámites judiciales y administrativos. La facultad del 
Consejo de Gobierno Judicial para regular los trámi-
tes judiciales y administrativos que se adelanten en los 
despachos judiciales, en ningún caso comprenderá la 
regulación del ejercicio de las acciones judiciales ni de 
las etapas del proceso que conforme a los principios de 
legalidad y del debido proceso corresponden exclusi-
vamente al legislador.

Parágrafo. Los Magistrados Auxiliares del Conse-
jo de Estado, de la Corte Suprema de Justicia y de la 
Comisión Nacional de Disciplina Judicial podrán ser 
comisionados para la práctica de pruebas para adoptar 
decisiones relacionadas con asuntos de trámite o sus-
tanciación para resolver los recursos que se interpon-
gan en relación con las mismas.

CAPÍTULO II
Del Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales
Artículo 125. Creación. Créase el Sistema Nacional 

de Estadísticas Judiciales, el cual tendrá por objeto el 
acopio, procesamiento y análisis de información que 
contribuya a mejorar la toma de decisiones adminis-
trativas en el sector justicia, al llevar el seguimiento 
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al rendimiento y desempeño de las corporaciones y 
despachos judiciales y a proveer la información básica 
esencial para la formulación de la política judicial y 
criminal del país.

Forman parte del Sistema Nacional de Estadísticas 
Judiciales:

1. Los Órganos que integran la Rama Judicial.
2. El Ministerio de Justicia y del Derecho.
3. El Ministerio de Salud Pública.
4. El Departamento Nacional de Planeación.
5. El Departamento Administrativo Nacional de 

Estadística.
6. La Agencia Nacional de Inteligencia.
7. El Director de la Policía Nacional
8. El Director del Instituto de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses.
La coordinación del Sistema Nacional de Estadísti-

cas Judiciales estará a cargo de la Gerencia de la Rama 
Judicial, la cual acopiará, procesará y reproducirá toda 
la información que sea requerida por las entidades 
usuarias para la adopción de políticas relacionadas con 
el sector.

La Gerencia de la Rama Judicial guardará la reserva 
de los documentos e informaciones que conforme a la 
Constitución y la ley revistan ese carácter.

Artículo 126. Reporte de información. Las entida-
-

dística referida al sector justicia, deberán reportar esta 
información a la Gerencia de la Rama Judicial en la 
forma y con la periodicidad que éste determine.

Artículo 127. Informes que deben rendir los des-
pachos judiciales. La Corte Constitucional, la Corte 
Suprema, el Consejo de Estado, la Fiscalía General de 
la Nación, la Comisión Nacional de Disciplina Judi-
cial, los Tribunales y los juzgados deberán presentar 
los informes que solicite la Gerencia de la Rama Ju-
dicial y las Comisiones Regionales de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial para el ejercicio de 
sus funciones, de acuerdo con la periodicidad prevista 
en el respectivo reglamento emitido por el Consejo de 
Gobierno Judicial.

Artículo 128. Funciones especiales de la gerencia 
de la Rama Judicial. La Gerencia de la Rama Judicial, 
con la colaboración de las entidades que conforman el 
Sistema Nacional de Estadísticas Judiciales, cumplirá 
las siguientes funciones:

1. Elaborará el Plan Estadístico Judicial el cual será 
consolidado con el plan Estadístico Nacional. 

2. Coordinará el trabajo estadístico tanto de las en-
tidades productoras como de las entidades usuarias del 
sector. 

4. Organizará y administrará el centro de documen-
tación socio jurídica y el Banco de Datos Estadísticos, 
como fuente de consulta permanente. 

5. Elaborará un Anuario Estadístico con el objeto de 
registrar el comportamiento histórico de las variables 
representativas de los programas del sector y de la jus-
ticia en general. 

6. Desarrollará estudios analíticos sobre la base de 
la información estadística recopilada. 

7. Fomentará el intercambio informativo y biblio-

el objeto de mantener actualizado el centro de docu-
mentación. 

8. Las demás funciones que le sean asignadas y que 
correspondan a la naturaleza del Sistema Nacional de 
Estadísticas Judiciales.

Artículo 129. Comité Técnico Interinstitucional. 
Créase el Comité Técnico Interinstitucional confor-
mado por todos los directores de los organismos que 
forman parte del Sistema Nacional de Estadísticas Ju-
diciales, el cual estará presidido por el Gerente de la 
Rama Judicial. Como Secretario del mismo actuará el 
delegado del Departamento Nacional de Planeación. 

El Comité tiene por objeto implantar y desarrollar 
de manera coordinada los intercambios electrónicos 
entre todos los organismos que forman parte del Siste-
ma Nacional de Estadísticas Judiciales. Para tal efecto, 
dictará todas las disposiciones indispensables a la inte-
roperabilidad técnica y funcional del Sistema. Así mis-
mo, el Comité tiene a su cargo el buen funcionamiento 
de la red telemática que será perfeccionada por todos 
los organismos que forman parte del Sistema, la cual 
se deberá implantar en un plazo máximo de dos años 
contados, a partir de la vigencia de la presente ley, y del 
control de su funcionamiento. 

Habrá Comités Técnicos Interinstitucionales Regio-
nales, presididos por el Consejo de Carrera, Adminis-
tración y Mejoramiento Judicial correspondiente, con-
forme al reglamento que para tales efectos expida el 
Gerente de la Rama Judicial. 

CAPÍTULO II
Organización y Reordenamiento  

Territorial y Funcional
Artículo 130. Desconcentración y división del te-

rritorio para efectos judiciales. Con el objeto de des-
concentrar el funcionamiento de la administración de 
justicia, y sin perjuicio de lo dispuesto en normas espe-
ciales, para efectos judiciales, el territorio de la nación 
se divide en distritos judiciales o distritos judiciales 
administrativos y estos en circuitos. En la jurisdicción 
ordinaria, los circuitos estarán integrados por jurisdic-
ciones municipales.

La división judicial podrá no coincidir con la divi-
sión político administrativa y se hará procurando rea-
lizar los principios de fácil acceso, proporcionalidad 
de cargas de trabajo, proximidad y fácil comunicación 
entre los distintos despachos, cercanía del juez con los 
lugares en que hubieren ocurrido los hechos, oportuni-
dad y celeridad del control ejercido mediante la segun-

demanda de justicia.
Artículo 131. Reglas para la división judicial del 

territorio. 
efectos judiciales se hará conforme a las siguientes re-
glas:

1. Son unidades territoriales para efectos judiciales 
los Distritos, los Circuitos y los municipios.

2. La División del territorio para efectos judiciales 
puede no coincidir con la división político administra-
tiva del país.



GACETA DEL CONGRESO  922  Jueves, 12 de noviembre de 2015 Página 25

3. El Distrito Judicial está conformado por uno o 
varios circuitos.

4. El Circuito Judicial está conformado por uno o 
varios municipios, pertenecientes a uno o varios depar-
tamentos.

5. Una determinada unidad judicial municipal podrá 
estar conformada por varios municipios, con sede en 
uno de ellos.

6. Por razones de servicio podrá variarse la com-
-

porando a un Distrito, municipios que hacían parte de 
otro. Así mismo podrá variarse la distribución territo-
rial en el distrito, creando, suprimiendo o fusionando 
circuitos, o cambiando la distribución de los munici-
pios entre estos.

-
nal y de circuito podrá variarse disponiendo una nueva 
sede territorial en un municipio distinto dentro de la 
respectiva unidad territorial.

El Consejo de Gobierno Judicial, por intermedio de 
las Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramien-
to de la Gestión Judicial, evaluará cuando menos cada 
dos años la división general del territorio para efectos 
judiciales y hará los ajustes que sean necesarios, sin 
perjuicio de las facultades que deba ejercer cada vez 
que sea necesario.

justicia, los juzgados, cualquiera sea su categoría, po-
drán ejercer su jurisdicción en todo el Distrito Judicial 
al cual pertenecen, en los casos que determinen las Co-
misiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de la 
Gestión Judicial. 

Artículo 132. Organización básica de los despa-
chos judiciales. La organización básica interna de cada 
despacho judicial será establecida por el Consejo de 
Gobierno Judicial, con sujeción a los siguientes pará-
metros:

1. Las competencias asignadas por la ley, el volu-
men promedio de los asuntos y el nivel estimado de 
rendimiento.

2. Las necesidades que existan en materia de asis-
tencia y asesoría en distintas disciplinas.

3. Los requerimientos reales de personal auxiliar 

Para estos efectos se considerarán los informes y 
estudios presentados por las respectivas Comisiones 
Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 
Judicial.

Artículo 133. Redistribución de los despachos judi-
ciales. La redistribución de despachos judiciales puede 
ser territorial o funcional, y en una sola operación pue-
den concurrir las dos modalidades.

Por virtud de la redistribución territorial el Con-
sejo de Gobierno Judicial podrá disponer que uno o 
varios juzgados de Circuito o Municipales se ubiquen 
en otra sede, en la misma o en diferente comprensión 
territorial.

En ejercicio de la redistribución funcional, los 
miembros de dedicación exclusiva del Consejo de Go-
bierno Judicial, podrán disponer que los despachos de 
uno o varios magistrados de tribunal, o de uno o varios 
juzgados se transformen, conservando su categoría, a 

una especialidad distinta de aquella en la que venían 
operando dentro de la respectiva jurisdicción.

Los funcionarios y empleados transformados a car-
gos en despachos que son objeto de redistribución pres-
tarán sus servicios en el nuevo destino que les corres-
ponda de conformidad con lo dispuesto en este artículo.

Los funcionarios, secretarios, auxiliares de Magis-
-

nados en carrera que, por virtud de la redistribución 
prevista en este artículo, queden ubicados en una es-
pecialidad de la jurisdicción distinta de aquella en la 
cual se encuentran inscritos, podrán optar, conforme lo 
reglamente el Consejo de Gobierno Judicial, por una de 
las siguientes alternativas:

1. Solicitar su inscripción en el nuevo cargo al que 
fueron destinados.

2. Sin solución de continuidad en su condición de 
carrera, prestar de manera provisional sus servicios en 
el nuevo cargo, con el derecho a ser incorporados en el 
primer cargo de la misma especialidad y categoría de 
aquel en el que se encuentren inscritos en el que exista 

-
visto en provisionalidad.

3. Retirarse transitoriamente del servicio, con el de-
recho a ser incorporados en el primer cargo de la misma 

-
nitiva en el Distrito aun cuando esté provisto en provi-
sionalidad. En este caso, el cargo que quedare vacante 
por virtud de la declinación del funcionario se proveerá 
conforme a las normas que rigen la carrera judicial.

-
gundo de este artículo, si el funcionario o empleado no 
acepta la designación en el primer cargo vacante de su 
misma especialidad y categoría, o transcurren seis me-
ses sin que exista vacancia disponible, será inscrito en 
el cargo en el cual por virtud de éste la redistribución 
esté prestando sus servicios. En el mismo evento de no 
aceptación el funcionario o empleado que hubiese op-
tado por la alternativa prevista en el numeral tercero 
se entenderá que renuncia a sus derechos de carrera y 
quedará desvinculado de la misma.

Artículo 134. Creación, fusión y supresión de des-
pachos judiciales. La creación de Tribunales o de sus 
Salas y de los juzgados, se debe realizar en función de 
áreas de geografía uniforme, los volúmenes demográ-

-
ferentes ramas del derecho y la existencia de vías de 
comunicación y medios de transporte que garanticen a 
la población respectiva un fácil acceso al órgano juris-
diccional.

La fusión se hará conforme a las siguientes reglas:
1. Solo podrán fusionarse Tribunales, Salas o Juzga-

dos de una misma Jurisdicción.
2. Los despachos que se fusionen deben pertenecer 

a una misma categoría.
3. Pueden fusionarse Tribunales, Salas y Juzgados 

de la misma o de distinta especialidad.
De la facultad de supresión se hará uso cuando 

disminuya la demanda de justicia en una determinada 
especialidad o comprensión territorial, o cuando se ad-
vierta una mayor demanda de justicia en otras sedes 
territoriales.
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La supresión de despachos judiciales implica la su-
presión de los cargos de los funcionarios y empleados 
vinculados a ellos.

Parágrafo. La función de crear, fusionar o suprimir 
Despachos Judiciales de que trata el presente artículo 
está en cabeza del Consejo de Gobierno Judicial. 

Artículo 135. Supresión de cargos. En el evento de 
supresión de cargos de funcionarios y empleados es-
calafonados en la carrera judicial ellos serán incorpo-

su misma denominación, categoría y especialidad que 
exista en el distrito, sin que al efecto obste la circuns-
tancia de encontrarse vinculado al mismo, persona de-
signada en provisionalidad.

Artículo 136. Estudios especiales. Los planes de de-
sarrollo, los presupuestos y su ejecución, la división del 
territorio para efectos judiciales, la ubicación y redistri-
bución de despachos judiciales, la creación, supresión, 
fusión y traslado de cargos en la administración de jus-
ticia, deben orientarse a la solución de los problemas 
que la afecten, de acuerdo con el resultado de estudios, 
especialmente de orden sociológico, que deben realizar 
anualmente los miembros de dedicación exclusiva del 
Consejo de Gobierno Judicial, con el apoyo de las Co-
misiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de la 
Gestión Judicial.

Tales estudios deben incluir, entre otras cosas, en-
cuestas tanto al interior de la Rama como entre los 
usuarios de la misma, que permitan establecer, en for-
ma concreta, la demanda de justicia no satisfecha, las 
cargas de trabajo en términos de tiempos y movimien-
tos, el costo de operación y los sectores donde se pre-
senten los mayores problemas para gozar de una con-

Artículo 137. Zonas judiciales especiales de fron-
tera. Créanse las zonas judiciales especiales de fron-
tera. La ley determinará su jurisdicción y funciona-
miento.

Artículo 138. Ampliación de competencias. Las Co-
misiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de la 
Gestión Judicial podrán ampliar la competencia terri-
torial de los Juzgados del Circuito y de los Juzgados 
Municipales hacia otras esferas dentro del marco de 
su propia competencia, cuando sea necesario por ra-
zones del servicio o para garantizar un mejor acceso a 
la administración de justicia. Con todo, deberán velar 
porque en ningún caso dichas decisiones afecten los 
derechos de las partes dentro del proceso. A nivel de 
Tribunales, la facultad para ampliar la competencia te-
rritorial recaerá en el Consejo de Gobierno Judicial en 
pleno.

Artículo 139. Medidas en caso de congestión judi-
cial. En caso de requerirse medidas de descongestión y 
con base en los informes presentados por las Comisio-
nes Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Ges-
tión Judicial, el Consejo de Gobierno Judicial podrá 
decretarlas y aplicar las siguientes:

a) Redistribuir los asuntos de conocimiento de los 
Tribunales y Juzgados, respetando en todo caso los 
factores de competencia y la especialidad funcional de 
cada Despacho.

b) Crear cargos de jueces y magistrados de descon-

c) Salvo en materia penal, seleccionar los procesos 
cuyas pruebas, incluso inspecciones, puedan ser prac-
ticadas mediante comisión conferida por el juez de co-
nocimiento, y determinar los jueces que deban trasla-
darse fuera del lugar de su sede para instruir y practicar 
pruebas en proceso que estén conociendo otros jueces.

d) Vincular de manera transitoria a empleados judi-

en el plan de descongestión de una jurisdicción, de un 

Parágrafo 1º. Las medidas anteriormente mencio-
nadas son meramente enunciativas, y podrán variar de 
acuerdo con las necesidades del servicio. En todo caso, 
las mismas tendrán un carácter transitorio y deberán 
consultar el Plan Sectorial y Nacional de Desarrollo.

Parágrafo 2º. Las Comisiones Regionales de Carre-
ra y Mejoramiento de la Gestión Judicial deberán en-
viar los reportes de congestión judicial dentro de los 5 
primeros días de cada trimestre, de conformidad con la 
información estadística recaudada y los indicadores de 
oferta y demanda de justicia recaudados por la Geren-
cia Seccional de cada distrito.

Artículo 140. Comunicación y divulgación. Ningún 
servidor público podrá en materia penal o disciplinaria 
divulgar, revelar o publicar las actuaciones que conoz-
ca en ejercicio de sus funciones y por razón de su acti-

de acusación o el auto de formulación de cargos, res-
pectivamente.

Por razones de pedagogía jurídica y del interés ge-
neral, los funcionarios de la Rama Judicial podrán in-
formar sobre el contenido y alcance de las decisiones 
judiciales. Tratándose de corporaciones judiciales, las 
decisiones serán divulgadas por conducto de sus pre-
sidentes.

-
poración para tal efecto o en las secretarías de los de-
más despachos judiciales, salvo que exista reserva le-
gal sobre ellas. Toda persona tiene derecho a acceder a 
los archivos que contengan las providencias judiciales 
y a obtener copia, fotocopia o reproducción exacta por 
cualquier medio técnico adecuado, las cuales deberán 
expedirse, a costa del interesado.

Artículo 141. Tecnología al servicio de la adminis-
tración de justicia. El Consejo de Gobierno Judicial 
debe propender por la incorporación de tecnología en 

acceso judicial en línea, en el desarrollo de las audien-
cias virtuales, en la realización de las comunicaciones 

de la prueba judicial electrónica y garantizando una 
seguridad informática para una mayor visibilidad y 
transparencia. Esta acción se enfocará principalmente 
a mejorar la práctica de las pruebas, la formación, con-
servación y reproducción de los expedientes, la comu-
nicación entre los despachos y a garantizar el funciona-
miento razonable del sistema de información.

Los juzgados, tribunales y corporaciones judiciales 
podrán utilizar cualesquier medios técnicos, electróni-
cos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento 
de sus funciones.

Los documentos emitidos por los citados medios, 
cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y 
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garantizada su autenticidad, integridad y el cumpli-
miento de los requisitos exigidos por las leyes pro-
cesales.

Los procesos que se tramiten con soporte informá-

función jurisdiccional por el órgano que la ejerce, así 

los datos de carácter personal que contengan en los tér-
minos que establezca la ley.

TÍTULO SEXTO
DEL RÉGIMEN LABORAL DE LOS SERVIDORES 

DE LA RAMA JUDICIAL
CAPÍTULO I

Disposiciones Generales
Artículo 142. De los servidores de la Rama Judicial 

según la naturaleza de sus funciones. Tienen la calidad 
de funcionarios los magistrados de las corporaciones 

empleados las demás personas que ocupen cargos en 
las corporaciones, despachos judiciales, en la Fiscalía 
General de la Nación y en los órganos y entidades ad-
ministrativas de la Rama Judicial.

La administración de justicia es un servicio público 
esencial.

Artículo 143. Requisitos generales para el desem-
peño de cargos de funcionarios de la rama judicial. 
Para ejercer cargos de magistrado de tribunal, juez de 

-
des y requisitos generales:

1. Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en 
ejercicio y estar en pleno goce de sus derechos civiles;

2. Tener título de abogado expedido o revalidado 
conforme a ley, salvo el caso de los jueces de paz;

3. No estar incurso en causal de inhabilidad o in-
compatibilidad.

Artículo 144. Requisitos adicionales para el desem-
peño de cargos de funcionarios en la rama judicial. 
Para ejercer los cargos de funcionario de la Rama Ju-
dicial deben reunirse los siguientes requisitos adiciona-
les, además de los que establezca la ley:

1. Para el cargo de juez municipal, tener experiencia 
profesional no inferior a cinco años.

2. Para el cargo de juez de circuito o sus equiva-
lentes: tener experiencia profesional no inferior a ocho 
años.

3. Para el cargo de magistrado de tribunal: tener ex-
periencia profesional por lapso no inferior a doce años.

Los delegados de la Fiscalía deberán tener los mis-
mos requisitos exigidos a los funcionarios ante los cua-
les actúan.

Parágrafo 1º. La experiencia de que trata el presen-
te artículo, deberá ser adquirida con posterioridad a la 
obtención del título de abogado en actividades jurídicas 
ya sea de manera independiente o en cargos públicos 
o privados o en el ejercicio de la función judicial. En 
todo caso, para estos efectos computará como expe-
riencia profesional la actividad como empleado judi-
cial que se realice con posterioridad a la obtención del 
título de abogado.

Artículo 145. Requisitos para el desempeño de car-
gos de empleados de la Rama Judicial. Los empleados 
de la Rama Judicial deberán ser ciudadanos en ejerci-
cio y reunir las condiciones y requisitos que para cada 
cargo establezca la ley.

Artículo 146. Clasi cación de los empleos. Son de 
período individual los cargos de magistrado de la Cor-
te Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado, de la Comisión Nacional de Dis-
ciplina Judicial, de Fiscal General de la Nación y de 
Gerente de la Rama Judicial.

-
teriores permanecerán en sus cargos durante todo el 
período, salvo que antes de su vencimiento intervenga 
sanción disciplinaria de destitución por mala conducta 
o lleguen a la edad de retiro forzoso.

Es obligación de cada funcionario y del presidente 
de la corporación, informar con seis meses de anticipa-
ción a la Gerencia de la Rama Judicial de la fecha en 
que se producirá el vencimiento de su período, con el 
objeto de que se proceda a elaborar la lista de candida-
tos que deba reemplazarlo.

Son de libre nombramiento y remoción los cargos 
de magistrado auxiliar, abogado asistente y sus equi-
valentes; los cargos de los despachos de magistrados 
enunciados en los incisos anteriores, los adscritos a la 
presidencia y vicepresidencia de estas corporaciones; 
los de los secretarios de esas corporaciones; los cargos 
de los despachos de los magistrados de las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial, de las Comisiones 
Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 

-
neral de la Nación, secretario general, directores nacio-
nales; directores regionales y seccionales, los emplea-

la Secretaría General, y los de Fiscales Delegados ante 
la Corte Suprema de Justicia. Estos cargos no requieren 

Son de Carrera los cargos de magistrado de los Tri-
bunales Superiores de Distrito Judicial y de los Tribu-
nales Contencioso Administrativos y de las Comisio-
nes Seccionales de Disciplina Judicial, de los Consejos 
de Administración y de Mejoramiento Judicial; de los 

de la república, y los demás cargos de empleados de la 
Rama Judicial.

Artículo 147. Autoridades nominadoras de la Rama 
Judicial. Las autoridades nominadoras de la Rama Ju-
dicial, son: 

1. Para los cargos de las corporaciones: Las respec-
tivas corporaciones en pleno. 

2. Para los cargos adscritos a las presidencias y vi-
cepresidencias: La respectiva corporación o sala. 

3. Para los cargos de las salas: La respectiva sala. 
4. Para los cargos del despacho de los magistrados: 

El respectivo magistrado. 
5. Para los cargos de magistrados de los tribunales: 

La Corte Suprema de Justicia o el Consejo de Estado, 
o la Corte Constitucional según el caso. Respetando 
siempre las listas de elegibles, o en su defecto, median-
te convocatoria pública.

6. Para los cargos de magistrados de las Comisiones 
Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 
Judicial: El gerente de la Rama Judicial. 
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7. Para los cargos de jueces de la república: El 
respectivo tribunal, respetando siempre las listas de 
elegibles, incluso cuando se debe proveer el cargo en 
provisionalidad o en su defecto, mediante convocatoria 
pública.

8. Para los cargos de magistrado de las Comisiones 
Seccionales de Disciplina Judicial, la Comisión Nacio-
nal de Disciplina Judicial.

9. Para los cargos de los juzgados: El respectivo 
juez, respetando siempre las listas de elegibles o en su 
defecto, mediante convocatoria pública.

10. Para los cargos de Director de Unidad y Jefe de 
División de la Gerencia de la Rama Judicial, el Gerente 
de la Rama Judicial.

11. Para los cargos de las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial, la Comisión; y, 

12. Para los cargos de las Unidades de la Gerencia 
de la Rama Judicial, el gerente de la Rama Judicial.

13. Para los cargos de empleados de las Comisiones 
Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 

-
gionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Ju-
dicial.

Artículo 148. Formas de Provisión de cargos en la 
Rama Judicial. La provisión de cargos en la Rama Ju-
dicial se podrá hacer de las siguientes maneras:

-
nitiva, en cuanto se hayan superado todas las etapas del 
proceso de selección si el cargo es de Carrera, o se trate 
de traslado en los términos del artículo siguiente.

2. En provisionalidad. El nombramiento se hará en 

tanto se pueda hacer la designación por el sistema le-
galmente previsto, que no podrá exceder de seis meses, 
o en caso de vacancia temporal, cuando no se haga la 
designación en encargo, o la misma sea superior a un 
mes. En el nombramiento en provisionalidad se privi-
legiará al funcionario o empleado de Carrera que esté 
ocupando el cargo inmediatamente inferior, siempre 
que cumpla los requisitos para el cargo. En su defecto, 
se hará el nombramiento según el registro de elegibles 
o mediante convocatoria pública. 

Cuando el cargo sea de Carrera, inmediatamente se 
produzca la vacante el nominador solicitará a la Ge-
rencia de la Rama Judicial o al respectivo Comisión 
Regional de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Ju-
dicial, según sea el caso, el envío de la correspondiente 
lista de candidatos, quienes deberán reunir los requisi-
tos mínimos para el desempeño del cargo.

En caso de vacancia temporal en la Corte Suprema 
de Justicia, el Consejo de Estado, la Corte Constitu-
cional o la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, 
la designación se hará directamente por la respectiva 
corporación.

3. En encargo. El nominador, cuando las necesida-
des del servicio lo exijan, podrá designar en encargo a 
un funcionario o empleado que se desempeñe en pro-
piedad, bien en el respectivo despacho o en otro simi-
lar, sin exigir requisitos adicionales, como los contem-
plados en los artículos 136, 137 y 138 de la presente 
ley. Vencido el encargo procederá al nombramiento en 
propiedad o provisionalidad según sea el caso, de con-
formidad con las normas respectivas.

Parágrafo. Cuando a la autoridad nominadora no le 
sea posible efectuar el nombramiento, la Gerencia de 
la Rama Judicial o el respectivo Comisión Regional de 
Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, desig-
nará un encargado mientras se provee la vacante por el 
competente, a quien dará aviso inmediato.

Artículo 149. Término para la aceptación y pose-
sión en el cargo. El nombramiento deberá ser comuni-
cado al interesado dentro de los ocho (8) días siguien-
tes y este deberá aceptarlo o rehusarlo dentro de un 
término igual.

La autoridad competente tendrá cinco (05) días para 
hacer la designación; el elegido dispondrá de diez (10) 
días para tomar posesión del mismo y podrá ser prorro-
gado por un término igual.

Parágrafo. El término para la posesión en el cargo 
podrá ser prorrogado por el nominador por una sola 
vez, siempre que considere justa la causa invocada y 
que la solicitud se formule antes del vencimiento del 
primer término, a solicitud del interesado.

Artículo 150. Traslado. Se produce traslado, previo 
concepto de las Comisiones Regionales de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial, cuando se provee 
un cargo con un funcionario o empleado que ocupa en 

-
goría y para el cual se exijan los mismos requisitos, 
aunque tengan distinta sede territorial. Procede en los 
siguientes eventos:

1. Cuando lo decida la Gerencia de la Rama Judicial 
o las Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento 
de la Gestión Judicial por razones de salud o seguridad 
debidamente comprobadas, que le hagan imposible conti-
nuar en el cargo o por estas mismas razones se encuentre 
afectado o afectada su cónyuge, compañera o compañero 
permanente, descendiente o ascendiente en primer grado 
de consanguinidad o único civil, siempre que ello no im-
plique condiciones menos favorables para el funcionario 
y que medie su consentimiento expreso.

2. Los traslados recíprocos entre funcionarios o 
empleados de diferentes sedes territoriales, solo pro-
cederán previa autorización de la Gerencia de la Rama 
Judicial o de las Comisiones Regionales de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial.

3. Se tendrá en cuenta entre otros factores, la anti-
güedad y la evaluación de servicios.

4. Cuando lo solicite un servidor judicial de Carrera 
-

nitiva.
5. Las solicitudes de traslado como servidor de Ca-

rrera, por razones salud y razones del servicio, deberán 
ser presentadas por escrito, dentro de los primeros cin-
co (5) días hábiles de cada mes, de acuerdo con las pu-
blicaciones que se realicen en el portal web de la Rama 
Judicial.

6. Cuando el interesado lo solicite y la petición esté 
soportada en un hecho que, por razones del servicio, la 
Comisión Regional de Carrera y Mejoramiento de la 

CAPÍTULO II
De las situaciones administrativas

Artículo 151. Situaciones administrativas. Los fun-
cionarios y empleados pueden hallarse en alguna de las 
siguientes situaciones administrativas:
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1. En servicio activo, que comprende el desempeño 
de sus funciones, la comisión de servicios y la comi-
sión especial.

2. Separados temporalmente del servicio de sus fun-
ciones, esto es: en licencia remunerada que comprende 
las que se derivan de la incapacidad por enfermedad o 
accidente de trabajo o por el hecho de la maternidad, y 
las no remuneradas; en uso de permiso, en vacaciones, 
suspendidos por medida penal o disciplinaria o prestan-
do servicio militar.

Artículo 152. Comisión de servicios. La comisión de 

las funciones propias del empleo en lugar diferente al 
de la sede, o para cumplir ciertas misiones, como asistir 
a reuniones, conferencias o seminarios, o realizar visi-
tas de observación que interesen a la administración de 
justicia. Puede dar lugar al pago de viáticos y gastos de 
transporte, conforme a las disposiciones legales y re-
glamentarias sobre la materia, aunque la comisión sea 
fuera del territorio nacional.

Artículo 153. Duración. En el acto administrativo 

su duración. Prohíbase toda comisión de servicios de 
carácter permanente. 

Dentro de los ocho días siguientes al vencimiento 
de toda comisión de servicios, deberá rendirse informe 
sobre su cumplimiento.

Artículo 154. Provisión de la vacante temporal. 
Cuando la comisión de servicios implique la separación 
temporal del ejercicio de funciones, como cuando se 
trate del cumplimiento de misiones especiales que inte-
resen a la administración de justicia, el nominador hará 
la correspondiente designación en encargo. El funcio-
nario en encargo tendrá derecho a percibir la diferencia 
salarial, cuando previamente se hubieren efectuado los 
movimientos presupuestales correspondientes.

Artículo 155. Comisión especial para servidores 
judiciales de Carrera. La Gerencia de la Rama Judi-
cial a través de la Unidad de Administración de la Ca-
rrera Judicial, o a quien esta delegue, puede conferir, 
a instancias de los respectivos superiores jerárquicos, 
comisiones a los magistrados de los tribunales o de las 
Comisiones Seccionales de Disciplina Judiciales, de 
las Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento 
de la Gestión Judicial, a los jueces de la república y 
empleados de Carrera, para adelantar cursos de espe-
cialización y maestría hasta por dos años, para doctora-
do hasta por cinco años y para cumplir actividades de 

o estudios relacionados con las funciones de la Rama 
Jurisdiccional hasta por seis meses. 

Cuando se trate de cursos de especialización o 
maestría que solo requieran tiempo parcial y que no 
afecten la prestación del servicio, la Comisión de Ca-
rrera Judicial y las Comisiones Regionales de Carrera 
y Mejoramiento de la Gestión Judicial podrán autorizar 
permisos especiales.

Artículo 156. Comisión especial. La sala plena de 
la respectiva corporación concederá comisión especial 
hasta por el término de tres meses a los Magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitu-
cional, del Consejo de Estado y de la Comisión Nacio-
nal de Disciplina Judicial, para cumplir actividades de 

o estudios relacionados con las funciones de la Rama 
Jurisdiccional.

Artículo 157. Disponibilidad presupuestal. Toda 
comisión que conlleve erogación con cargo al Tesoro 
Público, solo podrá concederse previa expedición del 

-
puestal.

Artículo 158. Licencia no remunerada. Los funcio-
narios y empleados tienen derecho a licencia no remu-
nerada hasta por tres meses por cada año calendario, en 
forma continua o discontinua según lo solicite el inte-
resado. Esta licencia no es revocable ni prorrogable por 

-
rio. El superior la concederá teniendo en cuenta las ne-
cesidades del servicio. Durante el periodo de licencia, 

Así mismo, se concederá licencia no remunerada a 
los funcionarios y empleados de Carrera para proseguir 
cursos de especialización o maestría hasta por dos años, 
cursos de doctorado hasta por cinco años, o actividades 

-
tado hasta por un año, previo concepto favorable de la 
Unidad de Administración de la Carrera Judicial de la 
Gerencia de la Rama Judicial o a quien esta delegue. 

Parágrafo. Los funcionarios y empleados en Carrera 
también tienen derecho a licencia, cuando hallándose 
en propiedad pasen a ejercer, hasta por el término de 
dos años, un cargo vacante transitoriamente en la Rama 
Judicial, la cual podrá ser prorrogada hasta por otros 
dos años, vencido el cual, deberá reintegrarse al cargo, 
salvo que la Comisión Regional de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial autorice su prórroga de 
acuerdo con las necesidades del servicio. 

Artículo 159. Otorgamiento. Las licencias serán 
concedidas por la Sala de Gobierno de la corporación 
nominadora, o por la entidad o funcionario que haya 
hecho el nombramiento.

Respecto de los funcionarios designados por las cá-
maras legislativas, la licencia la concederá en receso de 
estas, el Presidente de la República.

Artículo 160. Licencia remunerada por luto. Los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial tienen 
derecho a licencia remunerada hasta por cinco (5) días 
en caso de fallecimiento de su cónyuge, compañero o 
compañera permanente, o de un familiar hasta el se-

segundo civil, para lo cual deberán acreditar ante el su-
perior el deceso y el parentesco con el fallecido.

Parágrafo. La solicitud de licencia por luto deberá 
elevarse dentro de los 30 días siguientes al fallecimien-
to y se concederá al día inmediatamente posterior a la 
radicación de la solicitud.

Artículo 161. Licencia por razones de salud. El 
respectivo nominador otorgará licencia por razones de 
salud, con base en la incapacidad médica otorgada por 
la respectiva EPS.

Artículo 162. Solicitud de días compensatorios. Los 
funcionarios que presten turnos de disponibilidad o 
permanencia para el trámite de las acciones de hábeas 
corpus, o con motivo de la función de control de garan-
tías que les sea encomendada, tramitarán la solicitud de 
días compensatorios ante las Comisiones Regionales 
de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial. Para 
dicho efecto se observarán las siguientes reglas:

a) La solicitud se elevará dentro del mes siguiente a 
la prestación efectiva del turno, en la forma en que lo 
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reglamente el Consejo de Gobierno Judicial, incluyen-
do en todo caso la información de las audiencias rea-
lizadas y el día en que se disfrutará el compensatorio.

b) El disfrute del compensatorio solo podrá reali-
zarse dentro del mes siguiente a la prestación efectiva 
del turno. En caso de que el funcionario solicite una 
fecha posterior, la Comisión Regional de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial correspondiente 

mes, contado a partir de la prestación efectiva del tur-
no. Contra dicha decisión no procederá recurso alguno. 

c) Para los turnos de disponibilidad se concederá el 
tiempo compensatorio de manera proporcional al ser-
vicio prestado.

d) Para los turnos de permanencia, se reconocerá 
como compensatorio el mismo número de días hábiles 
en que el funcionario haya prestado el turno.

Parágrafo. Los empleados que acompañen a los 
funcionarios en los turnos de disponibilidad o perma-
nencia, también tendrán derecho a días compensatorios 
siguiendo las reglas contenidas en el presente artículo, 
pero el trámite de las solicitudes estará a cargo del juez 
o magistrado a quien haya asistido el empleado en sus 
turnos. 

Artículo 163. Cómputo de días. En ningún caso los 
días compensatorios se sumarán a los días de permiso 
ordinario, permiso de estudio, licencia o cualquier otra 
situación administrativa para el cómputo máximo de 
días en que se conceden dichas situaciones. 

Artículo 164. Permiso especial de estudio. Los 
funcionarios de la Rama Judicial podrán solicitar un 
máximo de cuatro (4) días hábiles al mes para reali-
zar estudios de posgrado en un área del derecho o en 
un área afín a las Comisiones Regionales de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial. En todo caso no 
podrán concurrir más de tres (3) días hábiles consecu-
tivos durante el mes.

En el acto administrativo que conceda el permiso se 
le advertirá al funcionario que el mismo podrá ser re-
vocado en caso de verse un menoscabo en la prestación 
del servicio de justicia.

La solicitud se presentará, por una sola vez, para 
el tiempo que dure el programa de estudio, aportando 
copia de la admisión del funcionario en el programa, 
copia de la carga académica y del cronograma de acti-

Parágrafo. Los empleados también tendrán derecho 
a permiso especial de estudio siguiendo las mismas re-
glas consagradas en el presente artículo. En todo caso, 
el competente para tramitar el permiso será el ente no-
minador.

Artículo 165. Licencia de maternidad. Las funcio-
narias y empleadas de la Rama Judicial tienen derecho 
a licencia remunerada por maternidad hasta por 14 se-
manas, o 16 en caso de partos múltiples.

Esta licencia será concedida por el respectivo nomi-

el cual debe constar:
1. El Estado de embarazo de la trabajadora;
2. La indicación del día probable del parto, y 
3. La indicación del día desde el cual debe empezar 

la licencia, teniendo en cuenta que, por lo menos, ha de 
iniciarse dos semanas antes del parto.

Artículo 166. Licencia de paternidad. Los funcio-
narios y empleados de la Rama Judicial tienen derecho 
a licencia remunerada por paternidad de ocho (8) días 
hábiles.

Esta licencia será concedida por el respectivo no-
minador, previa presentación del registro civil de na-
cimiento y su trámite deberá adelantarse dentro de los 
treinta (30) días siguientes al nacimiento. 

Artículo 167. Permisos. Los servidores de la Rama 
Judicial tienen derecho a permisos remunerados cada 

reglas:
a) Los magistrados, hasta por cinco (5) días calen-

dario.
b) Los demás funcionarios y empleados, hasta por 

tres (3) días calendario.
Tales permisos serán concedidos por el presidente 

de la corporación a que pertenezca el magistrado o de 
la cual dependa el juez, o por el superior del empleado.

Parágrafo. Los permisos no generan vacante transi-
-

a encargo ni a nombramiento provisional por el lapso 
de su duración.

En caso de permisos, licencias, disfrute de días 
compensatorios, comisión de servicios, se procederá a 
la suspensión del reparto de acciones de tutela, inciden-
tes de desacato y hábeas corpus, siempre y cuando el 
titular del despacho informe con la debida antelación a 

Una vez reintegrado el funcionario, se efectuará la 
correspondiente compensación.

Artículo 168. Invitaciones de gobiernos extranje-
ros. Todos los funcionarios de la Rama Judicial debe-
rán obtener la autorización del Presidente de la Repú-
blica para aceptar cargos, honores o recompensas de 
gobiernos extranjeros u organismos internacionales y 
para celebrar contratos con ellos.

Artículo 169. Vacaciones. Las vacaciones de los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial serán 
individuales. Serán concedidas de acuerdo con la pro-
gramación anual y las necesidades del servicio por la 
Gerencia de la Rama Judicial o las Comisiones Regio-
nales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial.

Artículo 170. Suspensión en el empleo. La suspen-
sión en el ejercicio del empleo se produce como san-
ción disciplinaria o por orden de autoridad judicial.

El funcionario suspendido provisionalmente en un 
proceso penal o disciplinario que sea reintegrado a su 
empleo, tendrá derecho al reconocimiento y pago de la 
remuneración dejada de percibir durante ese período y 
de ese tiempo se le computará para todos los efectos 
legales en los siguientes casos:

1. Cuando el proceso termine por cesación de pro-
cedimiento o por preclusión de la instrucción.

2. Cuando sea absuelto o exonerado.
Cuando la sanción disciplinaria sea suspensión o 

multa se tendrá en cuenta el tiempo que haya estado 
suspendido provisionalmente y se le reconocerá el 
pago de lo que exceda de la sanción impuesta. En caso 
de multa se le descontará del valor que haya que reinte-
grarle por el tiempo que estuvo suspendido.
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Parágrafo. La suspensión en el empleo genera va-
cancia temporal del respectivo cargo. En consecuencia 
la autoridad nominadora procederá a efectuar el respec-
tivo nombramiento provisional o el encargo que corres-
ponda, para la atención de las respectivas funciones.

Artículo 171. Servicio militar. El funcionario o em-
pleado de la Rama que sea llamado a prestar servicio 
militar o convocado en su calidad de reservista, deberá 
comunicarlo a la corporación o funcionario que hizo la 
designación, quien autorizará su separación del servi-
cio por todo el tiempo de la conscripción o de la convo-
catoria y designará su reemplazo, bien sea por vía del 
encargo o nombramiento provisional.

Artículo 172. Retiro del servicio. La cesación de-

casos:
1. Renuncia aceptada.
2. Invalidez absoluta declarada por autoridad com-

petente.
3. Cumplimiento de la edad de retiro forzoso esta-

blecida. 
Cumplida dicha edad, el nominador podrá autorizar 

la continuidad del servidor judicial en el respectivo car-
go hasta por un término de seis (6) meses, a solicitud 
del interesado, vencido el cual se producirá el retiro de-

reconocido o no la pensión de jubilación. 
4. Terminación de medidas de descongestión.
5. Vencimiento del período para el cual fue elegido.
6. Abandono del cargo.
7. Revocatoria del nombramiento.
8. Declaración de insubsistencia, cuyo acto admi-

9. Destitución.
10. Muerte del funcionario o empleado.
Parágrafo. Los Servidores Judiciales de Carrera, que 

como consecuencia de la liquidación, reestructuración, 
supresión o fusión de entidades, organismos o depen-
dencias de la Rama Judicial, o del traslado de funciones 

personal, se les supriman los cargos de los cuales sean 
titulares, tendrán derecho preferencial a ser incorpora-
dos en un cargo igual o equivalente de la nueva planta 
de personal, y de no ser posible podrán optar por ser 
reincorporados a empleos iguales o equivalentes, o a 
recibir indemnización, conforme a la ley.

Para los efectos de reconocimiento y pago de las 
indemnizaciones de que trata el presente parágrafo, el 
tiempo de servicios continuos se contabilizará a partir 
de la fecha de posesión como servidor judicial en la en-
tidad o dependencia en la cual se produce la supresión 
del empleo.

No obstante lo anterior, cuando el cargo que se su-
prime esté siendo desempeñado por un servidor que 
haya optado por la reincorporación y haya pasado a 
este por la supresión del cargo que ejercía en otra en-
tidad o dependencia, o por traslado interinstitucional, 
para el reconocimiento y pago de la indemnización se 
contabilizará además, el tiempo laborado en la anterior 
entidad o dependencia, siempre que no haya sido in-
demnizado en ellas.

CAPÍTULO III
De las inhabilidades, incompatibilidades, deberes  
y derechos de los Servidores de la Rama Judicial

Artículo 173. Inhabilidades para ejercer cargos en 
la Rama Judicial. No podrá ser nombrado para ejercer 
cargos en la Rama Judicial:

1. Quien se halle en interdicción judicial.
2. Quien padezca alguna afección mental que com-

prometa la capacidad necesaria para el desempeño del 
cargo, debidamente comprobada por el Instituto de Me-
dicina Legal y Ciencias Forenses.

3. Quien se encuentre bajo medida de aseguramien-
to que implique la privación de la libertad sin derecho 
a la libertad provisional.

4. Quien esté suspendido o haya sido excluido de 
la profesión de abogado. En este último caso, mientras 
obtiene su rehabilitación.

5. Quien haya sido destituido de cualquier cargo 
público.

6. Quien haya sido declarado responsable de la co-
misión de cualquier hecho punible, excepto por delitos 
políticos o culposos.

7. El que habitualmente ingiera bebidas alcohólicas 
y el que consuma drogas o sustancias no autorizadas o 
tenga trastornos graves de conducta, de forma tal que 
puedan afectar el servicio.

8. Quien haya ejercido, en propiedad, alguno de los 
cargos de Magistrado de la Corte Constitucional, de la 
Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de 
la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, no podrá 
ser reelegido para ninguno de dichos cargos, sino hasta 
transcurrido un año después de haber cesado en el ejer-
cicio de sus funciones.

Parágrafo. Los nombramientos que se hagan en 
contravención de lo dispuesto en el presente artículo y 
aquellos respecto de los cuales surgiere inhabilidad en 
forma sobreviniente, serán declarados insubsistentes 
mediante providencia motivada, aunque el funcionario 
o empleado se encuentre escalafonado en la Carrera 
Judicial.

Artículo 174. Incompatibilidades para ejercer car-
gos en la Rama Judicial. Además de las provisiones 
de la Constitución Política, el ejercicio de cargos en la 
Rama Judicial es incompatible con:

1. El desempeño de cualquier otro cargo retribuido, 
o de elección popular o representación política; los de 
árbitro, conciliador o amigable componedor, salvo que 
cumpla estas funciones en razón de su cargo; de alba-
cea, curador dativo y, en general, los de auxiliar de la 
justicia.

2. La condición de miembro activo de la Fuerza 
Pública.

3. La calidad de comerciante y el ejercicio de fun-

las excepciones legales.
4. La gestión profesional de negocios y el ejercicio 

5. El desempeño de ministerio en cualquier culto 
religioso.

Parágrafo 1º. Estas prohibiciones se extienden a 
quienes se hallen en uso de licencia.
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Parágrafo 2º. Los funcionarios y empleados de la 
Rama Judicial podrán ejercer la docencia universitaria 

-
ras semanales, siempre que no se perjudique el normal 
funcionamiento del despacho judicial. Igualmente, y 
con las mismas limitaciones, podrán realizar labor de 
investigación jurídica e intervenir a título personal en 
congresos y conferencias. Para dichos efectos el ser-
vidor judicial deberá contar con la previa autorización 
del Consejo de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 

despacho se encuentra al día en los asuntos de su com-
petencia y que no se trata de cargos de descongestión. 

Parágrafo 3º. Las inhabilidades e incompatibilida-
des comprendidas en los artículos 173 y 174 se aplica-
rán a los actuales funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial.

Artículo 175. Derechos. Además de los que le co-
rresponden como servidor público, todo funcionario o 
empleado de la Rama Judicial tiene derecho, de acuer-
do con las disposiciones legales y reglamentarias a:

1. Participar en programas de capacitación, siempre 
que no afecte la prestación del servicio.

2. Participar en los procesos de selección que le per-
mitan obtener promociones dentro del servicio.

3. Participar en los programas de bienestar social.

cultural y asistencial, cooperativo y otros similares.
5. Permanecer en su cargo mientras observe buena 

conducta, tenga rendimiento satisfactorio, no haya lle-
gado a la edad de retiro forzoso y en las demás circuns-
tancias previstas en la ley.

6. Ser trasladado, a su solicitud, por cualquiera de 
las eventualidades consagradas en el artículo 150 de 
esta ley.

7. Percibir una remuneración acorde con su función, 
dignidad y jerarquía la que no puede ser disminuida de 
manera alguna.

8. La protección y seguridad de su integridad física 
y la de sus familiares.

9. Obtener, cuando así lo requiera, la concesión de 
cualquiera de las situaciones administrativas de que 
trata el título sexto de la presente ley.

10. No ser perturbado ni requerido en su espacio y 
tiempo libres. 

11. Contar con una carga razonable de asuntos a su 
cargo.

Artículo 176. Deberes. Son deberes de los funcio-
narios y empleados de la Rama Judicial, los previstos 
para todo servidor público en la Constitución, la ley y 
los reglamentos y, en especial, según corresponda, los 
siguientes:

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su 
competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes 
y los reglamentos.

2. Desempeñar con honorabilidad, solicitud, celeri-

funciones de su cargo.
3. Obedecer y respetar a sus superiores, dar un tra-

tamiento cortés a sus compañeros y a sus subordinados 

y compartir sus tareas con espíritu de solidaridad y uni-
dad de propósito.

4. Observar permanentemente en sus relaciones con 
el público la consideración y cortesía debidas.

5. Realizar personalmente las tareas que les sean 

haya sido otorgada o de la ejecución de las órdenes que 
puede impartir, sin que en ningún caso quede exento 
de la responsabilidad que le incumbe por la que corres-
ponda a sus subordinados.

6. Guardar la reserva que requieran los asuntos re-
lacionados con su trabajo, aun después de haber cesado 
en el ejercicio del cargo y sin perjuicio de la obligación 
de denunciar cualquier hecho delictuoso.

7. Observar estrictamente el horario de trabajo así 

asuntos y diligencias.
8. Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario del 

trabajo al desempeño de las funciones que les han sido 
encomendadas.

9. Permanecer en el desempeño de sus funciones 
mientras no se haya hecho cargo de ellas quien deba 
reemplazarlo.

10. Atender regularmente las actividades de capa-
citación y perfeccionamiento y efectuar las prácticas y 
los trabajos que se les impongan.

11. Responder por la conservación de los documen-

guarda o administración y rendir oportunamente cuen-
ta de su utilización, y por la decorosa presentación del 
despacho.

12. Poner en conocimiento del superior los hechos 
que puedan perjudicar la administración y las inicia-
tivas que se estimen útiles para el mejoramiento del 
servicio.

13. Antes de tomar posesión del cargo; cada dos 
años; al retirarse del mismo, cuando la autoridad com-
petente se lo solicite o cada vez que su patrimonio y 

-
mento, el monto de sus bienes y rentas.

14. Cuidar de que su presentación personal corres-
ponda al decoro que debe caracterizar el ejercicio de su 
elevada misión.

15. Resolver los asuntos sometidos a su considera-
ción dentro de los términos previstos en la ley y con 
sujeción a los principios y garantías que orientan el 
ejercicio de la función jurisdiccional.

16. Dedicarse exclusivamente a la función judicial, 
con la excepción prevista en el parágrafo 2º del artículo 
174.

17. Residir en el lugar donde ejerce el cargo, o en 
otro lugar cercano de fácil e inmediata comunicación. 
Para este último caso se requiere autorización previa de 
los Consejos de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 
Judicial respectivos.

18. Evitar la lentitud procesal, sancionando las ma-
niobras dilatorias así como todos aquellos actos con-
trarios a los deberes de lealtad, probidad, veracidad, 
honradez y buena fe.

19. Denegar de plano los pedidos maliciosos y re-
chazar los escritos y exposiciones que sean contrarios 
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a la decencia o la respetabilidad de las personas, sin 
perjuicio de la respectiva sanción.

20. Denunciar ante las autoridades competentes los 
casos de ejercicio ilegal de la abogacía.

21. Cumplir con las demás obligaciones señaladas 
por la ley.

Artículo 177. Prohibiciones. A los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial les son aplicables las 
prohibiciones contempladas en la Constitución y la ley 
para todos los servidores públicos y, en especial, según 
el caso, las siguientes:

1. Realizar actividades ajenas al ejercicio de sus 
funciones durante la jornada de trabajo, salvo la excep-
ción prevista en el parágrafo 2º del artículo 174.

2. Abandonar o suspender sus labores sin autoriza-
ción previa.

de los asuntos o la prestación del servicio a que estén 
obligados.

4. Proporcionar noticias o informes e intervenir en 
debates de cualquier naturaleza sobre asuntos de la ad-
ministración de justicia que lleguen a su conocimiento 
con ocasión del servicio.

5. Participar en actividades que lleven a la interrup-
ción o mengua de la prestación del servicio público de 
administración de justicia.

6. Realizar en el servicio o en la vida social acti-

observar una conducta que pueda comprometer la dig-
nidad de la administración de justicia.

7. La embriaguez habitual o el uso de sustancias 
prohibidas por la ley.

8. Tomar interés directa o indirectamente en remates 
o ventas en pública subasta de bienes que se hagan en 
cualquier despacho judicial.

9. Expresar y aun insinuar privadamente su opinión 
respecto de los asuntos que están llamados a fallar.

10. Comprometer u ofrecer su voto, o insinuar que 
escogerá esta o aquella persona al hacer nombramien-
tos. Se sancionará con suspensión a quien se le com-
probare que ha violado esta prohibición.

11. Facilitar o coadyuvar, de cualquier forma, para 
que personas no autorizadas por la ley ejerzan la abo-
gacía, o suministrar a estas datos o consejos, mostrarles 
expedientes, documentos u otras piezas procesales.

12. Dirigir felicitaciones o censura por sus actos pú-

13. Cualquier participación en procesos políticos 
electorales, salvo la emisión de su voto en elecciones 
generales.

14. Interesarse indebidamente, de cualquier modo 
que sea, en asuntos pendientes ante los demás despa-
chos judiciales o emitir conceptos sobre ellos.

15. Recibir cualquier tipo de remuneración de los 
interesados en un proceso, por actividades relacionadas 
con el ejercicio del cargo.

16. Aceptar de las partes o de sus apoderados o 
por cuenta de ellos, donaciones, obsequios, atencio-
nes, agasajos o sucesión testamentaria en su favor o 

en favor de su cónyuge, ascendientes, descendientes 
o hermanos.

17. Ejercer el comercio o la industria personalmente 
o como gestor, asesor, empleado, funcionario o miem-
bro o consejero de juntas, directorios o de cualquier or-
ganismo de entidad dedicada a actividad lucrativa.

18. Las demás señaladas en la ley.
CAPÍTULO IV

De la Carrera Judicial
Artículo 178. Fundamentos de la Carrera Judicial. 

La Carrera Judicial se basa en el carácter profesional de 

en la garantía de igualdad, en las posibilidades de ac-
ceso a la función para todos los ciudadanos aptos para 
tal efecto y en la consideración del mérito como fun-
damento principal para el ingreso, la permanencia, la 
promoción y el ascenso en el servicio.

Artículo 179. Administración de la Carrera Judi-
cial. La administración de la Carrera Judicial estará a 
cargo de la Gerencia de la Rama Judicial, con base en 
el reglamento expedido por el Consejo de Gobierno 
Judicial para dicho efecto, y se ejercerá a través de la 
Comisión de Carrera y de las Comisiones Regionales 
de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, con 
la participación de las corporaciones judiciales y de los 
jueces en los términos de la presente ley y de los regla-
mentos. 

La administración de la Carrera Judicial se orien-
tará a atraer y conservar a los servidores más idóneos, 
a procurarles una justa remuneración, programas ade-
cuados de bienestar y salud ocupacional, capacitación 
continua que incluya la preparación de funcionarios y 
empleados en técnicas de gestión y control necesarias 
para asegurar la calidad del servicio, exigiéndoles, al 
mismo tiempo, en forma permanente conducta intacha-
ble y un nivel satisfactorio de rendimiento.

Artículo 180. Campo de aplicación. Son de Carre-
ra los cargos de magistrados de los tribunales, de las 
Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de 
la Gestión Judicial, las Comisiones Seccionales de Dis-
ciplina Judicial, los jueces; así mismo, los empleados, 
que por disposición expresa de la ley no sean de libre 
nombramiento y remoción.

Artículo 181. Régimen de Carrera de la Fiscalía. 
La Fiscalía General de la Nación tendrá su propio Ré-
gimen Autónomo de Carrera sujeto a los principios del 

-
tado a garantizar la igualdad de oportunidades para el 
ingreso, permanencia y ascenso en el servicio de los 
funcionarios y empleados que la conforman.

Los cargos de libre nombramiento y remoción, así 
como los de Carrera, serán los previstos en la ley.

Con el objeto de homologar los cargos de la Fiscalía 
con los restantes de la Rama Judicial, aquella observará 
la nomenclatura y grados previstos para estos.

Artículo 182. Requisitos especiales para ocupar 
cargos en la Carrera Judicial. Para el ejercicio de car-
gos de Carrera en la Rama Judicial se requiere, además 
de los requisitos exigidos en disposiciones generales, 
haber superado satisfactoriamente el proceso de selec-
ción y aprobado las evaluaciones previstas por la ley 
y realizadas de conformidad con los reglamentos que 
para tal efecto expida el Consejo de Gobierno Judicial 
y acreditar la idoneidad física y mental para el ejercicio 
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de la función, por los medios que determine la Geren-
cia de la Rama Judicial, con el apoyo de las entidades 
prestadores de salud y las administradoras de riesgos 
laborales.

El acceso por primera vez a cualquier cargo de fun-
cionario de Carrera requerirá de la previa aprobación 
del curso de formación judicial en los términos que se-
ñala la presente ley.

Parágrafo. Los funcionarios de Carrera que acredi-
ten haber realizado el curso de formación judicial, no 
están obligados a repetirlo para obtener eventuales as-
censos y, en este caso, se tomarán las respectivas cali-

-
luación.

Artículo 183. Requisitos adicionales para el desem-
peño de cargos de empleados de Carrera en la Rama 
Judicial. Para ejercer los cargos de empleado de la 
Rama Judicial en Carrera deben reunirse, adicional-
mente a los señalados en las disposiciones generales 

sobre experiencia, capacitación y especialidad para el 
acceso y ejercicio de cada cargo en particular de acuer-

del servicio, los siguientes requisitos mínimos:
1. Niveles administrativo y asistencial: Título de 

abogado o terminación y aprobación de estudios de 
derecho.

2. Nivel profesional: Título profesional o termina-
ción y aprobación de estudios superiores.

3. Nivel técnico: Preparación técnica o tecnológica.
4. Nivel auxiliar y operativo: Estudios de educación 

media y capacitación técnica o tecnológica.
Parágrafo. Los Consejos de Carrera y Mejoramien-

to de la Gestión Judicial, de conformidad con el regla-
mento que expida el Consejo de Gobierno Judicial, de-
terminarán los casos en que, por tratarse de despachos 
judiciales situados en provincias de difícil acceso, pue-
dan vincularse a cargos de empleados personas sin los 
títulos académicos mínimos señalados en este artículo.

Artículo 184. Etapas del proceso de selección. El 
sistema de ingreso a los cargos de Carrera Judicial 
comprende las siguientes etapas:

Para funcionarios, concurso de méritos, curso de 
formación judicial, conformación del Registro Nacio-
nal de Elegibles, elaboración de listas de candidatos y 
nombramiento.

Para empleados, concurso de méritos, conforma-
ción del Registro Seccional de Elegibles, elaboración 
de listas de candidatos y nombramiento.

Parágrafo. La Comisión de Carrera de la Rama 
Judicial, conforme a lo dispuesto en la presente ley y 
previa aprobación de la Sala Plena del Consejo de Go-
bierno Judicial, reglamentará la forma, clase, conteni-
do, alcances y los demás aspectos de cada una de las 
etapas. Los reglamentos respectivos deberán garantizar 
la publicidad y contradicción de las decisiones.

Artículo 185. Programación del proceso de selec-
ción. Los procesos de selección serán permanentes con 

para la provisión de las vacantes que se presenten en 
cualquier especialidad y nivel dentro de la Rama Ju-
dicial.

Todos los procesos de selección para funcionarios y 
empleados de Carrera de la Rama Judicial serán públi-
cos y abiertos.

Podrán adelantarse procesos de selección regionales 
para vacantes determinadas, cuando los integrantes de 
los Registros de Elegibles no opten por las plazas pu-
blicadas durante un periodo superior a seis meses.

Artículo 186. Concurso de méritos. El concurso de 
méritos es el proceso mediante el cual, a través de la 
evaluación de conocimientos, destrezas, aptitud, expe-
riencia, idoneidad moral y condiciones de personalidad 
de los aspirantes a ocupar cargos en la carrera judicial, 
se determina su inclusión en el Registro de Elegibles y 

Los concursos de méritos en la carrera judicial se 
regirán por las siguientes normas básicas:

1. Podrán participar en el concurso los ciudadanos 
colombianos que de acuerdo con la categoría del cargo 
por proveer, reúnan los requisitos correspondientes, así 
como también los funcionarios y empleados que en-
contrándose vinculados al servicio y reuniendo esos 
mismos requisitos, aspiren a acceder o a ocupar cargos 
de distinta especialidad a la que pertenecen.

2. La convocatoria es norma obligatoria que regula 
todo proceso de selección mediante concurso de mé-
ritos. Cada dos años se efectuará de manera ordinaria 
por la Gerencia de la Rama Judicial y las Comisiones 
Regionales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión 
Judicial, y extraordinariamente cada vez que, según las 

-
ciente.

3. Las solicitudes de los aspirantes que no reúnan 
las calidades señaladas en la convocatoria o que no 
acrediten el cumplimiento de todos los requisitos en 
ella exigidos, se rechazarán mediante resolución moti-
vada, susceptible de recursos.

4. Todo concurso de méritos comprenderá dos eta-

La etapa de selección tiene por objeto la escogencia 
de los aspirantes que harán parte del correspondiente 
Registro de Elegibles y estará integrada por el conjun-
to de pruebas que, con sentido eliminatorio, señale el 
Consejo de Gobierno Judicial a través de la Comisión 
de Carrera.

-
cer el orden de registro según el mérito de cada con-
cursante elegible, asignándosele a cada uno un lugar 
dentro del Registro para cada clase de cargo y de es-
pecialidad.

Parágrafo 1º. El Consejo de Gobierno Judicial re-
glamentará de manera general el contenido y los pro-
cedimientos de cada una de las etapas, y señalará los 
puntajes correspondientes a las diferentes pruebas que 
conforman la primera.

Parágrafo 2º. Las pruebas que se apliquen en los 
concursos para proveer cargos de carrera judicial, así 
como también toda la documentación que constituya 
el soporte técnico de aquellas, tienen carácter reser-
vado.

Artículo 187. Concurso de ascenso. Se podrán ade-
-

nocer la capacitación y desempeño de los servidores 
judiciales escalafonados en la carrera judicial y permi-
tirles la movilidad a un cargo inmediatamente superior 
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dentro de la misma categoría y especialidad, o nivel 
ocupacional. 

El concurso será de ascenso cuando: 
1. La vacante o vacantes a proveer pertenezcan a 

una misma categoría y especialidad o nivel ocupacional 
2. Existan servidores públicos escalafonados en la 

carrera judicial, en el grado salarial inferior, que cum-
plan con los requisitos y condiciones para el desempe-
ño de los empleos convocados a concurso. 

3. El número de los servidores escalafonados en ca-
rrera que cumplan con los requisitos y condiciones para 
el desempeño de los empleos convocados a concurso 
sea igual o superior al número de empleos a proveer. 

Cumplidos los anteriores requisitos, se convocará 
por concurso de ascenso hasta el 30% de las vacantes 
a proveer. Los demás empleos se proveerán a través de 
concurso público de ingreso.

Parágrafo. El Consejo de Gobierno Judicial regla-
mentará de manera general el contenido y los proce-
dimientos de cada una de las etapas del concurso de 
ascenso.

Artículo 188. Requisitos que debe cumplir el servi-
dor para participar en los concursos de ascenso. Para 
participar en los concursos o procesos de selección de 
ascenso, el servidor deberá cumplir los siguientes re-
quisitos: 

1. Estar escalafonado en la Carrera Judicial.
2. Reunir los requisitos y condiciones exigidos para 

el desempeño del cargo. 
Artículo 189. Registro de elegibles. La Gerencia de 

la Rama Judicial, por conducto de la Comisión de Ca-
rrera Judicial y de las Comisiones Regionales de Ca-
rrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial conforma-
rán, con quienes hayan superado las etapas anteriores 
del concurso de ingreso, el correspondiente Registro 
de Elegibles para cargos de funcionarios y empleados 
de carrera de la Rama Judicial, teniendo en cuenta las 
diferentes categorías de empleos y los siguientes prin-
cipios:

La inscripción en el registro se hará en orden des-
cendente, de conformidad con los puntajes que para 
cada etapa del proceso de selección determine el re-
glamento.

La inscripción individual en el registro tendrá una 
vigencia de cuatro años. Durante los meses de enero y 
febrero de cada año, cualquier interesado podrá actua-
lizar su inscripción con los datos que estime necesarios 

lugar.
Cuando se trate de cargos de funcionarios, de las 

Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de 
la Gestión Judicial, o de empleados de las corporacio-
nes judiciales nacionales el concurso y la incorporación 
al registro se hará por la Gerencia de la Rama Judicial; 
en los demás casos dicha función corresponde a las Co-
misiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de la 
Gestión Judicial.

Artículo 190. Lista de candidatos. La provisión de 
cargos se hará de listas superiores a cinco (5) candida-
tos con inscripción vigente en el registro de elegibles 
y que para cada caso envíen la Gerencia de la Rama 
Judicial o las Comisiones Regionales de Carrera y Me-
joramiento de la Gestión Judicial, según el caso.

Artículo 191. Nombramiento. Cada vez que se pre-
sente una vacante en el cargo de funcionario, la entidad 
nominadora comunicará la novedad, a más tardar, den-
tro de los tres días siguientes, a la Gerencia de la Rama 
Judicial o a las Comisiones Regionales de Carrera y 
Mejoramiento de la Gestión Judicial, según el caso. 
Recibida la lista de candidatos, procederá al nombra-
miento dentro de los diez (10) días siguientes.

Tratándose de vacantes de empleados, el nomina-
dor, a más tardar dentro de los tres (3) días siguien-
tes, solicitará a la Gerencia de la Rama Judicial o a la 
Comisión Regional de Carrera y Mejoramiento de la 
Gestión Judicial que corresponda, el envío de la lista 
de elegibles que se integrará con quienes ocupen los 
primeros cinco lugares en el correspondiente registro 

La Sala remitirá la lista dentro de los tres (3) días si-
guientes y el nombramiento se hará a más tardar dentro 
de los diez (10) días siguientes.

Artículo 192. Curso de formación judicial. Habrá 
un curso de formación judicial que tendrá por objeto 

el adecuado desempeño de la función judicial.
El curso de formación judicial hará parte del proce-

so de selección y tendrá carácter eliminatorio.
El Consejo de Gobierno Judicial reglamentará los 

contenidos del curso, sus condiciones y modalidades.
Parágrafo. El curso de formación judicial previsto 

en este artículo, no es requisito para la continuación en 
el desempeño del cargo en el cual los actuales integran-
tes de la carrera judicial estén vinculados por el siste-
ma de méritos, en el momento de entrar en vigencia 
esta ley estatutaria, ni para el nombramiento en otro de 
igual categoría en la misma especialidad.

Artículo 193. Cali cación de servicios -

servidores de la Rama Judicial mantengan en el desem-
peño de sus funciones los niveles de idoneidad, calidad 

Las Corporaciones y los Despachos Judiciales, 
prestarán el apoyo que se requiera para estos efectos 
y suministrarán toda la información que posean sobre 
el desempeño de los funcionarios que deban ser eva-
luados.

Artículo 194. Factores para la cali cación. La cali-
-

to que expida el Consejo de Gobierno Judicial, deberá 
ser motivada y resultante de un control permanente del 
desempeño del funcionario o empleado. Comprende-

trabajo y actualización o formación judicial.

que realicen los superiores funcionales, simultánea-
mente con la decisión de la instancia o recurso.

-
bre la productividad o rendimiento de los funcionarios, 
durante el período a evaluar, a partir de la carga y el 
egreso efectivos.

El factor organización del trabajo, se hará a partir 
de las visitas que efectúen los Magistrados de las Co-
misiones Regionales de Carrera y Mejoramiento de la 

-
miento del respectivo despacho, de acuerdo con los li-
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neamientos trazados por la ley, el Consejo de Gobierno 
Judicial y la Gerencia de la Rama Judicial. 

Por último, el factor de actualización o formación 
judicial se hará con base en los logros académicos, pu-
blicaciones, investigaciones y aportes que el funciona-
rio o empleado produzca durante el periodo a evaluar.

En todo caso se le informará al funcionario acerca 
de los resultados de la evaluación.

Artículo 195. Evaluación de empleados. Los em-
pleados de carrera serán evaluados anualmente por 
los respectivos superiores funcionales, sin perjuicio de 
que, a juicio de aquellos, por necesidades del servicio 
se anticipe la misma.

dará lugar al retiro del empleado. Contra esta decisión 
proceden los recursos de reposición y apelación. 

La Gerencia de la Rama Judicial, por conducto de la 
Comisión de Carrera Judicial y las Comisiones Regio-
nales de Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, 
según el caso, conocerá de los recursos de apelación de 

-
tencia.

Artículo 196. Evaluación de funcionarios. Los fun-
cionarios de carrera serán evaluados por la Comisión 
de Carrera Judicial y las Comisiones Regionales de 
Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial. Los su-

-
formidad con el reglamento, el resultado de la evalua-
ción del factor calidad, el cual servirá de base para la 

Anualmente se llevará a cabo la evaluación de los 
jueces y cada dos años se efectuará la de los Magistra-
dos de los Tribunales, de las Comisiones Seccionales 
de Disciplina Judicial y la de los miembros de las Co-
misiones Regionales.

retiro del funcionario. Contra esta decisión proceden 
los recursos ordinarios de ley.

Artículo 197. Causales de retiro de la Carrera Judi-
cial. La exclusión de la Carrera Judicial de los funcio-
narios y empleados se produce por las causales genéri-
cas de retiro del servicio.

Parágrafo. El retiro de la Carrera Judicial lleva con-
sigo el retiro del servicio y se efectuará mediante acto 
motivado, susceptible de los recursos ordinarios de ley.

Artículo 198. Atribuciones de las Corporaciones 
Judiciales y los Jueces de la República. Corresponde 
a las Corporaciones Judiciales y a los Jueces de la Re-
pública con relación a la administración de la Carrera 
Judicial, cumplir las siguientes funciones:

1. Designar en todos los eventos, de listas de ele-
gibles, a los funcionarios y empleados cuyos nombra-
mientos les corresponda de conformidad con la ley y 
el reglamento o en su defecto, mediante convocatoria 
pública.

2. Realizar la evaluación de servicios de los emplea-
dos de su despacho, y al Consejo de Gobierno Judicial 
o a las Comisiones Regionales de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial, el resultado de las eva-
luaciones sobre el factor calidad de los funcionarios de 
carrera judicial que sean, desde el punto de vista fun-
cional, jerárquicamente inferiores.

3. Cuando se le requiera, previo reparto que reali-

calidad.
4. Comunicar al Consejo de Gobierno Judicial o a 

las Comisiones Regionales de Carrera y Mejoramiento 
de la Gestión Judicial, las novedades administrativas y 
las circunstancias del mismo orden que requieran de la 
intervención de estos.

5. Velar por el estricto cumplimiento de los deberes 
por parte de los empleados de su Despacho.

CAPÍTULO V
De la capacitación y actualización  
de los funcionarios y empleados  
de la Administración de Justicia

Artículo 199. Formación continuada. Los servido-
res de la Rama Judicial, por intermedio de la Escuela 
Judicial, tendrán el derecho y el deber de capacitarse 
de manera continua y sistemática en las áreas jurídicas 
y/o administrativas a su cargo, con especial énfasis en 
la defensa de los derechos y garantías fundamentales.

Para tales efectos la Escuela Judicial desplegará una 
red de formadores judiciales del más alto nivel acadé-
mico, garantizando el acceso a la información en cada 
despacho judicial del territorio nacional, respetando la 
competencia y la especialidad funcional de los Juzga-
dos o las Corporaciones. 

Todos los funcionarios judiciales deberán tomar 
cursos de actualización judicial cuya intensidad no será 
inferior a 50 horas y presentar las pruebas pertinentes 
en la Escuela Judicial.

Los empleados deberán tomar cursos de capacita-
ción y actualización en técnicas de administración y 
gestión judicial, según programación de la Escuela Ju-
dicial.

Artículo 200. Escuela Judicial. Habrá una Institu-
ción de Educación Superior Pública y Formal con de-
dicación exclusiva a estudios de posgrado en el área 
del derecho denominada Escuela Judicial. Tendrá au-
tonomía universitaria presupuestal y administrativa, 
así como plena independencia para formular su oferta 
académica.

Su función principal será la formación de todas las 
personas que cumplan con los requisitos para ingresar a 
los programas que ofrezca, otorgando preferencia en el 
acceso a los servidores de la Rama Judicial que también 
cumplan con dichos requisitos. Adicionalmente, debe-
rá formular proyectos de investigación de alto impacto 

contribuyan con el mejoramiento de la administración 
de justicia, así como en la generación de políticas pú-
blicas y proyectos de carácter legislativo.

Así mismo, estará a su cargo la prestación de los 
servicios de formación y actualización para los servi-
dores de la Rama Judicial, para lo cual contará con el 
acompañamiento logístico y presupuestal del Consejo 
de Gobierno Judicial.

La ley reglamentará todo lo relacionado con la ma-
teria. 

Parágrafo. La Escuela Judicial “Rodrigo Lara Boni-
lla” deberá transformarse en la institución de que trata 
el presente artículo en un plazo no superior a cinco (5) 
años contados a partir de la expedición de la presente 
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ley, para lo cual contará con el apoyo del Ministerio de 
Educación Nacional.

Artículo 201. Integración de la jurisprudencia. La 
Escuela Judicial tendrá a su cargo la coordinación e 
integración de la jurisprudencia nacional a través de 
compilaciones y publicaciones periódicas en las que 

-
latorías de las distintas Corporaciones. Su difusión se 
hará por el medio más idóneo.

TÍTULO SÉPTIMO
CAPÍTULO ÚNICO

Del Bienestar de los Servidores  
de la Rama Judicial

Artículo 202. Bienestar de la Rama Judicial. Es de-
ber del Estado velar por el bienestar de los funciona-
rios y empleados de la Rama Judicial. En tal sentido, el 
Consejo de Gobierno Judicial y la Gerencia de la Rama 
Judicial, en el ámbito de su competencia, implementa-
rán de forma continua programas de salud ocupacional 
y de prevención del riesgo psicosocial, en articulación 
con las ARL con las que se encuentren vinculados los 
servidores judiciales.

Así mismo, velará por la creación de espacios espar-
cimiento, integración y cultura para los servidores, que 
sin afectar la prestación del servicio, permitan la garan-
tía de un ambiente laboral sano, así como el bienestar 
de los servidores judiciales y de su núcleo familiar. 

Artículo 203. Estímulos y distinciones. Como parte 
del programa de bienestar, y reconociendo los esfuer-
zos académicos y profesionales de los servidores, el 
Consejo de Gobierno Judicial entregará los estímulos 
y distinciones que este determine a los funcionarios y 
empleados que lo ameriten.

El Superior funcional podrá postular los funcionarios 
y empleados que consideren candidatos idóneos para ha-
cerse acreedores a esas distinciones. En todo caso, dicha 
selección se hará con base en los siguientes criterios:

1. La oportuna y correcta tramitación y resolución 
de los procesos a su cargo.

2. Su idoneidad moral.
3. Los grados académicos y estudios de perfeccio-

namiento debidamente acreditados.
4. Las publicaciones de índole jurídica.
5. Las distinciones y condecoraciones.
Artículo 204. Fondo de Bienestar Social de la Rama 

Judicial. Créase el Fondo de Bienestar Social de la Rama 
Judicial con personería jurídica, autonomía administrativa 
y presupuesto propio con domicilio en la ciudad de Bogo-
tá, vinculado a la Gerencia de la Rama Judicial.

Parágrafo. La Gerencia de la Rama Judicial deter-
minará la administración adecuada del fondo y velará 
por el manejo adecuado de los recursos, enfocados al 
bienestar de los funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial.

Artículo 205. Objetivos del Fondo de Bienestar 
Social de la Rama Judicial. El Fondo de Bienestar 
Social de la Rama Judicial tendrá como objetivos, los 
siguientes:

1. Contribuir a la solución de las necesidades bási-
cas de salud, educación y vivienda de los empleados de 
la Rama Judicial.

2. Desarrollar planes especiales de vivienda, educa-
ción y salud para los empleados de la Rama Judicial.

3. Desarrollar planes de crédito de salud, educación 
y vivienda para los empleados de la administración ju-
dicial y/o su cónyuge o compañero o compañera per-
manente.

4. Desarrollar planes de crédito para construcción 
de vivienda, compra de vivienda usada, liberación de 
gravámenes hipotecarios y mejoras en inmuebles para 
los empleados de la administración judicial y/o su cón-
yuge o compañero o compañera permanente y demás 
líneas de crédito de desarrollo social.

5. Administrar las cesantías de los empleados de la 
administración judicial.

6. Implementar Servicios Médicos alternativos para 
los servidores de la Rama Judicial.

Artículo 206. Funciones del Fondo de Bienestar 
Social de la Rama Judicial. Son funciones del Fondo 
de Bienestar Social de la Rama Judicial, las siguientes:

1. Organizar, dirigir y administrar el reconocimien-
to y pago de las cesantías de los empleados de la Rama 
Judicial.

2. Expedir los reglamentos generales que en materia 
de crédito de educación, salud y vivienda desarrolle, de 
conformidad con las normas legales y reglamentarias.

3. Expedir los reglamentos generales para la aten-
ción de las prestaciones a su cargo, de conformidad con 
las normas legales y reglamentarias.

4. Atender los requerimientos que en materia de vi-
vienda formulen los empleados de la Rama Judicial.

5. Realizar las inversiones que le permitan servir 
oportunamente los objetivos propios y le garanticen se-
guridad, rentabilidad y liquidez.

6. Otorgar los créditos aprobados por la Junta Direc-
tiva del Fondo.

empleados y exempleados de la entidad.
8. Elaborar y ejecutar los programas de asistencia 

social para los empleados y sus familias.
9. Elaborar y ejecutar programas recreativos y cul-

turales para los funcionarios de la Rama Judicial y sus 
familias.

10. Las demás que le sean asignadas por la ley.
Artículo 207. Patrimonio del Fondo de Bienestar So-

cial de la Rama Judicial. El patrimonio del Fondo de 
Bienestar Social de la Rama Judicial, estará constituido:

1. Por las apropiaciones que le sean asignadas en 
el presupuesto nacional y especialmente por el aporte 
que haga la Rama Judicial correspondiente al 2% de su 
presupuesto anual.

3. Por los auxilios y donaciones que reciba.
4. Por los aportes de los empleados de la Rama 

Judicial.
5. Por las sumas que recauden las dependencias 

de cobro coactivo por concepto de las multas que 
imponga.

6. Por los bienes que como persona jurídica haya 
adquirido o adquiera.
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7. Por el rubro correspondiente a cesantías tanto 

8. Con los recursos de la venta de papel rezago, re-
mate de bienes, venta de pliegos y demás actividades 
administrativas, que realice la Gerencia.

Parágrafo. Los derechos, bienes y obligaciones del 
actual Fondo Social de Vivienda, se incorporan al pa-
trimonio del Fondo de Bienestar Social de la adminis-
tración judicial.

TÍTULO OCTAVO
CAPÍTULO ÚNICO

Del ejercicio de la función jurisdiccional  
por parte del Congreso de la República

Artículo 208. De la función jurisdiccional por parte 
del Senado de la República. La función jurisdiccional 
del Senado de la República será ejercida de conformi-
dad con lo establecido en la Constitución Política de 
Colombia en relación con las acusaciones que formu-
le la Cámara de Representantes contra el Presidente 
de la República o quien haga sus veces y contra los 
miembros de la Comisión de Aforados, aunque hubie-
ren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso 
solo conocerá por hechos u omisiones ocurridos en el 
desempeño de los mismos. Los procedimientos serán 
los contemplados en la Constitución Política y en la 
ley. El Senado conocerá de la segunda instancia de las 
decisiones disciplinarias que adopte la Cámara de Re-
presentantes en razón de las acusaciones formuladas 
por la Comisión de Aforados en el marco de su compe-

cuando los aforados ejerzan funciones administrativas. 
Contra la decisión del Senado de la República no pro-
cede recurso alguno.

Parágrafo. Las decisiones que en virtud de su fun-

no serán susceptibles de recurso alguno, y en ningún 
caso podrán ser demandadas ante la jurisdicción con-
tencioso-administrativa.

Artículo 209. De la función jurisdiccional por parte 
de la Cámara de Representantes. La Cámara de Repre-
sentantes conocerá, en primera instancia, de las acusa-
ciones que en materia disciplinaria formule la Comi-
sión de Acusaciones, mientras exista, y la Comisión de 
Aforados contra los Magistrados de la Corte Constitu-
cional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo 
de Estado, de la Comisión Nacional de Disciplina Ju-
dicial, del Consejo Superior de la Judicatura, mientras 
exista, y del Fiscal General de la Nación. Conforme lo 
disponga la ley, conocerá de los juicios de responsa-

administrativas.
Contra las decisiones de la Cámara de Representan-

tes solo procede el recurso de apelación ante el Senado 
de la República.

TÍTULO NOVENO
OTRAS DISPOSICIONES

CAPÍTULO ÚNICO
Artículo 210. Los dineros que deban consignarse a 

órdenes de los despachos de la Rama Judicial, de con-
formidad con lo previsto en la presente ley y en las dis-
posiciones legales vigentes, se depositarán en el Banco 
Agrario de Colombia, o el que haga sus veces, en razón 
de las condiciones más favorables en materia de ren-

De la misma manera se procederá respecto de las 
multas, cauciones y pagos que decreten las autoridades 
judiciales o de los depósitos que prescriban a favor de 
la nación.

En ningún caso el Banco Agrario de Colombia, o el 
que haga sus veces, pagará una tasa inferior al prome-
dio de las cinco mejores tasas de intereses en cuenta de 

la Superintendencia Financiera.
Parágrafo. Facúltese al Juez de la causa para que a 

través del trámite incidental ejecute la multa o caución 
dentro del mismo proceso.

Artículo 211. Créase el Fondo para la Moderniza-
ción, descongestión y bienestar de la administración de 
Justicia, como una cuenta adscrita a la Gerencia de la 
Rama Judicial, integrado por los siguientes recursos: 

1. Los derechos, aranceles, emolumentos y costos 
que se causen con ocasión de las actuaciones judiciales 
y sus rendimientos. 

2. Los rendimientos de los depósitos judiciales, sin 
perjuicio de la destinación del 30% para el Sistema 
Carcelario y Penitenciario establecido en la Ley 66 de 
1993.

3. Las donaciones y aportes de la sociedad, de los 
particulares y de la cooperación internacional.

Artículo 212. Fondo para la Promoción de las Tec-
nologías y las Comunicaciones. Créase el Fondo para 
la promoción de las Rama Judicial con recursos presu-
puestal autónomos provenientes del cobro coactivo, de 
los rendimientos obtenidos de los depósitos judiciales 
y el arancel judicial, a cargo de la Gerencia.

-
mas y proyectos para facilitar prioritariamente el acce-
so del servicio de justicia para el mejoramiento técnico 
y operativo del aparato de justicia.

Artículo 213. Funciones del Fondo de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones. El Fondo de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
tendrá las siguientes funciones:

1. Financiar planes, programas y proyectos de acce-
so y mejoramiento del servicio por medio de las Tecno-
logías de la información y las Comunicaciones.

2. Financiar planes, programas y proyectos para 
promover la investigación, formación y capacitación, 
desarrollo y la innovación de las Tecnologías de Infor-
mación y las Comunicaciones en materia judicial.

3. Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el acceso de los ciudadanos a servicios judi-
ciales, contenidos y aplicaciones que usen Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones y para la ma-

4. Financiar y establecer planes, programas y pro-

y apropiación de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

5. Apoyar económicamente las actividades de la ad-
ministración judicial en materia de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, en el mejoramien-



GACETA DEL CONGRESO  922  Jueves, 12 de noviembre de 2015 Página 39

to de su capacidad administrativa, técnica y operativa 
para el cumplimiento de sus funciones.

6. Financiar planes, programas y proyectos para 
promover el acceso de los ciudadanos con limitaciones 
físicas a las Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones.

Parágrafo 1º. El Fondo no contará con personal di-
ferente al asignado a la Dirección Ejecutiva y a la Sala 
Administrativa. Para su operación se podrá contratar 

Parágrafo 2º. Cuando se trate de condenas contra el 

vez se haga efectiva la sentencia. La entidad respectiva 
hará la retención pertinente y girará la suma al Fondo 
dentro de los diez días siguientes.

Parágrafo 3º. Las personas y particulares que reali-
cen aportes al Fondo a título de donación tendrán los 

TÍTULO DÉCIMO
VIGENCIA Y DEROGATORIAS

Artículo 214. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su promulgación y deroga todas las disposicio-
nes que le sean contrarias. 

De los Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Como bien es sabido, el honorable Congreso de la 

expedición del Acto Legislativo número 02 de 2015, 
denominado “Reforma de Equilibrio de Poderes y Re-
ajuste Institucional”. Se ocupó este acto legislativo 
fundamentalmente del gobierno y administración de la 
Rama Judicial.

Así mismo, consagró el deber del gobierno de pre-
sentar antes del 1° de octubre de 2015 un proyecto de 
ley estatutaria para regular el funcionamiento de los ór-
ganos de gobierno y administración judicial”, en desa-
rrollo de lo cual, los Ministerios del Interior y de Justi-
cia y del Derecho radicaron el pasado 30 de septiembre 
el respectivo proyecto.

De una lectura rápida del mismo, encontramos que 
-

nistración de justicia en las materias relacionadas con 
el funcionamiento del gobierno y administración de la 
rama judicial, pero muy poco de los derechos del ciu-
dadano frente a la Rama Judicial; de cómo brindar un 
mejor acceso; de la articulación de la Rama Judicial 
con los demás entes que tienen que ver con el sistema 
de la administración de justicia; de su funcionamiento 
a nivel regional, que no concentrado.

Tampoco se ocupó el proyecto del gobierno de las 
necesidades actuales de la administración de justicia.

El presente proyecto de reforma integral a la Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia que hoy 
presentamos para consideración del honorable Congre-

so de la República, contempla los siguientes aspectos, 
abarca en un todo sistémico los temas esenciales que 
deben ser incluidos dentro de la nueva ley, de cara a los 
desafíos y realidades de la administración de justicia.

Para lo anterior, se tuvo presente que el Congreso 
de la República ha expedido en los últimos años diver-

-
mientos judiciales en todas las especialidades del dere-
cho, introdujeron cambios estructurales en la dinámica 
de los despachos judiciales y trajeron consigo nuevos 
conceptos y metodologías de trabajo, que desbordaron 
el marco de la actual Ley Estatutaria de Administración 
de Justicia (Ley 270 de 1996), expedida en marzo 7 
de ese año, fecha para la cual no se avizoraban tales 
cambios.

Así, por ejemplo, los nuevos sistemas jurídicos pro-
cesales inherentes a la oralidad, inauguraron una diná-
mica hasta entonces desconocida, porque del despacho 
insular de antaño, se pasó a un engranaje de entes con 

-

camino por recorrer en materia de articulación interins-
titucional e intersectorial, en procura del acceso real a 
la justicia en las regiones del país.

La atención de audiencias por parte de los funciona-
rios judiciales, columna vertebral de la oralidad, dieron 

en el apoyo operativo, administrativo y técnico, de 
acuerdo con las distintas especialidades del derecho, 
así como a una demanda importante de soporte infor-
mático, logístico y estructural generaron la necesidad 
de liberar a los jueces de una serie de tareas de carácter 
administrativo, operativo y técnico, que lo distraían de 
su función misional de administrar justicia, por lo que 

personal de los juzgados, impulsando la inclusión de 

-
tros de Servicios Judiciales o de Apoyo Administrativo, 
que asumieron tales cargas operativas, que coadyuva-

y se convertían en terreno propicio para las dilaciones 
respecto de los términos procesales. Dichos entes son 
claves para optimizar los principios de modernización, 

de justicia, y frente a los cuales existen vacíos que es 
necesario remediar.

Igualmente, el Sistema Penal Acusatorio y el Sis-
tema Penal de Adolescentes introdujo la cobertura del 

judicial, lo que originó tanto turnos de prestación del 
servicio, como el disfrute de días compensatorios y la 
revaluación del régimen de vacaciones de los servido-
res judiciales que, por fuerza de las circunstancias, han 
venido disfrutando de sus vacaciones de manera indi-
vidual, y no colectiva, como lo estableció la Ley 270 
de 1996. 

De igual manera, para el año 1996, fecha en la que 
se expidió la actual Ley Estatutaria de Administración 
de Justicia, eran incipientes las metodologías de traba-
jo basadas en el uso de tecnologías de la información, 
mientras que en las demás entidades del Estado se im-
plementaban los sistemas de gestión y mejoramiento 
de la calidad, que buscan empoderar a los usuarios del 
servicio como razón de ser del mismo y que, en el si-
glo XXI, exigen a la administración pública estar a la 
vanguardia en aspectos relacionados con la rendición 
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de cuentas, la medición de la satisfacción del cliente, la 
atención y orientación de los usuarios, prevención del 
riesgo y la segregación de funciones y de roles, entre 
otros, clamor ciudadano en materia de justicia que las 
tres ramas del poder deben atender.

Por tanto, la propuesta es que el Congreso de la 
República contribuya mediante este proyecto a la so-

-
ministración de justicia, –más allá del nuevo sistema 
de gobierno y disciplina judicial que introdujo el Acto 
Legislativo número 2 de 2015–, dando solución a los 
vacíos reglamentarios que se han advertido, máxime si 
se tiene que el Código General del Proceso instaura una 
nueva concepción en los modelos procesales y en la 
dinámica del quehacer judicial, donde la tecnología y 
los métodos de trabajo deben estar a la vanguardia para 
el mejoramiento del servicio.

Política, a través del Acto Legislativo número 2 de 
2015, y la instauración de un nuevo sistema de go-
bierno y disciplina judicial, que suprimió al Consejo 
Superior de la Judicatura, son terreno propicio para 
transformar desde sus cimientos la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, que como se ha visto, se 
quedó rezagada frente a los cambios vertiginosos que 
la afectan, dotándola del marco reglamentario para que 
pueda sortear con solvencia los desafíos que enfrenta.

Son múltiples los actores en coincidir que las re-

la cúpula del sistema de gobierno y administración ju-
dicial, sino que se requiere de un viraje para acercar 

misma, garantizar el acceso a la justicia mediante un 
-

tas regiones del país, porque es en la provincia y en los 
despachos más alejados de las grandes urbes donde se 
requiere el fortalecimiento del apoyo a los despachos 
judiciales y en los cuales la articulación de los sistemas 
jurídicos son claves.

Por lo anterior, el enfoque del presente proyecto, 
es acorde con los avances en el terreno de derechos y 
garantías que ha recorrido el país, de la realidad social 

fortalecimiento de la justicia en todos sus ámbitos, y 
fundamentalmente, de acercar la justicia a los usuarios 
del servicio. 

Además de una reconsideración de los principios 
que deben orientar la labor de administrar justicia, y 
del reconocimiento de la función jurisdiccional como 
un servicio público esencial, se ha sustentado el pre-
sente proyecto de ley en cinco pilares fundamentales, 
a saber: 

1. El acceso efectivo de todas las personas a la 
justicia.

2. Articulación de los diferentes órganos de la Rama 
Judicial entre sí, al igual que con los demás entes del 
Estado, no solo a nivel nacional sino regional, para una 
adecuada coordinación interinstitucional, intersectorial 
e intersistémica para garantizar el óptimo funciona-
miento de los sistemas jurídicos en cumplimiento de 
las normas constitucionales y legales por parte de las 
autoridades que las conforman. 

3. La transparencia de las actuaciones de la Rama 
Judicial

4. El bienestar general de quienes componen la 
Rama Judicial

5. La desconcentración y descentralización funcio-
nal y territorial 

Primer pilar: acceso efectivo de todas las personas 
a la justicia

Como desarrollo del pilar de acceso efectivo a la 
administración de justicia, se incluyen múltiples prin-
cipios que la administración de justicia actual exige, en 
desarrollo del artículo 94 constitucional y en reconoci-
miento de la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
sobre la materia.

– Por considerar que los usuarios del servicio son el 

un acápite de derechos de los usuarios de la adminis-
tración de justicia, basados en instrumentos internacio-
nales de derechos y principios como lo son la Carta de 
Derechos de las Personas ante la Justicia en el Espacio 
Iberoamericano, el Decálogo Iberoamericano para una 
Justicia de Calidad y la Carta Iberoamericana de los 
Derechos de las Víctimas.

Atención al Usuario en todas las regiones, que presten 
asesoría jurídica y tramiten las PQRS de la ciudada-
nía en materia de justicia, y tengan respuesta en tiempo 
real, como mecanismo para acercar la justicia al usua-
rio y velar por sus derechos, propósito hacia el cual 
debe enrrutarse la Rama Judicial.

– Se establece la Vigilancia Judicial Administrativa, 
como una acción sumaria que permite a las personas 
ejercer control sobre el cumplimiento de los términos 
procesales.

– Se amplía la familia jurisdiccional, incluyendo 
una jurisdicción disciplinaria y una jurisdicción consti-
tucional autónomas.

Segundo Pilar: Articulación y coordinación inte-
rinstitucional

-
namiento de los sistemas jurídicos a cargo de distintas 
entidades y roles que implica la administración de jus-

coordinación de los distintos comités que hoy funcionan 
en la Rama Judicial, que por su naturaleza y diversidad 
no pueden ni deben concentrarse en las gerencias regio-
nales sino que requiere de órganos especializados que 
los asuman, una vez cesen en sus funciones las actuales 
Salas Administrativas Seccionales, que hoy los tienen a 
su cargo, escenarios que tienen, como n propender por 
el acceso a la justicia, el respeto de los derechos huma-
nos y la defensa de la moralidad pública, tales como:

– Mesa Departamental Indígena1, que busca arti-
cular los sistemas de justicia tradicional con las auto-
ridades de la jurisdicción especial indígena.

1 Acuerdo PSAA12-9614. Artículo 18 bis. Mesas depar-
tamentales de coordinación interjurisdiccional. La Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
a través de las Salas Administrativas de los Consejos 
Seccionales, organizará las mesas departamentales para 

-
mentar y consolidar políticas regionales para el fortaleci-
miento de la coordinación del Sistema Judicial Nacional 
y la Jurisdicción Especial Indígena en las regiones. Estas 
mesas se desarrollarán en todos los departamentos donde 
habiten pueblos indígenas.
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– Comisión de Moralidad Pública, escenario en el 
cual el Estatuto Anticorrupción exige la presencia y 
participación de un Magistrado del respectivo Consejo 
Seccional de la Judicatura.

– Comité Seccional de Género de la Rama Judi-
cial2, espacio que propende por avanzar en el enfoque 
con perspectiva de género en las decisiones judiciales, 
tema crucial en el país.

– Grupo Seccional de Apoyo, que tiene a su cargo el 
proceso de formación judicial liderado por la Escuela 
Judicial Rodrigo Lara Bonilla en los respectivos Dis-
tritos Judiciales, entre otros3. 

– Mención especial merece el Comité Seccional 
de Control Interno4, bajo la coordinación y direc-
ción de un Magistrado de la Sala Administrativa 
Seccional, escenario que tiene como n velar por 
la transparencia en la Rama Judicial y el cumpli-
miento de los procedimientos y controles en temas 
sensibles, como el reparto de procesos, el manejo 
de depósitos judiciales, los gastos del proceso de la 
jurisdicción contencioso administrativa, el manejo 
e ciente de los recursos de la Rama Judicial, la aus-
teridad presupuestal, el seguimiento a los planes de 
mejoramiento acordados con los servidores judicia-
les, entre otros. 

2 Acuerdo PSAA08-4552. “Por el cual se dictan reglas 
para la aplicación de la equidad de género en la Rama 
Judicial”. /Acuerdo PSAA08-5009 de 2008, por el cual 

4552 de 2008 donde se dictan reglas para la aplicación 
de la equidad de género en la Rama Judicial./“Artículo 
10. Comités Seccionales. En cada uno de los distritos 
judiciales del país se constituirán comités seccionales 
de género de la Rama Judicial integrados por un Magis-
trado o Magistrada del Tribunal Superior del correspon-
diente Distrito Judicial, un Magistrado o Magistrada del 
Tribunal Administrativo y un Magistrado o Magistrada 
del Consejo Seccional de la Judicatura. La Secretaría 
Técnica será desempeñada por el Director o Directora 
Seccional de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial /Parágrafo. Los comités seccionales de género 
aplicarán y velarán por el cumplimiento de las directri-
ces emanadas por la Comisión Nacional de Género en su 
correspondiente distrito judicial y se reunirán trimestral-
mente por convocatoria del presidente quien será elegido 
en forma rotativa de sus miembros por periodos de un 
año. Constituirán quórum con la mayoría simple de sus 
miembros”.

3 Ley 1474 de 2011. Artículo 65. Comisiones Regionales 
de Moralización. La Comisión Regional estará confor-
mada por los representantes regionales de la Procuradu-
ría General de la Nación, la Contraloría General de la 
República, la Fiscalía General de la Nación, el Consejo 
Seccional de la Judicatura y la Contraloría Departamen-
tal, Municipal y Distrital. La asistencia a estas reuniones 
que se llevarán a cabo mensualmente es obligatoria e in-
delegable.

4 Artículo 209 C. N. Control Interno. Inciso 2º. La ad-
ministración pública, en todos sus órdenes, tendrá un 
control interno que se ejercerá en los términos que se-
ñale la ley. /Acuerdo PSAA12-9293, artículo 5º. De 
los Comités Seccionales de Coordinación del Sistema 
de Control Interno. En cada una de las Seccionales 
de la Rama Judicial, habrá un Comité Seccional de 
Coordinación del Sistema de Control Interno, confor-
mado por: El Magistrado de la Sala Administrativa del 
Consejo Seccional de la Judicatura, que, por distribu-
ción temática, tenga bajo su responsabilidad los asun-
tos relacionados con el Sistema de Control Interno de 
la respectiva Seccional de la Rama Judicial, quien lo 
presidirá;….

Tercer pilar: la transparencia

de investigación y acusación en razón de su vocación 
de servicio a la administración de justicia.

– Se implementa un concurso de ascenso para 
los servidores que se encuentren inscritos en carre-
ra judicial.

– Se regulan de manera mancomunada los sistemas 
de información estadística de la Rama Judicial, Planea-
ción, Presupuesto y Administración.

– Se desconcentran funciones como el control in-
terno, el control de la gestión, el soporte para la mejora 
continua, que son claves para el monitoreo, seguimien-
to y mejora de la gestión judicial, en entes especializa-
dos, a cargo de las Comisiones Regionales de Carrera 
y Mejoramiento de la Gestión Judicial, que por su na-
turaleza no pueden ni deben concentrarse en órganos 
que simultáneamente asuman funciones como la ad-
ministración de recursos, contratación, y soporte a los 
despachos judiciales, entre otros. 

– Se implementa un concurso de ascenso para 
los servidores que se encuentren inscritos en carre-
ra judicial.

Cuarto pilar: Bienestar de los servidores judiciales
– Se crea un fondo autosostenible de bienestar.
– Se articulan los servicios de salud ocupacional y 

riesgos profesionales en pro de la salud física y mental 
de los servidores.

– Se establece como un derecho de cada servidor el 
contar con una carga razonable de trabajo.

– Se establecen sistemas de ascenso dentro de la 
Rama Judicial.

– Se crea una institución de educación superior con 
un enfoque investigativo y académico que permita a 
los servidores judiciales formarse y extenderse inter-
disciplinariamente, mientras impactan positivamente la 
administración de justicia. Se le da a la escuela judicial 
autonomía administrativa y presupuestaria.

Cuarto principio: La desconcentración y descen-
tralización funcional y territorial 

Como los problemas y necesidades de la adminis-

distintas regiones del país y teniendo en cuenta el ta-
maño y complejidad de la administración de justicia, 
la desconcentración y descentralización funcional y 
territorial es un pilar fundamental en el rediseño de la 
ley estatutaria de administración de justicia, razón por 
la cual se examina a continuación, con mayor detalle: 

– Necesidad de desconcentración de funciones
La diversidad geográ ca del país y de los proble-

mas que lo afectan, entre ellos los relacionados con el 
acceso a la justicia, exigen que las instituciones llama-
das a resolverlos, tengan el soporte idóneo y su cien-
te para auscultar y atender las necesidades locales de 
manera oportuna y adecuada.

En ese sentido, el Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018, llama la atención sobre la necesidad de 
partir de un esquema territorial para la consolidación 
del Estado Social de Derecho, que le dé legitimidad 
“desde y para los territorios”, cuya visión estratégica 
del Estado está construida:

“con base en dos enfoques importantes: la orien-
tación hacia resultados y la orientación regional”,…. 
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“La estrategia de consolidación del Estado Social de 
Derecho… plantea un esquema de gobernabilidad en 
todo el territorio que no lleve el Estado a los territo-
rios, sino que construya el Estado y su legitimidad 
“desde y para los territorios.”;… “busca articular la 
labor de las autoridades civiles, la fuerza pública y la 
justicia, en el ámbito local, urbano y rural, para ga-

5. (Negrillas fuera 
de texto).

Al respecto, vale la pena recordar que el artículo 
209 de la Constitución dispone que la función adminis-
trativa debe estar al servicio de los intereses generales 
y adopta como principios de organización la descen-
tralización, la delegación y la desconcentración de 
funciones, este último precisado por el artículo 8° de 
la Ley 489 de 1998 como “la radicación de compe-
tencias y funciones en dependencias ubicadas fuera 
de la sede principal del organismo o entidad admi-
nistrativa, sin perjuicio de las potestades y deberes de 
orientación e instrucción que corresponde ejercer a 
los jefes superiores de la administración, la cual no 
implica delegación y podrá hacerse por territorio y 
por funciones”. 

Y, si en aplicación del principio de desconcentra-
ción territorial y funcional, la administración de jus-
ticia está dividida en distritos judiciales, administrati-
vos, circuitos judiciales y jurisdicciones municipales6, 
el sistema de gobierno y gerencia que lo administre 
debe partir del mismo principio. 

En consecuencia, el modelo de gobierno y adminis-
tración judicial que se adoptó en el Acto Legislativo 
número 02 de 2015, debe contar con un soporte re-

de justicia, para cuyo diseño debe partirse de los roles 

a cargo del Consejo de Gobierno 
Judicial, que en estricto sentido es una Junta Directi-
va, conformada por funcionarios de la misma Rama 
Judicial. 

Rol de Planeación, asignado a los tres miembros 
permanentes de dedicación exclusiva, que hacen par-
te del Consejo de Gobierno Judicial. (Artículo 15 del 
Acto Legislativo 02 de 2015). 

Rol “Administración, Ejecución y Control, a cargo 
de la Gerencia, subordinada al Consejo de Gobierno 
Judicial, organizado de acuerdo con el principio de 
desconcentración territorial. 

Corresponde a este ejecutar las decisiones del Con-
sejo de Gobierno Judicial, proveer apoyo administrati-
vo y logístico al mismo, administrar la Rama Judicial, 
elaborar y ejecutar el proyecto de presupuesto, elabo-
rar planes y programas para aprobación del Consejo 
de Gobierno Judicial, formular modelos de gestión, 
implementar modelos procesales en todo el territorio 
nacional, administrar la carrera judicial, organizar la 
comisión de carrera judicial, realizar los concursos, 
vigilar el rendimiento de los funcionarios y de los des-
pachos, representar legalmente a la Rama Judicial, y 
ejercer las demás funciones que le atribuya la ley.

5 Bases para el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 
Departamento Nacional de Planeación.

6  Artículo 50 Ley Estatutaria de Administración de Justi-
cia, 270 de 1996.

En resumen se le asigna a la gerencia, macrofun-
ciones de planeación, organización, seguimiento y 
control7. (Artículo 16 del Acto Legislativo 02 de 2015)

De acuerdo con lo anterior, es necesario que el di-
seño del soporte regional, esté acorde con el rol y la 
naturaleza de las responsabilidades asignadas a cada 
uno de los tres niveles del sistema de Gobierno del 
Orden Nacional, de manera que ambos (central y lo-
cal), sean coherentes entre sí, con una estructura que 
le permita atender con rapidez y calidad la totalidad 
de necesidades en materia de justicia en los distintos 
rincones del país.

Sin embargo, al examinar el proyecto de Ley Es-
tatutaria, por medio de la cual se desarrolla parcial-
mente el Acto Legislativo 2 de 2015, se reforma la Ley 
270 de 1996 y se dictan otras disposiciones, se observa 
con preocupación que mientras para el nivel central, 
se prevén siete instancias a saber:

Consejo de Gobierno Judicial, tres técnicos de ca-
rácter permanente, el gerente con un importante so-
porte administrativo, comisión de carrera judicial y 
unidades especializadas como la Escuela Judicial, la 
o cina de auditoría y el defensor del usuario, a nivel 
territorial sólo se prevén gerencias regionales, que 
concentran un sinfín de tareas con el agravante que 
podrán agrupar dos o más distritos judiciales, en de-
trimento del acceso, la e ciencia, la cobertura territo-
rial y la celeridad en el apoyo que requiere el amplio 
espectro de tareas que en el nivel central asumen siete 
entes distintos.

No debe perderse de vista que los problemas de la 
administración de justicia son complejos y diversos y 
responden a unas dinámicas especí cas en las distintas 
regiones del país, realidades a las que contribuyen las 
distintas leyes que el honorable Congreso de la Repú-
blica, ha expedido en los últimos años, entre otras:

Ley 906 de 2004.
Ley 1098 de 2006.
Ley 1285 de 2009.
Ley 1395 de 2010.
Ley 1437 de 2011.
Ley 1564 de 2012.
Ley 1709 de 2014.
Normas que trajeron consigo nuevos conceptos y 

metodologías de trabajo, que conllevan grandes retos 
para la administración de justicia en su conjunto, que 
rebasaron el marco reglamentario previsto en la actual 
Ley Estatutaria (Ley 270 de 1996), fecha para la cual 
no se avizoraban dichos cambios y desafíos a los ac-
tuales órganos de administración.

7 Planeación (diseñar las políticas de la Rama Judicial y 
elaborar el Plan Sectorial de Desarrollo); Organización 
(aprobar reglamentos y regulaciones de la Rama, crear, 
ubicar, redistribuir y suprimir los despachos, aprobar la 
división del territorio para efectos judiciales, revisar, re-

-
quiera de los niveles de la jurisdicción, establecer el nú-

seccionales de administración judicial) y, de seguimiento 
y control de la gestión de la rama judicial (establecer los 
mecanismos de evaluación del rendimiento y gestión del 
Director Ejecutivo de la Administración Judicial y de los 
Despachos Judiciales).
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Así por ejemplo, del despacho judicial insular de 
antaño, se dio un giro a “sistemas jurídicos” en los 
que interactúan distintos entes, con roles disímiles, que 
deben armonizarse para que todo el engranaje funcio-
ne e cazmente.

De lo anterior surge una necesidad que hasta enton-
ces no se había advertido, como lo es la articulación 
interinstitucional, tanto en el nivel nacional como en el 
local y es por esa razón que el soporte del sistema de 
administración judicial debe ser su ciente y adecuado 
a nivel regional, conforme a las nuevas necesidades.

Existe además, una gama variada e importante 
de funciones de naturaleza misional gerencial, hoy a 
cargo de las 24 Salas Administrativas Seccionales que 
desaparecen, como consecuencia de la eliminación del 
Consejo Superior de la Judicatura, y que se le asignan 
a las gerencias regionales, contraviniendo parámetros 
básicos en prevención de riesgos y desconcentración 
funcional, como mecanismo de control y piedra an-

todas luces resulta contraproducente e inconveniente.
 Así mismo, están en el limbo jurídico otras fun-

ciones por cuanto no se tiene previsto un responsable 
para ejercerlas cuando estas corporaciones cesen en 
sus funciones8.

Se trata de funciones que trascienden las enuncia-
das en el artículo 101 de la Ley 270 de 1996, y que 
les fueron asignadas por mandato de distintas leyes y 
acuerdos emitidos en vigencia de la Sala Administra-
tiva del Consejo Superior de la Judicatura, a las salas 
Administrativas Seccionales, y que como se verá más 
adelante, tienen por nalidad garantizar el acceso, la 
e cacia, la celeridad, la transparencia y la e ciencia 
de la administración de justicia en todo el territorio 
nacional.

De no preverse un responsable idóneo que las asu-
ma una vez entre en vigencia el nuevo modelo, dichas 
funciones quedarán acéfalas, con el consiguiente im-
pacto negativo para la prestación del servicio. 

Para dar una idea de la magnitud del problema, a 
continuación se da un botón de muestra de algunas de 
estas funciones, que como se verá se orientan a la pla-
neación, organización, seguimiento y control del per-
sonal que labora en los juzgados, centros y o cinas de 
servicios y corporaciones judiciales:

a) Adelantar vigilancia judicial administrativa (he-
rramienta de rango constitucional con la que cuentan 
los ciudadanos de a pie) en los procesos judiciales en 
curso, para velar que la justicia se administre opor-
tunamente; función que es transversal a todas las es-
pecialidades del derecho y propende por el acceso y 
oportunidad de la justicia. Dicha función a cargo ex-
clusivamente de las Salas Administrativas Seccionales, 
comporta expedientes administrativos que al entrar en 
vigencia la reforma, requieren continuidad y respuesta 
a los ciudadanos9.

Llama sí la atención, que el proyecto del gobierno 
propone su eliminación por considerar que vulnera la 
independencia judicial interna, al permitirle a un fun-
cionario ajeno al proceso, se pronuncie sobre la mar-
cha del mismo10.

8 Inciso 2° del Parágrafo Transitorio 1° del artículo 20.
9 Artículo 101 numeral 6 Ley 270 de 1996.
10 Exposición de motivos “Proyecto Ley Estatutaria”, pre-

sentado por Gobierno Nacional. Página 70.

-
-

de la tardanza, sin que le sea permitido al magistrado 
-
-

nomía judicial.

De otra parte, la vigilancia es un instrumento que 
permite advertir problemas de congestión y procurar 
las soluciones del caso, lo que revierte en la garantía 
a los ciudadanos de un verdadero acceso a la adminis-
tración de justicia.

La vigilancia judicial administrativa es a las Salas 
Administrativas, lo que la tutela es a la Corte Cons-
titucional.

b) Visita anual a los despachos judiciales de todos 
y cada uno de los municipios del país que conforman 
cada distrito11para atender los casos de congestión 
que se presenten, entre ellos, suspender el reparto de 
procesos a determinado despacho12;

c) Consolidación, validación y análisis de indica-
dores sobre demanda de justicia, insumos mediante los 
cuales se elaboran, sustentan y presentan proyectos de 
reordenamiento territorial ante el nivel central, que en 
caso de ser aprobados, son implementados por dichas 
Corporaciones de manera inmediata, quienes a su vez 
deben ejercer su seguimiento y tomar decisiones para 
no afectar a los usuarios del servicio.

Dichos proyectos están relacionados con los ajus-
tes al mapa judicial, (creación, reubicación, supresión, 
traslado, tanto de despachos, como de cargos), la mo-
di cación de las plantas de personal de los despachos, 
el ajuste de los per les del personal de la Rama Judi-
cial, etc., función que demanda un conocimiento por-
menorizado de los problemas que afectan la justicia en 
cada uno de los rincones del país;

d) Puesta en marcha de los nuevos sistemas jurí-
dicos y los cambios normativos que introducen modi-
caciones en los procedimientos judiciales (oralidad 

en las distintas especialidades); nuevas competencias 
(juzgados de pequeñas causas y competencia múlti-
ple, juzgados de ejecución de sentencias civil y/o de 
familia); nuevos modelos de gestión (centros y o ci-
nas de servicios); nuevos aplicativos que propenden 
por la modernización y uso de TIC al interior de la 
Rama Judicial (noti cación electrónica, portal elec-
trónico de depósitos judiciales, sistemas de informa-
ción documental y de estadística, etc.), estos últimos, 
con fundamento en el Código General del Proceso que 

11 Artículo 101 numeral 3, Ley 270 de 1996: Practicar vi-
sita general a todos los juzgados de su territorio por lo 

en que se encuentra el despacho de los asuntos a su cargo 
y procurar las soluciones a los casos de solución a los 
casos de congestión que se presenten.

12 Suspensión del reparto: Acuerdo PSAA12-9260, artículo 
3°. Suspensión o restricción del reparto. Las Salas Ad-
ministrativas de los Consejos Seccionales podrán, me-
diante acto motivado, ordenar la suspensión o restricción 
temporal del reparto a uno o varios despachos judiciales, 
como medida para liberar a un despacho de trabajo adi-
cional por razones del servicio. Del ejercicio de esta fun-
ción se informará a la Sala Administrativa, la cual podrá 
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se encuentra ad portas de su implementación en todo 
el país13.

Dichos cambios entrañan una importante labor 
administrativa que exige dominio de los sistemas ju-
rídicos a aplicar y conocimiento de los aplicativos en 
marcha en la Rama Judicial, toma de decisiones para 
mitigar su impacto en los usuarios durante la fase 
de transición, (redistribución y reparto de procesos, 
incorporación gradual de los funcionarios al nuevo 
sistema, autorización de cierres transitorios de despa-
chos, etc.);

e) Garantizar la cobertura del servicio de justicia 
durante nes de semana, festivos y vacancia judicial 
para la atención de funciones constitucionales de ha-
beas corpus y de control de garantías, tanto del sistema 
penal de adultos como de adolescentes, en la totalidad 
de municipios del país, para lo cual organizan unidades 
judiciales que exibilicen el mapa judicial, organizan 
los turnos correspondientes, vigilan que los funciona-
rios asignados los cumplan, solucionan los problemas 
que se presenten al respecto y autorizan los días com-
pensatorios que se causen, a los servidores judiciales, 
consultando siempre las necesidades del servicio14. De 

13 Artículo 305 Ley 1437 de 2011 /Artículo 44 Ley 1395 
de 2010. Oralidad Civil / Ley 1149 de 2007. Oralidad 
Laboral / Ley 906 de 2004. Oralidad Penal / Ley 1123 de 
2007. Oralidad en Disciplinario. /Oralidad en la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa, artículo 305 Ley 1437 
de 2011. / Artículo 305. Implantación del Nuevo Sistema 

implantación del nuevo régimen procesal y de compe-
tencias previstos en este Código, el Consejo Superior de 
la Judicatura con la participación del Consejo de Estado, 
deberá realizar los análisis necesarios y tomar las deci-
siones correspondientes, por lo menos, en los siguientes 
asuntos…

14 Ley 906 de 2004. Artículo 39. De la función de control 

La función de control de garantías será ejercida por un 
juez penal municipal del lugar en que se cometió el de-
lito. / Artículo 44. Competencia excepcional. Cuando en 
el lugar en que debiera adelantarse la actuación no haya 
juez, o el juez único o todos los jueces disponibles se 
hallaren impedidos, las salas administrativas del Conse-
jo Superior de la Judicatura, o los Consejos Secciona-
les, según su competencia, podrán a petición de parte, y 

menor costo del servicio de justicia e inmediación, or-
denar el traslado temporal del juez que razonablemente 
se considere el más próximo, así sea de diferente muni-
cipio, circuito o distrito, para atender esas diligencias o 
el desarrollo del proceso. La designación deberá recaer 
en funcionario de igual categoría, cuya competencia se 
entiende válidamente prorrogada.

 Turnos Hábeas Corpus. Artículo 3° Ley 1095 de 2006. 
Por el cual se reglamenta el artículo 30 de la Constitu-
ción Política, en la cual se estableció en su numeral 3º, 
que corresponde al Consejo Superior de la Judicatura 
reglamentar un sistema de turnos judiciales para la aten-
ción de las solicitudes de Hábeas Corpus en el país, du-
rante las veinticuatro (24) horas del día, los días feriados 
y las épocas de vacancia judicial.

 Acuerdos PSAA07-3896, por el cual se reglamenta la 
atención de la acción de Hábeas Corpus”, PSAA07-
3972, por el cual se reglamenta el sistema de turnos para 
la atención de la acción de Hábeas Corpus por los jueces 
y magistrados en el territorio nacional y se Derogan unos 

de turnos. Las Salas Administrativas de los Consejos 
Seccionales de la Judicatura establecerán, en coordina-
ción con los respectivos Tribunales, el sistema de tur-
nos de disponibilidad para la atención de las acciones 

ahí que los Magistrados de las Salas Administrativas 
pertenezcan al régimen de vacaciones individuales y 
no colectivas, de las que disfrutan todas las Corpora-
ciones Judiciales y la mayoría de despachos judiciales. 

En desarrollo de esta función, dichos Magistrados 
están autorizados para suspender las vacaciones co-
lectivas de los funcionarios que se requieran para cu-
brir el servicio durante la vacancia judicial;

f) Autorizar al funcionario competente para asumir 
el conocimiento de los procesos del sistema penal de 
adolescentes y de adultos, cuando el funcionario (único 
en su circuito o municipio) se declara impedido, deci-
siones que requieren celeridad e inmediatez, para pre-
venir dilaciones procesales que acarreen impunidad;15

g) Facultad de autorizar el cierre extraordinario 
de los despachos judiciales ubicados en el o los Dis-
tritos Judiciales de su competencia, por diversas ra-
zones (cambio de Secretario, veri cación de inventa-
rios, fuerza mayor, orden público, implementación de 
nuevos aplicativos, etc.).16También están facultadas 
para autorizar cambios de horario de atención a los 
usuarios por parte de los despachos, lo cual permite 
una mayor exibilidad en la atención del servicio, con-
forme a las necesidades de los distintos municipios17;

de Hábeas Corpus, de conformidad con las reglas que se 

 PSAA07-4007, por el cual se adiciona el Acuerdo 3972 
del 13 de marzo de 2007 y se corrige un error tipográ-

la jornada laboral, condición ésta indispensable para que 
proceda la compensación del Magistrado a cargo del tur-
no.

15 Ley 906 de 2004 Sistema Penal Acusatorio artículo 44. 
Competencia excepcional. Cuando en el lugar en que 
debiera adelantarse la actuación no haya juez, o el juez 
único o todos los jueces disponibles se hallaren impedi-
dos, las salas administrativas del Consejo Superior de la 
Judicatura, o los Consejos Seccionales, según su compe-
tencia, podrán a petición de parte, y para preservar los 

servicio de justicia e inmediación, ordenar el traslado 
temporal del juez que razonablemente se considere el 
más próximo, así sea de diferente municipio, circuito 
o distrito, para atender esas diligencias o el desarrollo 
del proceso. La designación deberá recaer en funcio-
nario de igual categoría, cuya competencia se entiende 
válidamente prorrogada. La Sala Penal de la Corte, así 
como los funcionarios interesados en el asunto, deberán 
ser informados de inmediato de esa decisión. Acuerdo 
PSAA08-4833 de 2008. Por el cual se delega las Salas 
Administrativas Seccionales la facultad de expedir los 
actos administrativos en virtud del artículo 44 de la Ley 
906 de 2004.

16 Acuerdo 433 de 1999, por el cual se reglamenta el cie-
rre extraordinario de despachos judiciales. Artículo 2°. 
Competencia. Corresponde a las salas administrativas de 
los respectivos Consejos Seccionales disponer el cierre 
extraordinario de los despachos judiciales por las causa-
les de que trata el presente acuerdo.

17 Acuerdo PSAA12-9260, artículo 6º: “Horario. Las Salas 
Administrativas Seccionales podrán, por razones del ser-

-
tizando la prestación del servicio durante ocho (8) horas 
cada día. El uso de esta delegación deberá estar prece-
dido de una consulta con las fuerzas vivas de la ciudad, 
en especial con las cámaras de comercio. Además del 
empleo de esta facultad se informará inmediatamente a 
la Sala Administrativa, mediante escrito que contendrá 
las razones que condujeron a adoptar la medida”.
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h) Por otra parte, tienen a su cargo veri car los 
procesos que cumplen más de un año sin trámite alguno 
por parte de los despachos judiciales, para tomar las 
decisiones del caso (solicitud de informes, veri cación 
de términos, vigilancia judicial administrativa y rea-
signación inmediata del proceso a otro funcionario)18.

términos a cargos de estas corporaciones bien sea en 
virtud de la vigilancia judicial o de leyes como la ci-

los jueces sino que constituyen instrumentos legales 

puede escapar la función judicial; 
i) Son responsables de veri car que los servidores 

judiciales de los despachos a su cargo acaten los con-
troles establecidos para garantizar la transparencia en 
el manejo de dineros por concepto de cuentas de gastos 
del proceso, (en la jurisdicción contencioso adminis-
trativa), depósitos judiciales y arancel judicial, en des-
pachos judiciales y o cinas de servicios19;

18 Artículo 121 de la Ley 1564 de 2012, por medio de la cual 
se expide el Código General del Proceso y se dictan otras 
disposiciones: duración del proceso. Salvo interrupción 
o suspensión del proceso por causa legal, no podrá trans-
currir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia 
de primera o única instancia, contado a partir de la no-

-
miento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del 
mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia, 
no podrá ser superior a seis (6) meses, contados a partir 
de la recepción del expediente en la Secretaría del Juz-
gado o Tribunal. Vencido el respectivo término previsto 
en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia 
correspondiente, el funcionario perderá automáticamen-
te competencia para conocer del proceso, por lo cual, al 
día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expe-
diente al juez o Magistrado que le sigue en turno, quien 
asumirá competencia y proferirá la providencia dentro 
del término máximo de seis (6) meses. La remisión del 
expediente se hará directamente, sin necesidad de repar-

juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar 
a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Ju-
dicatura sobre la recepción del expediente y la emisión 
de la sentencia… El vencimiento de los términos a que 

distintos funcionarios judiciales. (…)
 Acuerdo número PSAA14-10205, por el cual se delegan 

facultades a las Salas Administrativa de los Consejos 
Seccionales / Artículo 1°. Informe. Delegar en las Salas 
Administrativas de los Consejos Seccionales de la Ju-
dicatura la recepción del informe que deben rendir los 
servidores judiciales que pierdan competencia. / Artículo 
2°. El funcionario judicial que pierda competencia, de-
berá informar esa situación a la Sala Administrativa del 
Consejo Seccional de la Judicatura de su distrito, a más 
tardar al día siguiente de la ocurrencia de dicho evento. 
/ En el informe, que en ningún caso comprende la remi-
sión del expediente, deberá indicar la clase de proceso, el 
número de radicación, las partes intervinientes y la razón 
por la cual no se resolvió en el término legal. / Artículo 
6°. Vigilancias judiciales. Cada que las Salas Adminis-
trativas Seccionales reciban los informes de pérdida de 
competencia de un funcionario judicial y encuentren que 
ésta es frecuente, se practicará vigilancia judicial admi-
nistrativa en los términos del numeral 6 del artículo 101 
de la Ley 270 de 1996 y del Acuerdo 8716 de 2011, o el 
que haga sus veces, para determinar el motivo por el cual 
no se están cumpliendo los términos.

19 Acuerdo 1857 de 2003, artículo 34, parágrafo 2°. Con-
trol y seguimiento. /…/ Las Salas Administrativas de los 

j) Ejercen el seguimiento a la jurisdicción especial 
de paz, que exige un permanente control en considera-
ción al precario marco legal de esta gura (Ley 499 de 
1997);20 

k) Coordinan y tienen a su cargo, Comités de ca-
rácter intra e interinstitucional21 que tienen, como n 
propender por el acceso a la justicia, el respeto de los 
derechos humanos y la defensa de la moralidad públi-
ca, tales como:

• Mesa Departamental Indígena22, que busca arti-
cular los sistemas de justicia tradicional con las auto-
ridades de la jurisdicción especial indígena.

• Comisión de Moralidad Pública, escenario en el 
cual el Estatuto Anticorrupción exige la presencia y 
participación de un Magistrado del respectivo Consejo 
Seccional de la Judicatura.

• Comité Seccional de Género de la Rama Judi-
cial23, espacio que propende por avanzar en el enfoque 

Consejos Seccionales de la Judicatura, en las visitas a 
los despachos judiciales, velarán por el cumplimiento 
del presente Reglamento e informarán a la Sala Admi-
nistrativa del Consejo Superior de la Judicatura, dentro 
de los primeros diez (10) días de los meses de junio y 
diciembre o cuando las circunstancias lo ameriten, las 
gestiones de control, sus resultados y las medidas co-
rrectivas sugeridas. / Acuerdo 2552 de 2004. (Cuentas 
de gastos del proceso). Artículo 10. Vigilancia y control. 
La Unidad de Auditoria de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura tendrá a su cargo la 
vigilancia y control del cobro, manejo e inversión de las 
sumas que se recauden por concepto de los gastos ordi-
narios del proceso. Las salas administrativas de los con-
sejos seccionales de la judicatura le colaborarán, a través 
de las visitas que realicen a los despachos judiciales.

20 Acuerdo PSAA08-4977, art. 4º de la responsabilidad de 
los Consejos Seccionales de la Judicatura en relación 
con los Jueces de Paz y Jueces de Reconsideración.

21 Artículo 86 Ley 270/96. “…La Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura actuará en coordina-
ción con los órganos de las otras Ramas del Poder Públi-
co y organizaciones vinculadas al sector justicia”.

22 Acuerdo PSAA12-9614. Artículo 18 bis. Mesas depar-
tamentales de coordinación interjurisdiccional. La Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
a través de las Salas Administrativas de los Consejos 
Seccionales, organizará las mesas departamentales para 

-
mentar y consolidar políticas regionales para el fortaleci-
miento de la coordinación del Sistema Judicial Nacional 
y la Jurisdicción Especial Indígena en las regiones. Estas 
mesas se desarrollarán en todos los departamentos donde 
habiten pueblos indígenas.

23 Acuerdo PSAA08-4552, por el cual se dictan reglas 
para la aplicación de la equidad de género en la Rama 
Judicial. / Acuerdo PSAA08-5009 de 2008, por el cual 

PSAA08-4552 de 2008 donde se dictan reglas para la 
aplicación de la equidad de género en la Rama Judicial. 
/ “Artículo 10. Comités seccionales. En cada uno de los 
distritos judiciales del país se constituirán comités sec-
cionales de género de la Rama Judicial integrados por 
un magistrado o magistrada del Tribunal Superior del 
correspondiente Distrito Judicial, un magistrado o ma-
gistrada del Tribunal Administrativo y un magistrado o 
magistrada del Consejo Seccional de la Judicatura. La 
secretaría técnica será desempeñada por el Director o 
Directora Seccional de la Dirección Ejecutiva de Admi-
nistración Judicial / Parágrafo. Los comités seccionales 
de género aplicarán y velarán por el cumplimiento de las 
directrices emanadas por la comisión nacional de género 
en su correspondiente distrito judicial y se reunirán tri-
mestralmente por convocatoria del presidente quien será 



Página 46 Jueves, 12 de noviembre de 2015 GACETA DEL CONGRESO  922

con perspectiva de género en las decisiones judiciales, 
tema crucial en el país.

• Grupo Seccional de Apoyo, que tiene a su cargo el 
proceso de formación judicial liderado por la Escuela 
Judicial Rodrigo Lara Bonilla en los respectivos Dis-
tritos Judiciales, entre otros24.

• Mención especial merece el Comité Seccional de 
Control Interno25, bajo la coordinación y dirección de 
un Magistrado de la Sala Administrativa Seccional, es-
cenario que tiene como n velar por la transparencia 
en la Rama Judicial y el cumplimiento de los proce-
dimientos y controles en temas sensibles, como el re-
parto de procesos, el manejo de depósitos judiciales, 
los gastos del proceso de la jurisdicción contencioso 
administrativa, el manejo e ciente de los recursos de 
la Rama Judicial, la austeridad presupuestal, el segui-
miento a los planes de mejoramiento acordados con los 
servidores judiciales, entre otros. 

2. CARACTERÍSTICA, IMPACTO E IMPOR-
TANCIA DE ESTAS FUNCIONES

Como puede observarse, se trata de funciones sen-
sibles para el acceso y la e cacia de la administra-
ción de justicia en las distintas regiones del país, que 
implican actividades de planeación, organización, de 
seguimiento y control de la gestión judicial así como 
toma de decisiones inmediatas y acordes a la natura-
leza del rol que ejercerá la Gerencia, organismo que 
requerirá de un soporte idóneo, adecuado y su ciente 
para su atención y cobertura en las Seccionales, que 
por su nivel de detalle y la atención de necesidades 
locales, deben estar desconcentradas tanto funcional 
como territorialmente.

Igualmente, se trata de funciones que son transversa-
les a todas las jurisdicciones, incluidas las de paz e in-
dígena, y temas sensibles como la perspectiva de género 
en la función judicial, la moralidad pública, el control 
interno, por lo que exigen competencias y dominio de 
temas jurídicos en todas las especialidades del derecho, 
así como en asuntos ajenos a un órgano ejecutor.

Tampoco es conveniente concentrar en las gerencias 
seccionales todas las responsabilidades que el sistema 
de gobierno ejerce desde el nivel central, porque se 
rompería el sano equilibrio que debe existir al interior 

elegido en forma rotativa de sus miembros por periodos 
de un año. Constituirán quórum con la mayoría simple 
de sus miembros”.

24 Ley 1474 de 2011. Artículo 65. Comisiones Regionales 
de Moralización La Comisión Regional estará confor-
mada por los representantes regionales de la Procuradu-
ría General de la Nación, la Contraloría General de la 
República, la Fiscalía General de la Nación, el Consejo 
Seccional de la Judicatura y la Contraloría Departamen-
tal, Municipal y Distrital. La asistencia a estas reuniones 
que se llevarán a cabo mensualmente es obligatoria e in-
delegable.

25 Artículo 209 CN, Control Interno. Inciso 2. La adminis-
tración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control 
interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 
/ Acuerdo PSAA12-9293, artículo 5º. De los Comités 
Seccionales de Coordinación del Sistema de Control 
Interno: En cada una de las Seccionales de la Rama Ju-
dicial, habrá un Comité Seccional de Coordinación del 
Sistema de Control Interno, conformado por: El Magis-
trado de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de 
la Judicatura, que, por distribución temática, tenga bajo 
su responsabilidad los asuntos relacionados con el Sis-
tema de Control Interno de la respectiva Seccional de la 
Rama Judicial, quien lo presidirá;…

de este, incluido el esquema de soporte regional. Ya 
su ciente responsabilidad tienen las O cinas Seccio-
nales para garantizar el rodaje y funcionamiento de los 
4.693 despachos que funcionan en el país (suministro 
de insumos, infraestructura física, tecnológica, salud 
ocupacional, etc.), asuntos que demandarán su aten-
ción en la cobertura de la oralidad en todo el país y en 
la puesta en marcha del Código General del Proceso; 
sumada a la no menos compleja y sensible tarea de re-
presentar a la Rama Judicial y defender sus intereses 
en los litigios judiciales, en las distintas Seccionales, 
que no son pocos y entrañan cuantías signi cativas.

Adicionalmente, la naturaleza de las funciones a 
ejercer, requieren de per les y competencias especí -
cas para el cabal cumplimiento de las mismas.

3. NECESIDAD DE SOPORTE REGIONAL
Son múltiples los actores en coincidir que las re-

formas a la justicia no se agotan en la rede nición de 
la cúpula del sistema de gobierno y administración ju-
dicial, sino que se requiere de un viraje para acercar 
la justicia al ciudadano, restablecer la con anza en la 
misma, garantizar el acceso, la e ciencia, el mejora-
miento del servicio y la atención a los usuarios, con 
una justicia cercana y e ciente, por lo que es necesario 
dotarla de los órganos su cientes y especializados, con 
un diseño tal que les permita atender con la su ciente 
capacidad e idoneidad las necesidades de la adminis-
tración de justicia, a nivel local y en tiempo real.

En ese sentido, se propone redimensionar la estruc-
tura organizacional del sistema de gobierno judicial en 
las regiones, mediante la creación de entes, que asu-
man funciones de acuerdo con el amplio abanico de 
responsabilidades que la justicia del siglo XXI exige, 
para lo cual es necesario identi car previamente las 
áreas estratégicas y misionales que se requieren, que 
serían tres así:

a) Gerencias Seccionales, responsables de las fun-
ciones de naturaleza ejecutora. Estas gerencias no im-
plicarían adiciones presupuestales pues las funciones 
serían asumidas por las actuales direcciones secciona-
les, que se transformarían en gerencias seccionales;

b) Consejos Distritales de Asesoría Judicial. Órga-
nos no permanentes, de carácter asesor y consultivo, 
conformado por los mismos servidores judiciales así: 
un delegado de cada uno de los tribunales, un juez de 
cada una de las distintas especialidades y un emplea-
do, con la participación de los gerentes seccionales, 
quienes como conocedores de las necesidades de la 
justicia en sus respectivas jurisdicciones y especiali-
dades, serían los llamados a suministrar los insumos 
para la construcción del Plan Sectorial de desarrollo 
de la Rama Judicial, el plan decenal de la justicia, el 
reordenamiento territorial y necesidades en materia de 
formación judicial.

Sus integrantes no derivarían emolumentos distin-
tos a su salario y, por tanto, no implicarían adiciones 
presupuestales;

c) Comisiones Regionales de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial, de conformación plural y 
permanente, que tendrían una cobertura regional (dos o 
más distritos judiciales), para lo cual se proponen doce 
(12) regionales, teniendo en cuenta vías de acceso e 
identidad sociocultural entre los distintos Distritos que 
las conforman como se sugiere más adelante. Para ello, 
se transformarían las actuales Salas Administrativas, 
con el personal que hoy cuentan, en Comisiones de 
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Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, lo que 
tampoco generaría adiciones presupuestales. 

De esta manera se daría continuidad a las funcio-
nes a cargo de las Salas Administrativas Seccionales, 
garantizando con ello el rodaje normal de la justicia en 
los asuntos en marcha en los 33 Distritos Judiciales y 
4.699 despachos judiciales diseminados a lo largo de 
la geografía nacional, dependencias que también po-
drían asumir las funciones que le deleguen los distintos 
órganos de gobierno del orden nacional, asegurando 
con ello un soporte idóneo y cali cado de acuerdo con 
las nuevas necesidades de la justicia y los cambios le-
gislativos que surjan hacia el futuro.

Sus integrantes deben tener un per l similar al que 
se exige para los actuales Magistrados de las Salas Ad-
ministrativas Seccionales, que es mucho más exigente 
que incluso para el de Magistrados de Tribunales, el 
cual está en armonía con la naturaleza de las funcio-
nes a cargo de la Gerencia de la Rama Judicial.

Al respecto vale la pena recordar que los actua-
les Magistrados de Salas Administrativa Seccionales 
llegaron a estos cargos por concurso de méritos y el 
marco jurídico les exige tener título de abogado, espe-
cialización en ciencias administrativas, económicas o 
nancieras, y una experiencia especi ca no inferior a 

8 años en dichos campos, así como carecer de antece-
dentes disciplinarios26; requisito este que no se exige a 
Magistrados de Tribunales. 

Lo anterior en concordancia con lo dispuesto por el 
acto legislativo que nos ocupa en el artículo 18 tran-
sitorio, literal f) que dispuso que “Las Salas Adminis-
trativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura 
y las Direcciones Ejecutivas Seccionales de Adminis-
tración Judicial, continuarán ejerciendo sus funcio-

ejercerán la función prevista en el artículo 85, nume-
ral 18, de la Ley 270 de 1996”.

En conclusión la complejidad y diversidad de los 
problemas y barreras que afectan el acceso, la e cien-
cia y la e cacia de la administración de justicia a lo 
largo y ancho del país, exige que sus distintas regiones 
cuenten con órganos especializados que permitan des-
concentrar funcionalmente las tareas que deben aten-
der en tiempo real, sin concentrarlas en los órganos 
centrales o en un solo órgano territorial, para prevenir 
el riesgo de desborde de funciones y/o de ine cacia de 
la cobertura del servicio.

Por lo anterior se propone que en el Proyecto de 
Reforma a la Ley Estatutaria se adicionen los órganos 
mencionados como se ilustra en el siguiente organigra-
ma, que no implican erogaciones presupuestales adi-
cionales, y permiten potenciar el talento humano y la 
experiencia del personal que las ha venido atendiendo.

Así las cosas, con las Comisiones Regionales de 
Carrera y Mejoramiento de la Gestión Judicial, cuya 
creación se propone transformando las actuales salas 
administrativas seccionales, se podrá brindar soporte 
su ciente, idóneo y adecuado al Consejo de Gobier-
no, la Gerencia de la Rama Judicial, la Comisión de 
Carrera Judicial , la Escuela Judicial, al defensor del 
usuario y al auditor de la Rama Judicial, para que pue-
dan atender a cabalidad sus responsabilidades, y con-
tar con los insumos y soportes territoriales necesarios 
para tomar las decisiones que les competen.

26 Art. 84 de la Ley 270 de 1996.

Propuesta del Gobierno Nacional del Proyecto de 
Ley Estatutaria de Administración de Justicia en el 

orden nacional
Organigrama del sistema de gerencia, administración 
y seguimiento de la gestión judicial propuesto para el 
nivel regional, según proyecto del gobierno nacional
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El diseño del sistema de gobierno judicial y admi-
nistración que se propone en el proyecto de reforma a 
la Ley Estatutaria de administración de justicia per-
mite identi car las siguientes áreas estratégicas, que 
por su importancia, cuentan con dependencias espe-
cializadas en el nivel central, cuyas áreas estratégicas 
se discriminan en el siguiente cuadro, y seguidamente 
se ilustra sobre el esquema de soporte que prevé el go-
bierno en su proyecto de reforma:

Áreas estratégicas a cargo del sistema de gobierno y 
gerencia de la Rama Judicial del nivel central, que en 
el nivel seccional se encuentran concentradas en las 
gerencias regionales:

1 Planeación estratégica Tres miembros permanentes Con-
sejo Gobierno Judicial

2 Administración de la carrera 
judicial Comisión de la carrera judicial

3 Formación judicial Escuela Judicial

4 Atención usuarios Defensor Usuario de la Rama 
Judicial (adscrito a la Gerencia)

5 Evaluación, seguimiento y con-
trol de la gestión judicial

Dirección con la misma denomi-
nación, adscrita a la Gerencia

6 Control interno y auditoría Auditor de la Rama Judicial 
(adscrito a la Gerencia)

7 Ejecutora

Que se asumen por “las demás 
dependencias que señale el re-
glamento” y por el despacho del 
Gerente (artículo 48 proyecto)

Propuesta del Gobierno Nacional del Proyecto  
de Ley Estatutaria de Administración de Justicia en 

el orden regional
Como se observa en el siguiente esquema, el proyecto 

radicado por el Gobierno Nacional, concentra el sopor-
te regional en un solo órgano (gerencias regionales) en 
detrimento del principio de descentralización
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LO QUE SE PROPONE EN ESTE PROYECTO 
PARA EL NIVEL REGIONAL 

Para corregir lo anterior, se propone especializar tres 
entes a nivel regional (que no acarrearían costos adicio-
nales) que requiere la Administración de justicia para 

estratégicas previstas en el nivel central y que tendrían 

Mapa 1

Mapa 2

Con la creación de tres entes de soporte territorial, 
se propone desconcentrar las funciones correspon-
dientes a los siete órganos del nivel nacional, para que 
tengan el soporte adecuado a lo largo y ancho del país, 
como apoyo a la gestión, así:

32 Gerencias Seccionales, con cobertura en el 
mismo número de Distritos Judiciales, a cargo de las 
funciones del área ejecutora (contratación, suminis-
tros, infraestructura física y tecnológica, defensa 
judicial, depósitos judiciales, presupuesto, contabi-
lidad, etc.). Estas serían asumidas por los actuales 
directores seccionales, luego no implicarían adición 
presupuestal.

12 Comisiones Regionales de Carrera y Mejora-
miento de la Gestión Judicial de dedicación exclusiva, 
que apoyarían las áreas de administración de la ca-
rrera judicial, formación judicial, atención a usuarios, 
evaluación, seguimiento y control de la gestión judi-
cial, y auditoría, con cobertura en 12 regiones geográ-
cas que guardan a nidad sociocultural y facilidad en 

el acceso (mapa número 2).

Para ello, se transformarían 12 de las 23 actuales 
Salas Administrativas, y los demás integrantes se in-
corporarán a un Tribunal Superior, Contencioso Admi-
nistrativo, o Comisión de Disciplina judicial. (Tampo-
co generarían adición presupuestal), por el contrario 
se logra una signi cativa reducción presupuestal del 
sector administrativo regional.

32 Consejos Distritales, con sede en el mismo 
número de Distritos Judiciales, órganos democráti-
cos, de dedicación no exclusiva y que cumplen fun-
ciones de consultoría y asesoría a todo el sistema 
de gobierno y administración nacional y regional, 
para el soporte de las decisiones y responsabili-
dades a su cargo, integradas por Magistrados de 
los respectivos tribunales, representantes de jueces 
de todas las especialidades y un representante de 
los empleados. (Tampoco generan incremento pre-
supuestal).

A consideración de los honorables Congresistas,

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 10 de noviembre de 2015 ha sido presentado 
en este Despacho el Proyecto de ley número 161 con 
su correspondiente exposición de motivos, por el hono-
rable Representante Jorge Eliécer Tamayo Marulanda.

El Secretario General,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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